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§ 1

Nota de autor

Última modificación: 1 de abril de 2025
El presente Código de Arbitraje Comercial y de Inversión Extranjera constituye una 

herramienta de práctica forense para profesionales y académicos de estas especialidades, 
compilando en una sola obra las normas relativas a arbitraje que habitualmente se utilizan en 
el tráfico mercantil nacional e internacional. Con este fin, además de compilar las normas 
arbitrales de carácter general, complementamos éstas con las normas especiales sobre 
arbitraje en materia de transporte y como alternativa a la vía contencioso-administrativa. Al 
enfocarnos en el arbitraje como mecanismo de resolución de conflictos entre comerciantes 
privados, así como entre estos y la administración estatal, excluimos de esta compilación las 
normas relativas al arbitraje puramente interestatal. También excluimos el arbitraje de 
sectores especiales, como el arbitraje de consumo y el de turismo, que sin duda merecen ser 
tratados en códigos especializados.

En una economía globalizada, el arbitraje cada vez gana más terreno como mecanismo 
de resolución de conflictos, ofreciendo una alternativa eficiente y ágil a los tribunales 
nacionales. En España, tanto el arbitraje nacional como internacional están regulados por el 
estatuto arbitral de la Ley 60/2003, que a su vez se basa en la Ley Modelo de la CNUDMI; 
constituyendo a España como un foro arbitral moderno y alineado con las tendencias de la 
economía mundial.

Al fundamentarse en el principio de la autonomía de la voluntad, el desarrollo de los 
arbitrajes comerciales se rige por las disposiciones del reglamento arbitral escogido por las 
partes, así como por las disposiciones subsidiarias o imperativas del estatuto arbitral de la 
sede del arbitraje. Cabe destacar que, aunque el reconocimiento y la ejecución de laudos 
arbitrales siempre se rige por el estatuto arbitral de cada jurisdicción, los 170[1] Estados 
parte de la Convención de Nueva York sobre el Reconocimiento y la Ejecución de las 
Sentencias Arbitrales Extranjeras han adoptado reglas uniformes que han hecho mucho por 
estandarizar el reconocimiento y la ejecución de laudos comerciales extranjeros a nivel 
internacional. España es parte de la Convención de Nueva York desde 1977[2], a la que se 
remite el art. 46 de la Ley 60/2003.

Por su parte, el arbitraje de inversión es un régimen especial de derecho internacional 
público para la resolución de controversias jurídicas surgidas directamente de inversiones 
extranjeras. Este régimen otorga a los inversores extranjeros el derecho a iniciar arbitrajes 
directos contra los Estados receptores de su inversión, sin que sea necesaria la 
intermediación de sus Estados de origen. Mientras que en el arbitraje comercial internacional 
los tribunales arbitrales están llamados a aplicar el derecho nacional de alguna jurisdicción 
estatal al fondo del asunto, el arbitraje de inversión, en general, se caracteriza por la 
aplicación del derecho internacional, concretamente, de las garantías de protección a la 
inversión extranjera a las que se hayan comprometido los Estados receptores de la 
inversión. Generalmente, estos compromisos se plasman en Acuerdos de Promoción y 
Protección Recíproca de Inversiones (APRI)[3] entre Estados. En otras ocasiones, los 
convenios arbitrales se plasman en cláusulas de resolución de disputas en contratos 
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celebrados entre Estados e inversores, que normalmente se rigen por disposiciones de un 
ordenamiento jurídico nacional.

Por lo demás, la mayoría[4] de los arbitrajes de inversión extranjera se rigen por el marco 
jurídico establecido en el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones 
entre Estados y Nacionales de Otros Estados[5] (Convenio CIADI) y son administrados por el 
Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI). Cabe 
destacar que los arbitrajes instados bajo el Convenio CIADI están deslocalizados (esto es, 
carecen de sede), por lo que no les aplica la ley arbitral de ningún Estado y se rigen 
exclusivamente por las disposiciones del Convenio CIADI y de sus Reglas de Arbitraje (salvo 
que las partes pacten la aplicación de un reglamento distinto). Por otra parte, la ejecución de 
las obligaciones pecuniarias recogidas en los laudos dictados al amparo del Convenio CIADI 
se rige exclusivamente por el propio Convenio, en virtud del cual son directamente 
ejecutables en cualquier Estado Contratante del CIADI – incluyendo a España - como si se 
tratara de una sentencia judicial nacional (no es aplicable, por tanto, el trámite de 
reconocimiento del laudo previsto en la Convención de Nueva York). Por último, aunque el 
Convenio CIADI aplica exclusivamente a la resolución de controversias entre Estados 
Contratantes del Convenio y nacionales de otros Estados Contratantes, el CIADI también ha 
creado el Mecanismo Complementario del CIADI para la resolución de controversias en las 
que una de las partes, demandante o demandando, no es un Estado Contratante o un 
nacional de un Estado Contratante.

A manera de cierre, cabe recalcar que existen numerosos reglamentos publicados por 
instituciones arbitrales nacionales y extranjeras en materia de arbitraje internacional. Aunque 
es habitual que el reglamento aplicable sea aquel de la institución que administre el arbitraje, 
las partes generalmente son libres de pactar la aplicación de cualquier otro reglamento. A su 
vez, también existen reglamentos aplicables al desarrollo de arbitrajes no institucionales (ad 
hoc), como por ejemplo el Reglamento de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas 
para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI). La elección del reglamento aplicable es 
una decisión crucial para cualquier arbitraje, pues en él se determinan cuestiones 
fundamentales como el marco procedimental aplicable, las reglas para la designación y 
recusación de los árbitros o los recursos que puedan caber contra los laudos arbitrales, entre 
otras.

Aunque referirse a todos los reglamentos arbitrales existentes excedería el alcance de 
esta obra, consideramos de interés destacar algunos. Entre los reglamentos extranjeros, 
cabe mencionar los de la Cámara de Comercio Internacional de París (CCI), la Corte de 
Arbitraje Internacional de Londres (LCIA), el Centro de Arbitraje Internacional de Hong Kong 
(HKIAC), el Instituto de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Estocolmo (SCC), el Centro 
de Arbitraje Internacional de Singapur (SIAC) y el Centro Internacional de Resolución de 
Disputas de la Asociación Americana de Arbitraje (CIRD). A nivel nacional, podemos 
destacar el reglamento del recientemente creado Centro Internacional de Arbitraje de Madrid 
(CIAM) - que fusionó la actividad internacional de la Corte de Arbitraje de Madrid (CAM), la 
Corte Civil y Mercantil de Arbitraje (CIMA) y la Corte Española de Arbitraje. En materia de 
arbitraje de inversión extranjera, aunque las Reglas de Arbitraje del CIADI son sin duda el 
instrumento más utilizado, también puede destacarse el Reglamento del Mecanismo 
Complementario del CIADI y el Reglamento de la Corte Permanente de Arbitraje (CPA). Para 
conveniencia del lector, incluimos los enlaces a estos reglamentos a continuación, asimismo 
incluimos enlaces a los textos de los convenios internacionales firmados por España, que no 
se incluyen en el Código por tratarse de normativa no consolidada:

• Reglamento de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional (CNUDMI) sobre la Transparencia en los Arbitrajes entre Inversionistas 
y Estados en el Marco de un Tratado.

• Reglamento de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) de 2010.

• Reglamento de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional (ICC).
• Reglamento de la Corte de Arbitraje Internacional de Londres (LCIA).
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https://uncitral.un.org/sites/uncitral.un.org/files/media-documents/uncitral/es/uncitral-arbitration-rules-2013-s.pdf
https://uncitral.un.org/sites/uncitral.un.org/files/media-documents/uncitral/es/arb-rules-revised-s.pdf
https://uncitral.un.org/sites/uncitral.un.org/files/media-documents/uncitral/es/arb-rules-revised-s.pdf
https://www.iccspain.org/wp-content/uploads/2024/02/ICC-2021-arbitration-rules-Spanish-version-2.pdf
https://www.lcia.org/Dispute_Resolution_Services/lcia-arbitration-rules-2020.aspx


• Reglamento del Centro de Arbitraje Internacional de Hong-Kong (HKIAC).
• Reglamento del Instituto de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Estocolmo 

(SCC).
• Reglamento del Centro de Arbitraje Internacional de Singapur (SIAC).
• Reglamento del Centro Internacional de Resolución de Disputas de la 

Asociación Americana de Arbitraje (CIRD).
• Reglamento de Arbitraje del Centro Internacional de Arbitraje de Madrid (CIAM).
• Reglas de Arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas 

a Inversiones (CIADI) de 2006.
• Reglas de Arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas 

a Inversiones (CIADI) de 2022.
• Reglamento del Mecanismo Complementario del Centro Internacional de 

Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) de 2006.
• Reglamento del Mecanismo Complementario del Centro Internacional de 

Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) de 2022.
• Reglamento de Arbitraje de la Corte Permanente de Arbitraje (CPA).
• Reglamento de la Corte de Arbitraje de Madrid. 

NORMATIVA NO CONSOLIDADA

I. Arbitraje Comercial Internacional y de Inversión Extranjera

I.1. Convenios Internacionales
Declaración sobre las consecuencias jurídicas de la sentencia del Tribunal de Justicia en 

el asunto Komstroy y entendimiento común sobre la inaplicabilidad del artículo 26 del 
Tratado sobre la Carta de la Energía como base para los procedimientos de arbitraje en el 
interior de la Unión.

Decisión (UE) 2024/1677 del Consejo, de 30 de mayo de 2024, relativa a la aprobación 
de la retirada de la Comunidad Europea de la Energía Atómica del Tratado sobre la Carta de 
la Energía.

Decisión (UE) 2024/2118 del Consejo, de 25 de junio de 2024, relativa a la firma, en 
nombre de la Unión Europea, de la Convención de las Naciones Unidas sobre la 
Transparencia en los Arbitrajes entre Inversionistas y Estados en el Marco de un Tratado.

I.1.1. Convenios Internacionales: Arbitraje Comercial Internacional
BOE.es - BOE-A-1970-290 Instrumento de Ratificación entre el Gobierno de España y el 

Gobierno de la República francesa sobre el reconocimiento y ejecución de decisiones 
judiciales y arbitrales y actas auténticas en materia civil mercantil, firmado en París el 28 de 
mayo de 1969.

BOE.es - BOE-A-1975-20601 Instrumento de Ratificación de España del Convenio 
Europeo sobre Arbitraje Comercial Internacional, hecho en Ginebra el 21 de abril de 1961.

BOE.es - BOE-A-1977-15727 Instrumento de Adhesión de España al Convenio sobre 
reconocimiento y ejecución de sentencias arbitrales extranjeras, hecho en Nueva York el 10 
de junio de 1958.

BOE.es - BOE-A-1986-27543 Convenio sobre reconocimiento y ejecución de 
sentencias arbitrales extranjeras, hecho en Nueva York el 10 de junio de 1958, 
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 11 de julio de 1977. Corrección al 
texto español. 
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https://www.hkiac.org/arbitration/rules-practice-notes/hkiac-administered-2024
https://sccarbitrationinstitute.se/en/resource-library/scc-rules/?gad_source=1&gclid=EAIaIQobChMI78CUoZq0jAMVRD0GAB3LmQorEAAYASAAEgIWAvD_BwE
https://sccarbitrationinstitute.se/en/resource-library/scc-rules/?gad_source=1&gclid=EAIaIQobChMI78CUoZq0jAMVRD0GAB3LmQorEAAYASAAEgIWAvD_BwE
https://siac.org.sg/siac-investment-rules-2017
https://www.adr.org/sites/default/files/CommercialRules_Web-Final.pdf
https://www.adr.org/sites/default/files/CommercialRules_Web-Final.pdf
https://ciam-ciar.com/wp-content/uploads/2024/01/REGLAMENTO_CIAM_DIGITAL-DEF2.pdf
https://icsidfiles.worldbank.org/icsid/icsid/staticfiles/basicdoc-spa/main-spa.htm
https://icsidfiles.worldbank.org/icsid/icsid/staticfiles/basicdoc-spa/main-spa.htm
https://icsid.worldbank.org/sites/default/files/documents/ICSID_Convention_SPA.pdf
https://icsid.worldbank.org/sites/default/files/documents/ICSID_Convention_SPA.pdf
https://icsid.worldbank.org/sites/default/files/amendments/AFR_%202006_Spanish_final.pdf
https://icsid.worldbank.org/sites/default/files/amendments/AFR_%202006_Spanish_final.pdf
https://icsid.worldbank.org/sites/default/files/documents/ICSID_Additional_Facility_SPA.pdf
https://icsid.worldbank.org/sites/default/files/documents/ICSID_Additional_Facility_SPA.pdf
https://docs.pca-cpa.org/2015/11/Reglamento-de-Arbitraje-de-la-CPA-2012.pdf
https://www.arbitramadrid.com/wp-content/uploads/2024/12/Reglamento-Actual.pdf
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202402121
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BOE.es - BOE-A-2022-7315 Resolución de 27 de abril de 2022, de la Secretaría General 
Técnica, sobre aplicación del artículo 24.2 de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de 
Tratados y otros Acuerdos Internacionales.

BOE.es - BOE-A-2022-12485 Resolución de 19 de julio de 2022, de la Secretaría 
General Técnica, sobre aplicación del artículo 24.2 de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, 
de Tratados y otros Acuerdos Internacionales.

BOE.es - BOE-A-1977-27082 Instrumento de Ratificación de España del Convenio entre 
España e Italia sobre Asistencia Judicial y Reconocimiento y Ejecución de Sentencias en 
Materia Civil y Mercantil, firmado en Madrid el 22 de Mayo de 1973.

BOE.es - BOE-A-1988-27848 Instrumento de ratificación del Convenio entre el Reino de 
España y la República Socialista de Checoslovaquia sobre Asistencia Jurídica, 
Reconocimiento y Ejecución de Sentencias en Asuntos Civiles, hecho en Madrid el 4 de 
mayo de 1987. [6] .

BOE.es - BOE-A-1989-1905 Corrección de erratas del Instrumento de 
Ratificación del Convenio entre el Reino de España y la República Socialista de 
Checoslovaquia sobre asistencia jurídica, reconocimiento y ejecución de sentencias 
en asuntos civiles, hecho en Madrid el 4 de mayo de 1987. 

BOE.es - BOE-A-1991-8480 Instrumento de Ratificación del Convenio entre los Estados 
Unidos Mexicanos y el Reino de España sobre Reconocimiento y Ejecución de Sentencias 
Judiciales y Laudos Arbitrales en Materia Civil y Mercantil, hecho en Madrid el 17 de abril de 
1989.

BOE.es - BOE-A-1991-23611 Corrección de erratas del Instrumento de 
Ratificación del Convenio entre los Estados Unidos Mexicanos y el Reino de España 
sobre reconocimiento y ejecución de sentencias judiciales y laudos arbitrales en 
materia civil y mercantil, hecho en Madrid el 17 de abril de 1989. 

BOE.es - BOE-A-1991-10784 Corrección de erratas del Instrumento de 
Ratificación del Convenio entre los Estados Unidos Mexicanos y el Reino de España 
sobre Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Judiciales de Laudos Arbitrales en 
Materia Civil y Mercantil, hecho en Madrid el 17 de abril de 1989. 

BOE.es - BOE-A-1991-17793 Instrumento de ratificación del Convenio de Cooperación 
Juridica en materia civil, entre el Reino de España y el Gobierno de la República Federal de 
Brasil, firmado en Madrid el 13 de abril de 1989.

BOE.es - BOE-A-1991-20514 Corrección de errores del Instrumento de 
ratificación del Convenio de Cooperación Jurídica en Material Civil entre el Reino de 
España y el Gobierno de la República Federativa de Brasil, firmado en Madrid el 13 
de abril de 1989. 

BOE.es - BOE-A-1994-2077 Tratado entre el Reino de España y la República Popular 
China sobre asistencia judicial en materia civil y mercantil, hecho en Pekín el 2 de mayo de 
1992.

BOE.es - BOE-A-1994-5826 Corrección de errores del Tratado entre el Reino de 
España y la República Popular China sobre asistencia judicial en materia civil y 
mercantil, hecho en Pekín el 2 de mayo de 1992. 

BOE.es - BOE-A-1994-15122 Convenio de Asistencia Judicial en Materia Civil entre el 
Reino de España y la República de Bulgaria, hecho en Sofía el 23 de mayo de 1993.

BOE.es - BOE-A-1997-13925 Aplicación provisional del Convenio de Cooperación 
Judicial en Materia Civil, Mercantil y Administrativa entre el Reino de España y el Reino de 
Marruecos, firmado en Madrid el 30 de mayo de 1997.

BOE.es - BOE-A-1999-13962 Entrada en vigor del Convenio de cooperación judicial en 
materia civil, mercantil y administrativa entre el Reino de España y el Reino de Marruecos, 
hecho en Madrid el 30 de mayo de 1997, cuya aplicación provisional fue publicada en el 
«Boletín Oficial del Estado» número 151, de 25 de junio de 1997.
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BOE.es - BOE-A-1998-10115 Instrumento de Ratificación del Convenio de Cooperación 
Jurídica entre el Reino de España y la República Oriental del Uruguay, hecho en Montevideo 
el 4 de noviembre de 1987.

I.1.2. Convenios Internacionales: Arbitraje de Inversión Extranjera

I.1.2.I. Convenios multilaterales
BOE.es - BOE-A-1994-20235 Instrumento de Ratificación del Convenio sobre arreglo de 

diferencias relativa a inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados, hecho en 
Washington el 18 de marzo de 1965.

BOE.es - BOE-A-1995-11572 Tratado sobre la Carta de la Energía, hecho en Lisboa el 
17 de diciembre de 1994. Aplicación provisional.

BOE.es - BOE-A-1995-17052 Corrección de erratas del Tratado sobre la Carta de 
la Energía, hecho en Lisboa el 17 de diciembre de 1994. Aplicación provisional, 
publicada en el «Boletín Oficial del Estado» número 117, de 17 de mayo de 1995 
(páginas 14122 a 14153). 

BOE.es - BOE-A-1998-6335 Instrumento de ratificación del Tratado de la Carta de la 
Energía y del Protocolo de la Carta de la Energía sobre la eficacia energética y los aspectos 
medioambientales relacionados, hechos en Lisboa el 17 de diciembre de 1994.

BOE.es - BOE-A-1999-17267 Resolución de 30 de julio de 1999, de la Secretaría 
General Técnica, relativa a las enmiendas de las disposiciones comerciales del Tratado de la 
Carta de la Energía (publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 17 de marzo de 1998), 
adoptadas el 24 de abril de 1998.

BOE.es - BOE-A-1995-17051 Instrumento de ratificación del Convenio Constitutivo del 
Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones, hecho en Seúl el 11 de octubre de 1985.

BOE.es - BOE-A-1988-5959 Ley 3/1988, de 4 de marzo, por la que se autoriza la 
participación de España en el Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones.

I.1.2.II. Convenios bilaterales
BOE.es - BOE-A-1991-30077 Convenio de 26 de octubre de 1990 de Fomento y 

Protección reciproca de inversiones entre España y la Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas, firmado en Madrid el 26 de octubre de 1990. [7] .

BOE.es - BOE-A-1992-2614 Acuerdo entre el Reino de España y el Reino de Marruecos 
sobre promoción y protección recíproca de inversiones, firmado en Madrid el 27 de 
septiembre de 1989.

BOE.es - BOE-A-1992-25449 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República Argentina y Protocolo anejo, hecho en 
Buenos Aires el 3 de octubre de 1991.

BOE.es - BOE-A-1994-6495 Instrumento de Ratificación del Acuerdo entre el Reino de 
España y la República de Chile para la Protección y Fomento Recíproco de Inversiones y 
Protocolo, hecho en Santiago el 2 de octubre de 1991.

BOE.es - BOE-A-1994-10082 Corrección de erratas del Instrumento de 
Ratificación del Acuerdo entre el Reino de España y la República de Chile para la 
protección y fomento recíprocos de inversiones y protocolo, hecho en Santiago el 2 
de octubre de 1991, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 67, de fecha 
19 de marzo de 1994 (páginas 9149 y 9152). 

BOE.es - BOE-A-1996-12413 Resolución de 10 de mayo de 1996, de la 
Secretaría General Técnica, sobre aplicación del artículo 32 del Decreto 801/1972, 
relativo a la ordenación de la actividad de la Administración del Estado en materia de 
Tratados Internacionales. 

BOE.es - BOE-A-1997-12321 Resolución de 26 de mayo de 1997, de la 
Secretaría General Técnica, sobre aplicación del artículo 32 del Decreto 801/1972, 
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relativo a la ordenación de la actividad de la Administración del Estado en materia de 
Tratados Internacionales. 

BOE.es - BOE-A-1994-12119 Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de 
Inversiones entre el Reino de España y la República Oriental del Uruguay, hecho en Madrid 
el 7 de abril de 1992.

BOE.es - BOE-A-1994-15120 Acuerdo para la Protección y Fomento recíprocos de 
Inversiones entre el Reino de España y la República Arabe de Egipto, firmado en Madrid el 3 
de noviembre de 1992.

BOE.es - BOE-A-1994-16915 Acuerdo para la Promoción y Protección recíproca de 
Inversiones con Túnez, hecho en Madrid el 28 de mayo de 1991.

BOE.es - BOE-A-1995-21987 Corrección de errores del Acuerdo de Promoción y 
Protección Recíproca de Inversiones entre el Reino de España y la República Tunecina, 
hecho en Madrid el 28 de mayo de 1991, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» 
número 172, de 20 de julio de 1994 (corrección de erratas, «Boletín Oficial del Estado» 
número 231, de 27 de septiembre de 1994).

BOE.es - BOE-A-1994-21110 Corrección de erratas del Acuerdo para la Promoción y 
Protección recíproca de Inversiones entre el Reino de España y la República Tunecina, 
hecho en Madrid el 28 de mayo de 1991, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» 
número 172, de fecha 20 de julio de 1994 (páginas 23189-23191).

BOE.es - BOE-A-1994-25187 Acuerdo de Promoción y Protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de Filipinas, hecho en Madrid el 19 de 
octubre de 1993.

BOE.es - BOE-A-1995-21925 Corrección de errores del Acuerdo de Promoción y 
Protección Recíproca de Inversiones entre el Reino de España y la República de 
Filipinas, hecho en Madrid el 19 de octubre de 1993. 

BOE.es - BOE-A-1994-27364 Acuerdo para la promoción y protección recíprocas de 
inversiones entre el Reino de España y la República de Corea, firmado en Seúl el 17 de 
enero de 1994.

BOE.es - BOE-A-1995-3016 Corrección de erratas del Acuerdo para la 
Promoción y Protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y la 
República de Corea, hecho en Seúl el 17 de enero de 1994. 

BOE.es - BOE-A-1995-10068 Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de 
Inversiones entre el Reino de España y la República de Nicaragua, hecho en Managua el 16 
de marzo de 1994.

BOE.es - BOE-A-1995-25048 Acuerdo entre el Reino de España y la República de Cuba 
sobre la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, firmado en la Habana el 27 de 
mayo de 1994.

BOE.es - BOE-A-1996-5467 Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de 
Inversiones entre el Reino de España y la República del Perú, hecho en Madrid el 17 de 
noviembre de 1994.

BOE.es - BOE-A-1996-14965 Corrección de erratas del Acuerdo para la 
Promoción y Protección Recíproca de Inversiones entre el Reino de España y la 
República de Perú, hecho en Madrid el 17 de noviembre de 1994, que fue publicado 
en el «Boletín Oficial del Estado» número 59, de fecha 8 de marzo de 1996 (páginas 
9314 a 9317). 

BOE.es - BOE-A-1996-5470 Acuerdo entre el Reino de España y la República Argelina 
Democrática y Popular para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, hecho en 
Madrid el 23 de diciembre de 1994.

BOE.es - BOE-A-1996-5468 Acuerdo entre España y Malasia para la promoción y 
protección recíproca de inversiones, hecho en Kuala Lumpur el 4 de abril de 1995.

BOE.es - BOE-A-1996-14838 Corrección de erratas del acuerdo entre España y 
Malasia para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, hecho en Kuala 
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Lumpur el 4 de abril de 1995, que fue publicado en el «Boletín Oficial del Estado» 
número 59, de fecha 8 de marzo de 1996 (páginas 9317 a 9320). 

BOE.es - BOE-A-1996-9553 Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de 
Inversiones entre el Reino de España y la República de Kazajstán, hecho en Madrid el 23 de 
marzo de 1994.

BOE.es - BOE-A-1996-12414 Corrección de erratas del Acuerdo para la 
Promoción y Protección Recíproca de Inversiones entre el Reino de España y la 
República de Kazajstán, hecho en Madrid el 23 de marzo de 1994. 

BOE.es - BOE-A-1996-10405 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de El Salvador, hecho en San Salvador 
el 14 de febrero de 1995.

BOE.es - BOE-A-1996-19605 Corrección de erratas del Acuerdo para la 
promoción y protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y la 
República de El Salvador, hecho en San Salvador el 14 de febrero de 1995, que fue 
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 114, de 10 de mayo de 1996. 

BOE.es - BOE-A-1996-13165 Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de 
Inversiones entre el Reino de España y la Republica Islámica de Pakistán, hecho en Madrid, 
el 15 de septiembre de 1994.

BOE.es - BOE-A-1996-16628 Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de 
Inversiones entre el Reino de España y la República de Honduras, firmado «ad referendum» 
en Tegucigalpa el 18 de marzo de 1994.

BOE.es - BOE-A-1996-25271 Corrección de erratas del Acuerdo para la 
Promoción y Protección Recíproca de Inversiones entre el Reino de España y la 
República de Honduras, firmado «ad referendum» en Tegucigalpa el 18 de marzo de 
1994, que fue publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 175, de fecha 20 
de julio de 1996 (página 22794 a 22797). 

BOE.es - BOE-A-1996-25931 Acuerdo para la Protección y Promoción Recíproca de 
Inversiones entre el Reino de España y la República Dominicana, firmado +ad referendum; 
en Santo Domingo el 16 de marzo de 1995.

BOE.es - BOE-A-1997-410 Acuerdo para la Protección y Promoción Recíprocas de 
Inversiones entre el Reino de España y la República del Paraguay, firmado «ad referendum» 
en Asunción el 11 de octubre de 1993.

BOE.es - BOE-A-1997-2336 Acuerdo de promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de Indonesia, firmado en Yakarta el 30 
de mayo de 1995.

BOE.es - BOE-A-1997-8764 Corrección de erratas del Acuerdo de Promoción y 
Protección Recíproca de Inversiones entre el Reino de España y la República de 
Indonesia, firmado en Yakarta el 30 de mayo de 1995, publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» número 31, de fecha 5 de febrero de 1997. 

BOE.es - BOE-A-1997-10943 Acuerdo entre el Reino de España y la República Libanesa 
para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, firmado en Madrid el 22 de 
febrero de 1996.

BOE.es - BOE-A-1997-21679 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de Venezuela, firmado en Caracas el 2 
de noviembre de 1995.

BOE.es - BOE-A-1998-6744 Instrumento de ratificación del Acuerdo para la promoción y 
protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y la República de Turquía, 
hecho en Ankara el 15 de febrero de 1995.

BOE.es - BOE-A-1998-8533 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República del Ecuador, hecho en Quito el 26 de 
junio de 1996.
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BOE.es - BOE-A-2022-12581 Denuncia del Acuerdo para la promoción y protección 
recíproca de inversiones entre el Reino de España y la República del Ecuador, hecho en 
Quito el 26 de junio de 1996.

BOE.es - BOE-A-1998-24417 Acuerdo para la promoción y la protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de Panamá, hecho en Panamá el 10 de 
noviembre de 1997.

BOE.es - BOE-A-1998-26668 Corrección de erratas del Acuerdo para la 
promoción y protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y la 
República de Panamá, hecho en Panamá el 10 de noviembre de 1997. 

BOE.es - BOE-A-1999-2636 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de la India, hecho «ad referendum» en 
Nueva Delhi el 30 de septiembre de 1997. 

BOE.es - BOE-A-2017-5773 Corrección de errores de la Terminación del Acuerdo 
para la promoción y protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y 
la República de la India, hecho "ad referendum" en Nueva Delhi el 30 de septiembre 
de 1997. 

BOE.es - BOE-A-2017-5687 Terminación del Acuerdo para la promoción y 
protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y la República de la 
India, hecho "ad referendum" en Nueva Delhi el 30 de septiembre de 1997. 

BOE.es - BOE-A-2017-5773 Corrección de errores de la Terminación del Acuerdo 
para la promoción y protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y 
la República de la India, hecho "ad referendum" en Nueva Delhi el 30 de septiembre 
de 1997. 

BOE.es - BOE-A-1999-15684 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de Costa Rica, hecho en San José de 
Costa Rica el 8 de julio de 1997.

BOE.es - BOE-A-2000-1923 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de Sudáfrica, hecho "ad referendum" en 
Pretoria el 30 de septiembre de 1998.

BOE.es - BOE-A-2016-1605 Denuncia del Acuerdo para la promoción y 
protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y la República de 
Sudáfrica, hecho en Pretoria el 30 de septiembre de 1998. 

BOE.es - BOE-A-2000-8312 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre España y Ucrania, hecho en Kiev el 26 de febrero de 1998.

BOE.es - BOE-A-2000-10829 Corrección de erratas del Acuerdo para la 
promoción y protección recíproca de inversiones entre España y Ucrania, hecho en 
Kiev el 26 de febrero de 1998. 

BOE.es - BOE-A-2001-681 Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de 
Inversiones entre el Reino de España y el Reino Hachemita de Jordania, hecho en Madrid el 
20 de octubre de 1999.

BOE.es - BOE-A-2001-2801 Corrección de erratas del Acuerdo para la 
promoción y protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y el Reino 
Hachemita de Jordania, hecho en Madrid el 20 de octubre de 1999. 

BOE.es - BOE-A-2002-1479 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República Gabonesa, hecho "ad referendum" en 
Madrid el 2 de marzo de 1995.

BOE.es - BOE-A-2003-769 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre España y Jamaica, hecho en Kingston el 13 de marzo de 2002.

BOE.es - BOE-A-2003-13281 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre España y Bosnia y Herzegovina, hecho en Madrid el 25 de abril de 2002.

BOE.es - BOE-A-2004-555 Aplicación Provisional del Acuerdo entre el Reino de España 
y la República de Guinea Ecuatorial para la promoción y la protección recíproca de 
inversiones, hecho en Malabo el 22 de noviembre de 2003.
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BOE.es - BOE-A-2015-1568 Entrada en vigor del Acuerdo entre el Reino de 
España y la República de Guinea Ecuatorial para la promoción y la protección 
recíproca de inversiones, hecho en Malabo el 22 de noviembre de 2003. 

BOE.es - BOE-A-2004-2648 Acuerdo entre el Reino de España y la República de 
Albania para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, hecho en Madrid el 5 de 
junio de 2003.

BOE.es - BOE-A-2004-6145 Corrección de erratas del Acuerdo entre el Reino de 
España y la República de Albania para la promoción y protección recíproca de 
inversiones, hecho en Madrid el 5 de junio de 2003. 

BOE.es - BOE-A-2004-5741 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de Uzbekistán, hecho en Madrid el 28 
de enero de 2003.

BOE.es - BOE-A-2004-10374 Acuerdo entre el Reino de España y la República Federal 
de Yugoslavia para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho ad 
referéndum en Madrid el 25 de junio de 2002. [8] .

BOE.es - BOE-A-2010-12484 Sucesión con respecto a la República de Montenegro en 
los tratados bilaterales concluidos entre el Reino de España y la Antigua Yugoslavia o la 
Unión Estatal de Serbia y Montenegro.

BOE.es - BOE-A-2004-11256 Acuerdo entre el Reino de España y la República de 
Guatemala para la promoción y la protección recíproca de inversiones, hecho en Guatemala 
el 9 de diciembre de 2002.

BOE.es - BOE-A-2004-14782 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República Islámica de Irán, hecho en Madrid el 29 
de octubre de 2002.

BOE.es - BOE-A-2004-17932 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Gobierno del Reino de España y el Gobierno de la República de Trinidad 
y Tobago, hecho ad referéndum en Puerto España el 3 de julio de 1999.

BOE.es - BOE-A-2006-2302 Acuerdo para la promoción y protección recíprocas de 
inversiones entre el Reino de España y la República Federal de Nigeria, hecho en Abuja el 9 
de julio de 2002.

BOE.es - BOE-A-2004-15196 Acuerdo entre el Reino de España y la República de 
Namibia para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en Windhoek el 21 
de febrero de 2003.

BOE.es - BOE-A-2005-2721 Acuerdo entre el Reino de España y la República Árabe 
Siria para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en Damasco el 20 de 
octubre de 2003.

BOE.es - BOE-A-2005-5790 Acuerdo sobre promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y el Reino de Marruecos, hecho «ad referendum» en 
Madrid el 11 de diciembre de 1997.

BOE.es - BOE-A-2007-2892 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y la República de Moldavia, hecho en Chisinau el 11 
de mayo de 2006.

BOE.es - BOE-A-2007-6891 Corrección de errores del Acuerdo para la 
promoción y protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y la 
República de Moldavia, hecho en Chisinau el 11 de mayo de 2006. 

BOE.es - BOE-A-2007-3429 Acuerdo entre el Gobierno español y el Gobierno 
macedonio para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en Madrid el 20 
de junio de 2005.

BOE.es - BOE-A-2007-16205 Acuerdo entre el Reino de España y la República de 
Colombia para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en Bogotá el 31 de 
marzo de 2005.
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BOE.es - BOE-A-2008-5878 Acuerdo entre el Reino de España y el Estado de Kuwait 
para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en Madrid el 8 de septiembre 
de 2005.

BOE.es - BOE-A-2008-5985 Acuerdo para la promoción y protección recíproca de 
inversiones entre el Reino de España y los Estados Unidos Mexicanos, hecho en México el 
10 de octubre de 2006.

BOE.es - BOE-A-2008-8724 Corrección de errores del Acuerdo para la 
promoción y protección recíproca de inversiones entre el Reino de España y los 
Estados Unidos Mexicanos, hecho en Ciudad de México el 10 de octubre de 2006. 

 
BOE.es - BOE-A-2008-11511 Acuerdo entre el Reino de España y la República Popular 

de China para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en Madrid el 14 de 
noviembre de 2005.

BOE.es - BOE-A-2009-15602 Acuerdo entre el Reino de España y la Gran Jamahiriya 
Árabe Libia Popular Socialista para la promoción y protección recíproca de inversiones, 
hecho en Madrid el 17 de diciembre de 2007.

BOE.es - BOE-A-2011-19647 Acuerdo entre el Reino de España y la República 
Socialista de Vietnam para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en 
Hanoi el 20 de febrero de 2006.

BOE.es - BOE-A-2015-2938 Acuerdo entre el Reino de España y la República de 
Senegal para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho "ad referéndum" en 
Dakar el 22 de noviembre de 2007.

BOE.es - BOE-A-2015-3603 Acuerdo entre el Reino de España y el Reino de Bahrein 
para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en Madrid el 22 de mayo de 
2008.

BOE.es - BOE-A-2016-2940 Acuerdo entre el Reino de España y la República Islámica 
de Mauritania sobre la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho "Ad 
Referendum" en Madrid el 24 de julio de 2008.

BOE.es - BOE-A-2016-11197 Acuerdo entre el Reino de España y el Reino de Arabia 
Saudí para la promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en Riad el 9 de abril 
de 2006.

BOE.es - DOUE-L-2020-80806 Acuerdo para la terminación de los tratados bilaterales de 
inversión entre los Estados miembros de la Unión Europea.

BOE.es - BOE-A-2022-16580 Resolución de 6 de octubre de 2022, de la Secretaría 
General Técnica, por la que, en virtud del artículo 24.2 de la Ley 25/2014, de 27 de 
noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales, se publican los tratados 
internacionales bilaterales cuya vigencia ha finalizado por la entrada en vigor del Acuerdo 
para la terminación de los tratados bilaterales de inversión entre los Estados miembros de la 
Unión Europea, hecho en Bruselas el 5 de mayo de 2020.

 

II. Arbitraje en Transportes

II.1. Regulación Internacional:
BOE.es - BOE-A-1931-7008 Convenio para la unificación de ciertas reglas relativas al 

transporte aéreo internacional, ultimado en Varsovia el 12 de Octubre de 1929, como 
consecuencia de la Conferencia internacional de Derecho privado aéreo. 
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[1]Ver: https://uncitral.un.org/es/texts/arbitration/conventions/foreign_arbitral_awards/status2

[2] Instrumento de Adhesión de España al Convenio sobre reconocimiento y ejecución de sentencias arbitrales 
extranjeras, hecho en Nueva York el 10 de junio de 1958. BOE núm. 164, de 11 de julio de 1977.

[3] Aunque ningún APRI es idéntico a otro, existen ciertas garantías de inclusión habitual en este tipo de 
tratados. Entre otras, suelen incluirse las garantías de: protección contra la expropiación directa e indirecta; trato 
justo y equitativo (incluyendo el debido proceso judicial y administrativo); protección y seguridad plenas; trato 
nacional; nación más favorecida; y libre transferencia de fondos.

[4] Dentro de las alternativas no-CIADI para el desarrollo de arbitrajes de inversión extranjera puede destacarse 
el recurso a la Corte Permanente de Arbitraje (CPA). Establecida en 1899 para la administración de arbitrajes 
interestatales, desde 1934 la CPA ha expandido sus funciones para administrar arbitrajes de inversión extranjera. 
Hoy en día la CPA es, después del CIADI, la segunda institución más utilizada para la resolución de disputas entre 
inversionistas y Estados soberanos.

[5] A la fecha de publicación, el Convenio CIADI cuenta con 157 Estados Contratantes. Ver: https://
icsid.worldbank.org/es/acerca/estados-miembros/base-de-datos-de-estados-miembros-del-ciadi

[6] En virtud de la sucesión estatal, este tratado actualmente sigue vigente entre España y: (1) la República 
Checa y (2) la República Eslovaca. Ver también Resolución de 6 de octubre de 2022, de la Secretaría General 
Técnica, por la que, en virtud del artículo 24.2 de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos 
Internacionales, se publican los tratados internacionales bilaterales cuya vigencia ha finalizado por la entrada en 
vigor del Acuerdo para la terminación de los tratados bilaterales de inversión entre los Estados miembros de la 
Unión Europea, hecho en Bruselas el 5 de mayo de 2020. BOE núm. 245, de 12 de octubre de 2022.

[7] De conformidad con el Protocolo de Almá-Atá de diciembre de 1991, los Estados sucesores de la Unión de 
Repúblicas Socialistas Soviéticas asumieron el cumplimiento de las obligaciones internacionales de este Estado. 
Salvo por los Estados postsoviéticos que han suscrito APRIS posteriores con España, el tratado con la Unión 
Soviética sigue vigente entre España y: (1) Armenia, (2) Azerbaiyán, (3) Bielorrusia, (4) Georgia, (5) Kirguizistán, (6) 
Rusia, (7) Tayikistán, y (8) Turkmenistán.

[8] En virtud de la sucesión estatal, este tratado actualmente sigue vigente entre España y: (1) Serbia, y (2) 
Montenegro.
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§ 2

Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 157, de 2 de julio de 1985

Última modificación: 17 de febrero de 2025
Referencia: BOE-A-1985-12666

[ . . . ]
LIBRO I

DE LA EXTENSIÓN Y LÍMITES DE LA JURISDICCIÓN Y DE LA PLANTA Y 
ORGANIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES

TÍTULO I
De la extensión y límites de la jurisdicción

Artículo 21.  
1. Los Tribunales civiles españoles conocerán de las pretensiones que se susciten en 

territorio español con arreglo a lo establecido en los tratados y convenios internacionales en 
los que España sea parte, en las normas de la Unión Europea y en las leyes españolas.

2. No obstante, no conocerán de las pretensiones formuladas respecto de sujetos o 
bienes que gocen de inmunidad de jurisdicción y de ejecución de conformidad con la 
legislación española y las normas de Derecho Internacional Público.

Artículo 22.  
Con carácter exclusivo, los Tribunales españoles serán competentes en todo caso y con 

preferencia de cualquier otro, para conocer de las pretensiones relativas a las siguientes 
materias:

a) Derechos reales y arrendamientos de bienes inmuebles que se hallen en España. No 
obstante, en materia de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles celebrados para un 
uso particular durante un plazo máximo de seis meses consecutivos, serán igualmente 
competentes los órganos jurisdiccionales españoles si el demandado estuviera domiciliado 
en España, siempre que el arrendatario sea una persona física y que éste y el propietario 
estén domiciliados en el mismo Estado.

b) Constitución, validez, nulidad o disolución de sociedades o personas jurídicas que 
tengan su domicilio en territorio español, así como respecto de los acuerdos y decisiones de 
sus órganos.

c) Validez o nulidad de las inscripciones practicadas en un registro español.
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d) Inscripciones o validez de patentes, marcas, diseños o dibujos y modelos y otros 
derechos sometidos a depósito o registro, cuando se hubiera solicitado o efectuado en 
España el depósito o el registro.

e) Reconocimiento y ejecución en territorio español de sentencias y demás resoluciones 
judiciales, decisiones arbitrales y acuerdos de mediación dictados en el extranjero.

Artículo 22 bis.  
1. En aquellas materias en que una norma expresamente lo permita, los Tribunales 

españoles serán competentes cuando las partes, con independencia de su domicilio, se 
hayan sometido expresa o tácitamente a ellos. No surtirán efectos los acuerdos que 
atribuyan la competencia a los Tribunales españoles ni las estipulaciones similares incluidas 
en un contrato si son contrarios a lo establecido en los artículos 22 quáter, 22 quinquies, 22 
sexies y 22 septies, o si excluyen la competencia de los órganos judiciales españoles 
exclusivamente competentes conforme lo establecido en el artículo 22, en cuyo caso se 
estará a lo establecido en dichos preceptos.

La sumisión a los Tribunales españoles en las materias contempladas en las letras d) y 
e) del artículo 22 quinquies sólo será válida si se fundamenta en un acuerdo de sumisión 
posterior a que surja la controversia, o ambos contratantes tuvieran ya su domicilio o 
residencia habitual en España en el momento de celebración del contrato o el demandante 
fuera el consumidor, asegurado o tomador del seguro.

2. Se entenderá por acuerdo de sumisión expresa aquel pacto por el cual las partes 
deciden atribuir a los Tribunales españoles el conocimiento de ciertas o todas las 
controversias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas respecto de una determinada 
relación jurídica, contractual o no contractual. La competencia establecida por sumisión 
expresa se extenderá a la propia validez del acuerdo de sumisión.

El acuerdo de sumisión expresa deberá constar por escrito, en una cláusula incluida en 
un contrato o en un acuerdo independiente, o verbalmente con confirmación escrita, así 
como en alguna forma que se ajuste a los hábitos que las partes tengan establecidos entre 
ellas, o en el comercio internacional sea conforme a los usos que las partes conozcan o 
deban conocer y que, en dicho comercio, sean ampliamente conocidos y regularmente 
observados por las partes en los contratos del mismo tipo en el sector comercial 
considerado. Se entenderá que media acuerdo escrito cuando resulte de una transmisión 
efectuada por medios electrónicos que proporcione un registro duradero.

Se considerará igualmente que hay acuerdo escrito cuando esté consignado en un 
intercambio de escritos de demanda y contestación dentro del proceso iniciado en España, 
en los cuales la existencia del acuerdo sea afirmada por una parte y no negada por la otra.

3. Con independencia de los casos en los que su competencia resulte de otras 
disposiciones, serán competentes los Tribunales españoles cuando comparezca ante ellos el 
demandado. Esta regla no será de aplicación si la comparecencia tiene por objeto impugnar 
la competencia.

Artículo 22 ter.  
1. En materias distintas a las contempladas en los artículos 22, 22 sexies y 22 septies y 

si no mediare sumisión a los Tribunales españoles de conformidad con el artículo 22 bis, 
éstos resultarán competentes cuando el demandado tenga su domicilio en España o cuando 
así venga determinado por cualquiera de los foros establecidos en los artículos 22 quáter 
y 22 quinquies.

2. Se entenderá, a los efectos de este artículo, que una persona física está domiciliada 
en España cuando tenga en ella su residencia habitual.

Se entenderá que una persona jurídica está domiciliada en España cuando radique en 
ella su sede social, su centro de administración o administración central o su centro de 
actividad principal.

3. En caso de pluralidad de demandados, serán competentes los Tribunales españoles 
cuando al menos uno de ellos tenga su domicilio en España, siempre que se ejercite una 
sola acción o varias entre las que exista un nexo por razón del título o causa de pedir que 
aconsejen su acumulación.
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4. No obstante, la competencia establecida conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de 
este artículo podrá ser excluida mediante un acuerdo de elección de foro a favor de un 
Tribunal extranjero. En tal caso, los Tribunales suspenderán el procedimiento y sólo podrán 
conocer de la pretensión deducida en el supuesto de que los Tribunales extranjeros 
designados hubieren declinado su competencia.

5. No tendrá efecto la exclusión de la competencia de los Tribunales españoles en 
aquellas materias en que no cabe sumisión a ellos.

Artículo 22 quáter.  
En defecto de los criterios anteriores, los Tribunales españoles serán competentes:
a) En materia de declaración de ausencia o fallecimiento, cuando el desaparecido 

hubiera tenido su último domicilio en territorio español o tuviera nacionalidad española.
b) En materia relacionada con la capacidad de las personas y las medidas de protección 

de las personas mayores de edad o de sus bienes, cuando estos tuviesen su residencia 
habitual en España.

c) En materia de relaciones personales y patrimoniales entre cónyuges, nulidad 
matrimonial, separación y divorcio y sus modificaciones, siempre que ningún otro Tribunal 
extranjero tenga competencia, cuando ambos cónyuges posean residencia habitual en 
España al tiempo de la interposición de la demanda o cuando hayan tenido en España su 
última residencia habitual y uno de ellos resida allí, o cuando España sea la residencia 
habitual del demandado, o, en caso de demanda de mutuo acuerdo, cuando en España 
resida uno de los cónyuges, o cuando el demandante lleve al menos un año de residencia 
habitual en España desde la interposición de la demanda, o cuando el demandante sea 
español y tenga su residencia habitual en España al menos seis meses antes de la 
interposición de la demanda, así como cuando ambos cónyuges tengan nacionalidad 
española.

d) En materia de filiación y de relaciones paterno-filiales, protección de menores y de 
responsabilidad parental, cuando el hijo o menor tenga su residencia habitual en España al 
tiempo de la interposición de la demanda o el demandante sea español o resida 
habitualmente en España o, en todo caso, al menos desde seis meses antes de la 
presentación de la demanda.

e) En materia de adopción, en los supuestos regulados en la Ley 54/2007, de 28 de 
diciembre, de adopción internacional.

f) En materia de alimentos, cuando el acreedor o el demandado de los mismos tenga su 
residencia habitual en España o, si la pretensión de alimentos se formula como accesoria a 
una cuestión sobre el estado civil o de una acción de responsabilidad parental, cuando los 
Tribunales españoles fuesen competentes para conocer de esta última acción.

g) En materia de sucesiones, cuando el causante hubiera tenido su última residencia 
habitual en España o cuando los bienes se encuentren en España y el causante fuera 
español en el momento del fallecimiento. También serán competentes cuando las partes se 
hubieran sometido a los Tribunales españoles, siempre que fuera aplicable la ley española a 
la sucesión. Cuando ninguna jurisdicción extranjera sea competente, los Tribunales 
españoles lo serán respecto de los bienes de la sucesión que se encuentren en España.

Artículo 22 quinquies.  
Asimismo, en defecto de sumisión expresa o tácita y aunque el demandado no tuviera su 

domicilio en España, los Tribunales españoles serán competentes:
a) En materia de obligaciones contractuales, cuando la obligación objeto de la demanda 

se haya cumplido o deba cumplirse en España.
b) En materia de obligaciones extracontractuales, cuando el hecho dañoso se haya 

producido en territorio español.
c) En las acciones relativas a la explotación de una sucursal, agencia o establecimiento 

mercantil, cuando éste se encuentre en territorio español.
d) En materia de contratos celebrados por consumidores, estos podrán litigar en España 

si tienen su residencia habitual en territorio español o si lo tuviera la otra parte contratante; 
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esta última solo podrá litigar en España si el consumidor tiene su residencia habitual en 
territorio español.

e) En materia de seguros, cuando el asegurado, tomador o beneficiario del seguro 
tuviera su domicilio en España; también podrá el asegurador ser demandado ante los 
Tribunales españoles si el hecho dañoso se produjere en territorio español y se tratara de un 
contrato de seguro de responsabilidad o de seguro relativo a inmuebles, o, tratándose de un 
seguro de responsabilidad civil, si los Tribunales españoles fueran competentes para 
conocer de la acción entablada por el perjudicado contra el asegurado en virtud de lo 
dispuesto en la letra b) de este artículo.

f) En las acciones relativas a derechos reales sobre bienes muebles, si estos se 
encontraren en territorio español al tiempo de la interposición de la demanda.

Respecto a los supuestos previstos en las letras d) y e) también serán competentes los 
Tribunales españoles cuando el consumidor, asegurado o tomador del seguro sea 
demandante y las partes hayan acordado la sumisión a los Tribunales españoles después de 
surgir la controversia, o ambos contratantes tuvieran ya su domicilio en España en el 
momento de celebración del contrato o el demandante fuera el consumidor, asegurado o 
tomador del seguro.

Artículo 22 sexies.  
Los Tribunales españoles serán competentes cuando se trate de adoptar medidas 

provisionales o de aseguramiento respecto de personas o bienes que se hallen en territorio 
español y deban cumplirse en España. Serán también competentes para adoptar estas 
medidas si lo son para conocer del asunto principal.

Artículo 22 septies.  
En materia concursal y demás procedimientos de insolvencia se estará a lo que 

disponga su legislación reguladora.

Artículo 22 octies.  
1. No serán competentes los Tribunales españoles en aquellos casos en que los fueros 

de competencia previstos en las leyes españolas no contemplen dicha competencia.
2. Los Tribunales españoles apreciarán, de oficio o a instancia de parte, su competencia 

de conformidad con las normas vigentes y las circunstancias concurrentes en el momento de 
presentación de la demanda, y el proceso se sustanciará hasta su conclusión aunque dichas 
normas o circunstancias hayan sido modificadas con posterioridad, salvo que expresamente 
se determine lo contrario.

3. Los Tribunales españoles se declararán incompetentes si su competencia no estuviera 
fundada en las disposiciones de las leyes españolas, de conformidad con lo previsto en las 
leyes procesales.

Los Tribunales españoles no podrán abstenerse o declinar su competencia cuando el 
supuesto litigioso presente vinculación con España y los Tribunales de los distintos Estados 
conectados con el supuesto hayan declinado su competencia. Tampoco lo podrán hacer 
cuando se trate del reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales, decisiones 
arbitrales y acuerdos de mediación dictados por los Tribunales extranjeros.

Artículo 22 nonies.  
Las excepciones de litispendencia y de conexidad internacionales se alegarán y 

tramitarán con arreglo a las normas generales que regulen las leyes procesales.

Artículo 23.  
1. En el orden penal corresponderá a la jurisdicción española el conocimiento de las 

causas por delitos y faltas cometidos en territorio español o cometidos a bordo de buques o 
aeronaves españoles, sin perjuicio de lo previsto en los tratados internacionales en los que 
España sea parte.
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2. También conocerá la jurisdicción española de los delitos que hayan sido cometidos 
fuera del territorio nacional, siempre que los criminalmente responsables fueren españoles o 
extranjeros que hubieran adquirido la nacionalidad española con posterioridad a la comisión 
del hecho y concurrieren los siguientes requisitos:

a) Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución, salvo que, en virtud de un Tratado 
internacional o de un acto normativo de una Organización internacional de la que España 
sea parte, no resulte necesario dicho requisito, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 
siguientes.

b) Que el agraviado o el Ministerio Fiscal interpongan querella ante los tribunales 
españoles. Este requisito se considerará cumplido en relación con los delitos competencia 
de la Fiscalía Europea cuando esta ejercite efectivamente su competencia.

c) Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, en 
este último caso, no haya cumplido la condena. Si sólo la hubiere cumplido en parte, se le 
tendrá en cuenta para rebajarle proporcionalmente la que le corresponda.

3. Conocerá la jurisdicción española de los hechos cometidos por españoles o 
extranjeros fuera del territorio nacional cuando sean susceptibles de tipificarse, según la ley 
penal española, como alguno de los siguientes delitos:

a) De traición y contra la paz o la independencia del Estado.
b) Contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor o el Regente.
c) Rebelión y sedición.
d) Falsificación de la firma o estampilla reales, del sello del Estado, de las firmas de los 

Ministros y de los sellos públicos u oficiales.
e) Falsificación de moneda española y su expedición.
f) Cualquier otra falsificación que perjudique directamente al crédito o intereses del 

Estado, e introducción o expedición de lo falsificado.
g) Atentado contra autoridades o funcionarios públicos españoles.
h) Los perpetrados en el ejercicio de sus funciones por funcionarios públicos españoles 

residentes en el extranjero y los delitos contra la Administración Pública española.
i) Los relativos al control de cambios.
4. Igualmente, será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos 

cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de tipificarse, 
según la ley española, como alguno de los siguientes delitos cuando se cumplan las 
condiciones expresadas:

a) Genocidio, lesa humanidad o contra las personas y bienes protegidos en caso de 
conflicto armado, siempre que el procedimiento se dirija contra un español o contra un 
ciudadano extranjero que resida habitualmente en España, o contra un extranjero que se 
encontrara en España y cuya extradición hubiera sido denegada por las autoridades 
españolas.

b) Delitos de tortura y contra la integridad moral de los artículos 174 a 177 del Código 
Penal, cuando:

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o,
2.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos y 

la persona a la que se impute la comisión del delito se encuentre en territorio español.
c) Delitos de desaparición forzada incluidos en la Convención internacional para la 

protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, hecha en Nueva York 
el 20 de diciembre de 2006, cuando:

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o,
2.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos y 

la persona a la que se impute la comisión del delito se encuentre en territorio español.
d) Delitos de piratería, terrorismo, tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o 

sustancias psicotrópicas, trata de seres humanos, contra los derechos de los ciudadanos 
extranjeros y delitos contra la seguridad de la navegación marítima que se cometan en los 
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espacios marinos, en los supuestos previstos en los tratados ratificados por España o en 
actos normativos de una Organización Internacional de la que España sea parte.

e) Terrorismo, siempre que concurra alguno de los siguientes supuestos:
1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente o se 

encuentre en España o, sin reunir esos requisitos, colabore con un español, o con un 
extranjero que resida o se encuentre en España, para la comisión de un delito de terrorismo;

3.º el delito se haya cometido por cuenta de una persona jurídica con domicilio en 
España;

4.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos;
5.º el delito haya sido cometido para influir o condicionar de un modo ilícito la actuación 

de cualquier Autoridad española;
6.º el delito haya sido cometido contra una institución u organismo de la Unión Europea 

que tenga su sede en España;
7.º el delito haya sido cometido contra un buque o aeronave con pabellón español; o,
8.º el delito se haya cometido contra instalaciones oficiales españolas, incluyendo sus 

embajadas y consulados.
A estos efectos, se entiende por instalación oficial española cualquier instalación 

permanente o temporal en la que desarrollen sus funciones públicas autoridades o 
funcionarios públicos españoles.

f) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de 
aeronaves, hecho en La Haya el 16 de diciembre de 1970, siempre que:

1.º el delito haya sido cometido por un ciudadano español; o,
2.º el delito se haya cometido contra una aeronave que navegue bajo pabellón español.
g) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la 

seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 23 de septiembre de 1971, y en su 
Protocolo complementario hecho en Montreal el 24 de febrero de 1988, en los supuestos 
autorizados por el mismo.

h) Los delitos contenidos en el Convenio sobre la protección física de materiales 
nucleares hecho en Viena y Nueva York el 3 de marzo de 1980, siempre que el delito se 
haya cometido por un ciudadano español.

i) Tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, siempre 
que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o,
2.º cuando se trate de la realización de actos de ejecución de uno de estos delitos o de 

constitución de un grupo u organización criminal con miras a su comisión en territorio 
español.

j) Delitos de constitución, financiación o integración en grupo u organización criminal o 
delitos cometidos en el seno de los mismos, siempre que se trate de grupos u 
organizaciones que actúen con miras a la comisión en España de un delito que esté 
castigado con una pena máxima igual o superior a tres años de prisión.

k) Delitos contra la libertad e indemnidad sexual cometidos sobre víctimas menores de 
edad, siempre que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra ciudadano extranjero que resida habitualmente en 

España;
3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos 

o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o 
domicilio social en España; o,

4.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de 
los hechos, tuviera nacionalidad española o residencia habitual en España.

l) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 11 de mayo de 2011 sobre 
prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, siempre 
que:
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1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente en España; o,
3.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de 

los hechos, tuviera nacionalidad española o residencia habitual en España, siempre que la 
persona a la que se impute la comisión del hecho delictivo se encuentre en España.

m) Trata de seres humanos, siempre que:
1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente en 

España;
3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos 

o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o 
domicilio social en España; o,

4.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de 
los hechos, tuviera nacionalidad española o residencia habitual en España, siempre que la 
persona a la que se impute la comisión del hecho delictivo se encuentre en España.

n) Delitos de corrupción entre particulares o en las transacciones económicas 
internacionales, siempre que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente en 

España;
3.º el delito hubiera sido cometido por el directivo, administrador, empleado o colaborador 

de una empresa mercantil, o de una sociedad, asociación, fundación u organización que 
tenga su sede o domicilio social en España; o,

4.º el delito hubiera sido cometido por una persona jurídica, empresa, organización, 
grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede 
o domicilio social en España.

o) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 28 de octubre de 2011, 
sobre falsificación de productos médicos y delitos que supongan una amenaza para la salud 
pública, cuando:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente en España;
3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos 

o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o 
domicilio social en España;

4.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos; o,
5.º el delito se haya cometido contra una persona que tuviera residencia habitual en 

España en el momento de comisión de los hechos.
p) Cualquier otro delito cuya persecución se imponga con carácter obligatorio por un 

Tratado vigente para España o por otros actos normativos de una Organización Internacional 
de la que España sea miembro, en los supuestos y condiciones que se determine en los 
mismos.

Asimismo, la jurisdicción española será también competente para conocer de los delitos 
anteriores cometidos fuera del territorio nacional por ciudadanos extranjeros que se 
encontraran en España y cuya extradición hubiera sido denegada por las autoridades 
españolas, siempre que así lo imponga un Tratado vigente para España.

5. Los delitos a los que se refiere el apartado anterior no serán perseguibles en España 
en los siguientes supuestos:

a) Cuando se haya iniciado un procedimiento para su investigación y enjuiciamiento en 
un Tribunal Internacional constituido conforme a los Tratados y Convenios en que España 
fuera parte.

b) Cuando se haya iniciado un procedimiento para su investigación y enjuiciamiento en el 
Estado del lugar en que se hubieran cometido los hechos o en el Estado de nacionalidad de 
la persona a que se impute su comisión, siempre que:
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1.º la persona a la que se impute la comisión del hecho no se encontrara en territorio 
español; o,

2.º se hubiera iniciado un procedimiento para su extradición al país del lugar en que se 
hubieran cometido los hechos o de cuya nacionalidad fueran las víctimas, o para ponerlo a 
disposición de un Tribunal Internacional para que fuera juzgado por los mismos, salvo que la 
extradición no fuera autorizada.

Lo dispuesto en este apartado b) no será de aplicación cuando el Estado que ejerza su 
jurisdicción no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o no pueda realmente hacerlo, 
y así se valore por la Sala 2.ª del Tribunal Supremo, a la que elevará exposición razonada el 
Juez o Tribunal.

A fin de determinar si hay o no disposición a actuar en un asunto determinado, se 
examinará, teniendo en cuenta los principios de un proceso con las debidas garantías 
reconocidos por el Derecho Internacional, si se da una o varias de las siguientes 
circunstancias, según el caso:

a) Que el juicio ya haya estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido 
adoptada con el propósito de sustraer a la persona de que se trate de su responsabilidad 
penal.

b) Que haya habido una demora injustificada en el juicio que, dadas las circunstancias, 
sea incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la 
justicia.

c) Que el proceso no haya sido o no esté siendo sustanciado de manera independiente o 
imparcial y haya sido o esté siendo sustanciado de forma en que, dadas las circunstancias, 
sea incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la 
justicia.

A fin de determinar la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, 
se examinará si el Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración nacional 
de justicia o al hecho de que carece de ella, no puede hacer comparecer al acusado, no 
dispone de las pruebas y los testimonios necesarios o no está por otras razones en 
condiciones de llevar a cabo el juicio.

6. Los delitos a los que se refieren los apartados 3 y 4 solamente serán perseguibles en 
España previa interposición de querella por el agraviado o por el Ministerio Fiscal.

[ . . . ]
TÍTULO IV

De la composición y atribuciones de los órganos jurisdiccionales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De los Tribunales Superiores de Justicia

[ . . . ]
Artículo 73.  

1. La Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia conocerá, como Sala de lo 
Civil:

a) Del recurso de casación que establezca la ley contra resoluciones de órganos 
jurisdiccionales del orden civil con sede en la comunidad autónoma, siempre que el recurso 
se funde en infracción de normas del derecho civil, foral o especial, propio de la comunidad, 
y cuando el correspondiente Estatuto de Autonomía haya previsto esta atribución.

b) Del recurso extraordinario de revisión que establezca la ley contra sentencias dictadas 
por órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la comunidad autónoma, en materia 
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de derecho civil, foral o especial, propio de la comunidad autónoma, si el correspondiente 
Estatuto de Autonomía ha previsto esta atribución.

c) De las funciones de apoyo y control del arbitraje que se establezcan en la ley, así 
como de las peticiones de exequátur de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no 
ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados o las normas de la Unión Europea, 
corresponda su conocimiento a otro Juzgado o Tribunal.

2. Esta Sala conocerá igualmente:
a) En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos 

en el ejercicio de sus respectivos cargos, dirigidas contra el Presidente y miembros del 
Consejo de Gobierno de la comunidad autónoma y contra los miembros de la Asamblea 
legislativa, cuando tal atribución no corresponda, según los Estatutos de Autonomía, al 
Tribunal Supremo.

b) En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos 
en el ejercicio de su cargo, contra todos o la mayor parte de los magistrados de una 
Audiencia Provincial o de cualesquiera de sus secciones.

c) De las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden civil con 
sede en la comunidad autónoma que no tenga otro superior común.

3. Como Sala de lo Penal, corresponde a esta Sala:
a) El conocimiento de las causas penales que los Estatutos de Autonomía reservan al 

conocimiento de los Tribunales Superiores de Justicia.
b) La instrucción y el fallo de las causas penales contra jueces, magistrados y miembros 

del Ministerio Fiscal por delitos o faltas cometidos en el ejercicio de su cargo en la 
comunidad autónoma, siempre que esta atribución no corresponda al Tribunal Supremo.

c) El conocimiento de los recursos de apelación contra las resoluciones dictadas en 
primera instancia por las Audiencias Provinciales, así como el de todos aquellos previstos 
por las leyes.

d) La decisión de las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden 
penal con sede en la comunidad autónoma que no tengan otro superior común.

e) De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento 
sean competentes.

4. Para la instrucción de las causas a que se refieren los párrafos a) y b) del apartado 
anterior se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, 
un instructor que no formará parte de la misma para enjuiciarlas.

En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los 
miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de garantías que no 
formará parte de la misma para enjuiciarlas.

5. Le corresponde, igualmente, la decisión de las cuestiones de competencia entre 
Secciones de Menores de Tribunales de Instancia radicados en distintas provincias de la 
comunidad autónoma.

6. En el caso de que el número de asuntos lo aconseje, podrán crearse una o más 
Secciones e incluso Sala de lo Penal con su propia circunscripción territorial en aquellas 
capitales que ya sean sedes de otras Salas del Tribunal Superior, a los solos efectos de 
conocer los recursos de apelación a los que se refiere la letra c) del apartado 3 de este 
artículo y aquellas otras apelaciones atribuidas por las leyes al Tribunal Superior de Justicia.

Los nombramientos para Magistrados de estas Secciones o Salas, a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial, recaerán en aquellos Magistrados que, ostentando la 
condición de especialista en el orden penal obtenida mediante la superación de las pruebas 
selectivas que reglamentariamente determine el Consejo General del Poder Judicial, tengan 
mejor puesto en su escalafón. A falta de éstos, recaerá en aquellos Magistrados que 
habiendo prestado sus servicios en el orden jurisdiccional penal durante diez años dentro de 
los quince años inmediatamente anteriores a la fecha de la convocatoria, tengan mejor 
puesto en el escalafón. La antigüedad en órganos mixtos se computará de igual manera a 
estos efectos. En su defecto, se nombrará a quien ostente mejor puesto en el escalafón.

[ . . . ]

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

§ 2  Ley Orgánica del Poder Judicial [parcial]

– 20 –



CAPÍTULO V
De los Tribunales de Instancia y del Tribunal Central de Instancia

[ . . . ]
Artículo 85.  

Con carácter general, en los Tribunales de Instancia, las Secciones Civiles o las Civiles y 
de Instrucción que constituyan una Sección Única extenderán su jurisdicción a un partido 
judicial.

Estas Secciones conocerán, en el orden civil:
1.º En primera instancia, de los juicios que no vengan atribuidos por esta ley a otros 

órganos judiciales.
2.º De los actos de jurisdicción voluntaria en los términos que prevean las leyes.
3.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los jueces y las 

juezas de paz del partido.
4.º De las cuestiones de competencia en materia civil entre los jueces y las juezas de 

paz del partido.
5.º De las solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones 

judiciales extranjeras y de la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no 
ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados y otras normas internacionales, 
corresponda su conocimiento a otra Sección o Tribunal.

Artículo 86.  
1. Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el 

Tribunal de Instancia una Sección de Familia, Infancia y Capacidad, que extenderá su 
jurisdicción a todo el partido judicial.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Gobierno podrá establecer por real 
decreto, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial y, en su caso, con informe 
favorable de la comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia, Secciones de 
Familia, Infancia y Capacidad que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la 
misma provincia.

3. El Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Salas de Gobierno, podrá 
acordar que, en aquellos Tribunales de Instancia donde no hubiere una Sección de Familia, 
Infancia y Capacidad y sea conveniente por razón de la carga de trabajo existente, el 
conocimiento de los asuntos referidos en este artículo corresponda a uno de los jueces, 
juezas, magistrados o magistradas de la Sección Civil, o Civil y de Instrucción que constituya 
una Sección Única, determinándose en esta situación que ese juez, jueza, magistrado o 
magistrada conozca de todos estos asuntos dentro del partido judicial, ya sea de forma 
exclusiva o conociendo también de otras materias.

4. En los partidos judiciales en que exista un Tribunal de Instancia con Sección Única 
integrada por una sola plaza judicial, el juez o jueza que la ocupe será quien asuma el 
conocimiento de los asuntos de familia cuando no se hubiere creado una Sección de Familia, 
Infancia y Capacidad.

5. Las Secciones de Familia, Infancia y Capacidad conocerán de cuantas cuestiones se 
susciten en materia de familia en los términos previstos en las leyes. En todo caso, la 
jurisdicción de estas Secciones será exclusiva y excluyente en las siguientes materias:

a) Las relativas al matrimonio y a su régimen económico matrimonial y las que tengan 
por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar y otras acciones 
derivadas de la crisis matrimonial o de la unión de hecho.

b) Las que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos o hijas menores o 
sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos o hijas 
menores.

c) Las relativas a modificación de medidas adoptadas en los procesos que versen sobre 
las materias previstas en las letras anteriores.

d) Las que versen sobre maternidad, paternidad, filiación y adopción.
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e) Las relativas a los alimentos entre parientes.
f) Las relativas a las relaciones paternofiliales.
g) Las que versen sobre adopción de medidas judiciales de apoyo a personas con 

discapacidad, incluyendo los internamientos no voluntarios por razón de trastorno psíquico.
h) Las relativas a la protección del menor, incluidas las que sean objeto de los 

procedimientos regulados en los artículos 778 bis y 778 ter y los capítulos IV bis y V del título 
I del libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

i) La oposición a las resoluciones y actos de la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública en materia de Registro Civil que se tramitan por el procedimiento del artículo 
781 bis de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

j) Los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas y familia, con 
excepción de los regulados en los capítulos IX y X del título I de la Ley 15/2015, de 2 de julio, 
de la Jurisdicción Voluntaria.

k) Las que versen sobre el reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones 
eclesiásticas en materia matrimonial.

l) El reconocimiento y la ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras 
civiles sobre menores, familia y medidas de apoyo.

m) Los procesos para la efectividad de los derechos reconocidos en el artículo 160 del 
Código Civil.

n) Cualesquiera otras materias civiles relativas a la familia o la protección de la infancia o 
las personas con discapacidad.

Artículo 86 bis.  
(Suprimido)

Artículo 86 ter.  
(Suprimido)

Artículo 86 quáter.  
(Suprimido)

Artículo 86 quinquies.  
(Suprimido)

[ . . . ]
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§ 3

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 7, de 8 de enero de 2000

Última modificación: 28 de febrero de 2025
Referencia: BOE-A-2000-323

[ . . . ]
LIBRO I

De las disposiciones generales relativas a los juicios civiles

[ . . . ]
TÍTULO II

De la jurisdicción y de la competencia

CAPÍTULO I
De la jurisdicción de los tribunales civiles y las cuestiones prejudiciales

Sección 1.ª De la extensión y límites de la jurisdicción de los tribunales civiles

[ . . . ]
Artículo 39.  Apreciación de la falta de competencia internacional o de jurisdicción a 
instancia de parte.

El demandado podrá denunciar mediante declinatoria la falta de competencia 
internacional o la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden jurisdiccional o 
por haberse sometido a arbitraje o mediación la controversia.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la declinatoria

Artículo 63.  Contenido de la declinatoria, legitimación para proponerla y tribunal 
competente para conocer de ella.

1. Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima en el juicio 
promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que se ha interpuesto 
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la demanda, por corresponder el conocimiento de ésta a tribunales extranjeros, a órganos de 
otro orden jurisdiccional, a árbitros o a mediadores, excepto en los supuestos en que exista 
un pacto previo entre un consumidor y un empresario de someterse a un procedimiento de 
resolución alternativa de litigios de consumo y el consumidor sea el demandante.

También se propondrá declinatoria para denunciar la falta de competencia de todo tipo. 
Si la declinatoria se fundare en la falta de competencia territorial, habrá de indicar el tribunal 
al que, por considerarse territorialmente competente, habrían de remitirse las actuaciones.

2. La declinatoria se propondrá ante el mismo tribunal que esté conociendo del pleito y al 
que se considere carente de jurisdicción o de competencia. No obstante, la declinatoria 
podrá presentarse también ante el tribunal del domicilio del demandado, que la hará llegar 
por el medio de comunicación más rápido posible al tribunal ante el que se hubiera 
presentado la demanda, sin perjuicio de remitírsela por oficio al día siguiente de su 
presentación.

Artículo 64.  Momento procesal de proposición de la declinatoria y efectos inmediatos.
1. La declinatoria se habrá de proponer dentro de los diez primeros días del plazo para 

contestar a la demanda, y surtirá el efecto de suspender, hasta que sea resuelta, el plazo 
para contestar y el curso del procedimiento principal, suspensión que declarará el letrado de 
la Administración de Justicia.

2. La suspensión del procedimiento principal producida por la alegación previa de 
declinatoria no obstará a que el tribunal ante el que penda el asunto pueda practicar, a 
instancia de parte legítima, cualesquiera actuaciones de aseguramiento de prueba, así como 
las medidas cautelares de cuya dilación pudieran seguirse perjuicios irreparables para el 
actor, salvo que el demandado prestase caución bastante para responder de los daños y 
perjuicios que derivaran de la tramitación de una declinatoria desprovista de fundamento.

La caución podrá otorgarse en dinero efectivo, mediante aval solidario de duración 
indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de 
garantía recíproca o por cualquier otro medio que, a juicio del tribunal, garantice la inmediata 
disponibilidad, en su caso, de la cantidad de que se trate.

Artículo 65.  Tramitación y decisión de la declinatoria.
1. Al escrito de declinatoria habrán de acompañarse los documentos o principios de 

prueba en que se funde, con copias en número igual al de los restantes litigantes, que 
dispondrán de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la declinatoria, para 
alegar y aportar lo que consideren conveniente para sostener la jurisdicción o la competencia 
del tribunal, que decidirá la cuestión dentro del quinto día siguiente.

Si la declinatoria fuese relativa a la falta de competencia territorial, el actor, al 
impugnarla, podrá también alegar la falta de competencia territorial del tribunal en favor del 
cual se pretendiese declinar el conocimiento del asunto.

2. Si el tribunal entendiese que carece de jurisdicción por corresponder el conocimiento 
del asunto a los tribunales de otro Estado, lo declarará así mediante auto, absteniéndose de 
conocer y sobreseyendo el proceso.

Del mismo modo procederá el tribunal si estimase la declinatoria fundada en haberse 
sometido el asunto a arbitraje o a mediación.

3. Si el tribunal considera que carece de jurisdicción por corresponder el asunto de que 
se trate a los tribunales de otro orden jurisdiccional, en el auto en el que se abstenga de 
conocer señalará a las partes ante qué órganos han de usar de su derecho. Igual resolución 
se dictará cuando el tribunal entienda que carece de competencia objetiva.

4. Si se hubiere interpuesto declinatoria relativa a la competencia territorial y ésta no 
viniere determinada por reglas imperativas, el tribunal, para estimarla, habrá de considerar 
competente al órgano señalado por el promotor de la declinatoria.

5. El tribunal, al estimar la declinatoria relativa a la competencia territorial, se inhibirá en 
favor del órgano al que corresponda la competencia y acordará remitirle los autos con 
emplazamiento de las partes para que comparezcan ante él en el plazo de diez días.
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CAPÍTULO IV
De los recursos en materia de jurisdicción y competencia

Artículo 66.  Recursos en materia de competencia internacional, jurisdicción, sumisión a 
arbitraje o mediación y competencia objetiva.

1. Contra el auto absteniéndose de conocer por falta de competencia internacional, por 
pertenecer el asunto a tribunal de otro orden jurisdiccional, por haberse sometido el asunto a 
arbitraje o a mediación o por falta de competencia objetiva, cabrá recurso de apelación.

2. Contra el auto por el que se rechace la falta de competencia internacional, de 
jurisdicción o de competencia objetiva, sólo cabrá recurso de reposición, sin perjuicio de 
alegar la falta de esos presupuestos procesales en la apelación contra la sentencia definitiva.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación cuando el auto rechace la 
sumisión del asunto a arbitraje o a mediación.

[ . . . ]
LIBRO III

De la ejecución forzosa y de las medidas cautelares

[ . . . ]
TÍTULO VI

De las medidas cautelares

CAPÍTULO I
De las medidas cautelares: disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 722.  Medidas cautelares en procedimiento arbitral y litigios extranjeros.

Podrá pedir al Tribunal medidas cautelares quien acredite ser parte de convenio arbitral 
con anterioridad a las actuaciones arbitrales. También podrá pedirlas quien acredite ser parte 
de un proceso arbitral pendiente en España; o, en su caso, haber pedido la formalización 
judicial a que se refiere el artículo 15 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje; o 
en el supuesto de un arbitraje institucional, haber presentado la debida solicitud o encargo a 
la institución correspondiente según su Reglamento.

Sin perjuicio de las reglas especiales previstas en los Tratados y Convenios o en las 
normas comunitarias que sean de aplicación, también se podrá solicitar de un Tribunal 
español por quien acredite ser parte de un proceso jurisdiccional o arbitral que se siga en un 
país extranjero la adopción de medidas cautelares si se dan los presupuestos legalmente 
previstos salvo en los casos en que para conocer del asunto principal fuesen exclusivamente 
competentes los Tribunales españoles.

Artículo 723.  Competencia.
1. Será tribunal competente para conocer de las solicitudes sobre medidas cautelares el 

que esté conociendo del asunto en primera instancia o, si el proceso no se hubiese iniciado, 
el que sea competente para conocer de la demanda principal.

2. Para conocer de las solicitudes relativas a medidas cautelares que se formulen 
durante la sustanciación de la segunda instancia o de un recurso de casación, será 
competente el tribunal que conozca de la segunda instancia o de dicho recurso.
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Artículo 724.  Competencia en casos especiales.
Cuando las medidas cautelares se soliciten estando pendiente un proceso arbitral o la 

formalización judicial del arbitraje, será tribunal competente el del lugar en que el laudo deba 
ser ejecutado, y, en su defecto, el del lugar donde las medidas deban producir su eficacia.

Lo mismo se observará cuando el proceso se siga ante un tribunal extranjero, salvo lo 
que prevean los Tratados.

Artículo 725.  Examen de oficio de la competencia. Medidas cautelares en prevención.
1. Cuando las medidas cautelares se soliciten con anterioridad a la demanda, no se 

admitirá declinatoria fundada en falta de competencia territorial, pero el tribunal examinará 
de oficio su jurisdicción, su competencia objetiva y la territorial. Si considerara que carece de 
jurisdicción o de competencia objetiva, previa audiencia del Ministerio Fiscal y del solicitante 
de las medidas cautelares, dictará auto absteniéndose de conocer y remitiendo a las partes 
a que usen de su derecho ante quien corresponda si la abstención no se fundara en la falta 
de jurisdicción de los tribunales españoles. Lo mismo se acordará cuando la competencia 
territorial del tribunal no pueda fundarse en ninguno de los fueros legales, imperativos o no, 
que resulten aplicables en atención a lo que el solicitante pretenda reclamar en el juicio 
principal. No obstante, cuando el fuero legal aplicable sea dispositivo, el tribunal no declinará 
su competencia si las partes se hubieran sometido expresamente a su jurisdicción para el 
asunto principal.

2. En los casos a que se refiere el apartado anterior, si el tribunal se considerara 
territorialmente incompetente, podrá, no obstante, cuando las circunstancias del caso lo 
aconsejaren, ordenar en prevención aquellas medidas cautelares que resulten más urgentes, 
remitiendo posteriormente los autos al tribunal que resulte competente.

Artículo 726.  Características de las medidas cautelares.
1. El tribunal podrá acordar como medida cautelar, respecto de los bienes y derechos del 

demandado, cualquier actuación, directa o indirecta, que reúna las siguientes características:
1.ª Ser exclusivamente conducente a hacer posible la efectividad de la tutela judicial que 

pudiere otorgarse en una eventual sentencia estimatoria, de modo que no pueda verse 
impedida o dificultada por situaciones producidas durante la pendencia del proceso 
correspondiente.

2.ª No ser susceptible de sustitución por otra medida igualmente eficaz, a los efectos del 
apartado precedente, pero menos gravosa o perjudicial para el demandado.

2. Con el carácter temporal, provisional, condicionado y susceptible de modificación y 
alzamiento previsto en esta Ley para las medidas cautelares, el tribunal podrá acordar como 
tales las que consistan en órdenes y prohibiciones de contenido similar a lo que se pretenda 
en el proceso, sin prejuzgar la sentencia que en definitiva se dicte.

Artículo 727.  Medidas cautelares específicas.
Conforme a lo establecido en el artículo anterior, podrán acordarse, entre otras, las 

siguientes medidas cautelares:
1.ª El embargo preventivo de bienes, para asegurar la ejecución de sentencias de 

condena a la entrega de cantidades de dinero o de frutos, rentas y cosas fungibles 
computables a metálico por aplicación de precios ciertos.

Fuera de los casos del párrafo anterior, también será procedente el embargo preventivo 
si resultare medida idónea y no sustituible por otra de igual o superior eficacia y menor 
onerosidad para el demandado.

2.ª La intervención o la administración judiciales de bienes productivos, cuando se 
pretenda sentencia de condena a entregarlos a título de dueño, usufructuario o cualquier otro 
que comporte interés legítimo en mantener o mejorar la productividad o cuando la garantía 
de ésta sea de primordial interés para la efectividad de la condena que pudiere recaer.

3.ª El depósito de cosa mueble, cuando la demanda pretenda la condena a entregarla y 
se encuentre en posesión del demandado.
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4.ª La formación de inventarios de bienes, en las condiciones que el tribunal disponga.
5.ª La anotación preventiva de demanda, o de inicio de un medio de solución de 

controversias, arbitrajes y litigios extranjeros, conforme a lo dispuesto en el artículo 722, 
cuando éstos se refieran a bienes o derechos susceptibles de inscripción en Registros 
públicos.

6.ª Otras anotaciones registrales, en casos en que la publicidad registral sea útil para el 
buen fin de la ejecución.

7.ª La orden judicial de cesar provisionalmente en una actividad; la de abstenerse 
temporalmente de llevar a cabo una conducta; o la prohibición temporal de interrumpir o de 
cesar en la realización de una prestación que viniera llevándose a cabo.

8.ª La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se 
considere ilícita y cuya prohibición o cesación se pretenda en la demanda, así como la 
consignación o depósito de las cantidades que se reclamen en concepto de remuneración de 
la propiedad intelectual.

9.ª El depósito temporal de ejemplares de las obras u objetos que se reputen producidos 
con infracción de las normas sobre propiedad intelectual e industrial, así como el depósito 
del material empleado para su producción.

10.ª La suspensión de acuerdos sociales impugnados, cuando el demandante o 
demandantes representen, al menos, el 1 o el 5 por 100 del capital social, según que la 
sociedad demandada hubiere o no emitido valores que, en el momento de la impugnación, 
estuvieren admitidos a negociación en mercado secundario oficial.

11.ª Aquellas otras medidas que, para la protección de ciertos derechos, prevean 
expresamente las leyes, o que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la 
tutela judicial que pudiere otorgarse en la sentencia estimatoria que recayere en el juicio.

[ . . . ]
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§ 4

Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 309, de 26 de diciembre de 2003

Última modificación: 6 de octubre de 2015
Referencia: BOE-A-2003-23646

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
España se ha mostrado siempre sensible a los requerimientos de armonización del 

régimen jurídico del arbitraje, en particular del comercial internacional, para favorecer la 
difusión de su práctica y promover la unidad de criterios en su aplicación, en la convicción de 
que una mayor uniformidad en las leyes reguladoras del arbitraje ha de propiciar su mayor 
eficacia como medio de solución de controversias.

La Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, es tributaria de esta vocación, ya antes 
manifestada explícitamente en el Real Decreto 1094/1981, de 22 de mayo, que abrió las 
puertas al arbitraje comercial internacional, teniendo en cuenta que "el incremento de las 
relaciones comerciales internacionales, en particular en el área iberoamericana, y la 
inexistencia de adecuados servicios de arbitraje comercial internacional en nuestro país 
determina que la utilización de la técnica arbitral por empresarios y comerciantes de la citada 
área se efectúe con referencia a instituciones de otro contexto cultural idiomático, con el 
efecto negativo que ello representa para España y la pérdida que para nuestro país significa 
la ruptura de las vinculaciones con los citados países en materia de tan creciente interés 
común".

Esta ley prolonga esa sensibilidad, esa vocación y esa práctica, pero con la pretensión 
de producir un salto cualitativo. Así, su principal criterio inspirador es el de basar el régimen 
jurídico español del arbitraje en la Ley Modelo elaborada por la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, de 21 de junio de 1985 (Ley Modelo de 
CNUDMI/UNCITRAL), recomendada por la Asamblea General en su Resolución 40/72, de 11 
de diciembre de 1985, "teniendo en cuenta las exigencias de la uniformidad del derecho 
procesal arbitral y las necesidades de la práctica del arbitraje comercial internacional". El 
legislador español sigue la recomendación de las Naciones Unidas, acoge como base la Ley 

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

– 28 –



Modelo y, además, toma en consideración los sucesivos trabajos emprendidos por aquella 
Comisión con el propósito de incorporar los avances técnicos y atender a las nuevas 
necesidades de la práctica arbitral, particularmente en materia de requisitos del convenio 
arbitral y de adopción de medidas cautelares.

La Ley Modelo responde a un sutil compromiso entre las tradiciones jurídicas europeo-
continental y anglosajona producto de un cuidado estudio del derecho comparado. Su 
redacción no responde, por ello, plenamente a los cánones tradicionales de nuestro 
ordenamiento, pero facilita su difusión entre operadores pertenecientes a áreas económicas 
con las que España mantiene activas y crecientes relaciones comerciales. Los agentes 
económicos de dichas áreas adquirirán, por tanto, mayor certidumbre sobre el contenido del 
régimen jurídico del arbitraje en España, lo que facilitará y aun impulsará que se pacten 
convenios arbitrales en los que se establezca nuestro país como lugar del arbitraje. La Ley 
Modelo resulta más asequible a los operadores económicos del comercio internacional, 
habituados a una mayor flexibilidad y adaptabilidad de las normas a las peculiaridades de 
casos concretos surgidos en escenarios muy diversos.

La nueva ley se dicta con conciencia de los innegables avances que su precedente, la 
Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, supuso para la regulación y modernización del 
régimen de esta institución en nuestro ordenamiento jurídico. Durante su vigencia se ha 
producido una notable expansión del arbitraje en nuestro país; ha aumentado en gran 
medida el tipo y el número de relaciones jurídicas, sobre todo contractuales, para las que las 
partes pactan convenios arbitrales; se ha asentado el arbitraje institucional; se han 
consolidado prácticas uniformes, sobre todo en arbitrajes internacionales; se ha generado un 
cuerpo de doctrina estimable; y se ha normalizado la utilización de los procedimientos 
judiciales de apoyo y control del arbitraje.

Sin embargo, las consideraciones hechas anteriormente revelan que, partiendo del 
acervo descrito, resulta necesario impulsar otro nuevo e importante avance en la regulación 
de la institución mediante la señalada incorporación de nuestro país al elenco creciente de 
Estados que han adoptado la Ley Modelo. Además, el tiempo transcurrido desde la entrada 
en vigor de la Ley 36/1988 ha permitido detectar en ella lagunas e imperfecciones. El 
arbitraje es una institución que, sobre todo en su vertiente comercial internacional, ha de 
evolucionar al mismo ritmo que el tráfico jurídico, so pena de quedarse desfasada. La 
legislación interna de un país en materia de arbitraje ha de ofrecer ventajas o incentivos a las 
personas físicas y jurídicas para que opten por esta vía de resolución de conflictos y porque 
el arbitraje se desarrolle en el territorio de ese Estado y con arreglo a sus normas. Por 
consiguiente, tanto las necesidades de mejora y seguimiento de la evolución del arbitraje 
como la acomodación a la Ley Modelo hacen necesaria la promulgación de esta ley.

II
La nueva regulación se sistematiza en nueve títulos.
El título I contiene las disposiciones generales sobre arbitraje.
El artículo 1 determina el ámbito de aplicación de la ley sobre la base de los siguientes 

criterios:
En primer lugar, se dejan a salvo, como no podía ser de otro modo, las disposiciones 

contenidas en convenios internacionales de los que España sea parte.
En segundo lugar, en lo que respecta a la contraposición entre arbitraje ordinario y 

arbitrajes especiales, esta ley pretende ser una ley general, aplicable, por tanto, 
íntegramente a todos los arbitrajes que no tengan una regulación especial; pero también 
supletoriamente a los arbitrajes que la tengan, salvo en lo que sus especialidades se 
opongan a lo previsto en esta ley o salvo que alguna norma legal disponga expresamente su 
inaplicabilidad.

En tercer lugar, en lo que respecta a la contraposición entre arbitraje interno y arbitraje 
internacional, esta ley opta claramente por una regulación unitaria de ambos. Dentro de lo 
que se ha dado en llamar la alternativa entre dualismo (que el arbitraje internacional sea 
regulado totalmente o en gran medida por preceptos distintos que el arbitraje interno) y 
monismo (que, salvo contadas excepciones, los mismos preceptos se apliquen por igual al 
arbitraje interno e internacional), la ley sigue el sistema monista. Son pocas y muy 
justificadas las normas en que el arbitraje internacional requiere una regulación distinta de la 
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del arbitraje interno. Aun con la conciencia de que el arbitraje internacional responde en 
muchas ocasiones a exigencias distintas, esta ley parte de la base -corroborada por la 
tendencia actual en la materia- de que una buena regulación del arbitraje internacional ha de 
serlo también para el arbitraje interno, y viceversa. La Ley Modelo, dado que se gesta en el 
seno de la CNUDMI/UNCITRAL, está concebida específicamente para el arbitraje comercial 
internacional ; pero su inspiración y soluciones son perfectamente válidas, en la inmensa 
mayoría de los casos, para el arbitraje interno. Esta ley sigue en este aspecto el ejemplo de 
otras recientes legislaciones extranjeras, que han estimado que la Ley Modelo no sólo 
resulta adecuada para el arbitraje comercial internacional, sino para el arbitraje en general.

En cuarto lugar, la delimitación del ámbito de aplicación de la ley es territorial. No 
obstante, hay determinados preceptos, relativos a ciertos casos de intervención judicial, que 
deben aplicarse también a aquellos arbitrajes que se desarrollen o se hayan desarrollado en 
el extranjero. El criterio, en todo caso, es también territorial, puesto que se trata de normas 
procesales que han de ser aplicadas por nuestros tribunales.

El artículo 2 regula las materias objeto de arbitraje sobre la base del criterio de la libre 
disposición, como hacía la Ley 36/1988. Sin embargo, se reputa innecesario que esta ley 
contenga ningún elenco, siquiera ejemplificativo, de materias que no son de libre disposición. 
Basta con establecer que la arbitrabilidad de una controversia coincide con la disponibilidad 
de su objeto para las partes. En principio, son cuestiones arbitrables las cuestiones 
disponibles. Es concebible que por razones de política jurídica haya o pueda haber 
cuestiones que sean disponibles para las partes y respecto de las que se quiera excluir o 
limitar su carácter arbitrable. Pero ello excede del ámbito de una regulación general del 
arbitraje y puede ser objeto, en su caso, de disposiciones específicas en otros textos legales.

Respecto de las materias objeto de arbitraje se introduce también la regla, para el 
arbitraje internacional, de que los Estados y entes dependientes de ellos no puedan hacer 
valer las prerrogativas de su ordenamiento jurídico. Se pretende con ello que, a estos 
efectos, el Estado sea tratado exactamente igual que un particular.

El artículo 3 regula la determinación del carácter internacional del arbitraje, que resulta 
relevante para la aplicación de aquellos artículos que contienen reglas especiales para los 
arbitrajes internacionales que se desarrollen en nuestro territorio. Así, se establece por 
primera vez en nuestro ordenamiento en qué casos un arbitraje es internacional; lo que debe 
facilitar la interpretación y aplicación de esta ley en el contexto del tráfico jurídico 
internacional. Además, debe tenerse en cuenta que existen convenios internacionales cuya 
aplicación exige una definición previa del arbitraje internacional. La determinación del 
carácter internacional del arbitraje sigue sustancialmente los criterios de la Ley Modelo. A 
éstos resulta conveniente añadir otro: que la relación jurídica de la que dimana la 
controversia afecte a los intereses del comercio internacional. Se trata de un criterio 
ampliamente desarrollado en otros ordenamientos, con el que se pretende dar cabida a 
supuestos en que, aunque no concurran los elementos anteriormente establecidos por la ley, 
resulte indudable su carácter internacional a la luz de las circunstancias del caso. Por otra 
parte, la ley evita la confusión que la pluralidad de domicilios de una persona, admitida en 
otros ordenamientos, podría causar a la hora de determinar si un arbitraje es internacional o 
no.

El artículo 4 contiene una serie de reglas de interpretación, entre las que tienen especial 
relevancia las que dotan de contenido a las normas legales dispositivas de esta ley mediante 
la remisión, por voluntad de las partes, a la de una institución arbitral o al contenido de un 
reglamento arbitral. Así, esta ley parte en la mayoría de sus reglas de que debe primar la 
autonomía de la voluntad de las partes. Mas esa voluntad se entiende integrada por las 
decisiones que pueda adoptar, en su caso, la institución administradora del arbitraje, en 
virtud de sus normas, o las que puedan adoptar los árbitros, en virtud del reglamento arbitral 
al que las partes se hayan sometido. Se produce, por tanto, una suerte de integración del 
contenido del contrato de arbitraje o convenio arbitral, que, por mor de esta disposición, pasa 
a ser en tales casos un contrato normativo. De este modo, la autonomía privada en materia 
de arbitraje se puede manifestar tanto directamente, a través de declaraciones de voluntad 
de las partes, como indirectamente, mediante la declaración de voluntad de que el arbitraje 
sea administrado por una institución arbitral o se rija por un reglamento arbitral. En este 
sentido, la expresión institución arbitral hace referencia a cualquier entidad, centro u 
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organización de las características previstas que tenga un reglamento de arbitraje y, 
conforme a él, se dedique a la administración de arbitrajes. Pero se precisa que las partes 
pueden someterse a un concreto reglamento sin encomendar la administración del arbitraje 
a una institución, en cuyo caso el reglamento arbitral también integra la voluntad de las 
partes.

El artículo 5 establece las reglas sobre notificaciones, comunicaciones y cómputo de 
plazos, que se aplican tanto a las actuaciones tendentes a poner en marcha el arbitraje 
como al conjunto de su tramitación. Se regulan la forma, el lugar y el tiempo de las 
notificaciones y comunicaciones. Respecto del cómputo de los plazos por días, se dispone 
que se trata de días naturales. Esta regla no es aplicable en el seno de los procedimientos 
judiciales de apoyo o control del arbitraje, en que rigen las normas procesales, pero sí a los 
plazos establecidos, en su caso, para la iniciación de dichos procedimientos, como, por 
ejemplo, el ejercicio de la acción de anulación del laudo.

El artículo 6 contiene una disposición sobre renuncia tácita a las facultades de 
impugnación, directamente inspirada -como tantas otras- en la Ley Modelo, que obliga a las 
partes en el arbitraje a la denuncia tempestiva e inmediata de las violaciones de normas 
dispositivas, esto es, aplicables en defecto de voluntad de las partes.

El artículo 7, sobre intervención judicial en el arbitraje, es un corolario del denominado 
efecto negativo del convenio arbitral, que impide a los tribunales conocer de las 
controversias sometidas a arbitraje. De este modo, la intervención judicial en los asuntos 
sometidos a arbitraje ha de limitarse a los procedimientos de apoyo y control, expresamente 
previstos por la ley.

El artículo 8 contiene, directamente o por remisión, las normas de competencia objetiva y 
territorial para el conocimiento de todos los procedimientos de apoyo y control del arbitraje, 
incluso de aquellos que no se encuentran regulados en esta ley, sino en la de Enjuiciamiento 
Civil. Para el exequátur de laudos extranjeros se atribuye competencia a las Audiencias 
Provinciales, en vez de -como hasta ahora- a la Sala Primera del Tribunal Supremo, con la 
finalidad de descargar a ésta y ganar celeridad.

III
El título II regula los requisitos y efectos del convenio arbitral, sin perjuicio de la 

aplicación de las normas generales sobre contratos en todo lo no específicamente previsto 
en esta ley. En líneas generales, la ley trata de perfeccionar la legislación anterior, 
precisando algunos puntos que se habían revelado problemáticos.

Han de destacarse algunas novedades introducidas respecto de los requisitos de forma 
del convenio arbitral.

La ley refuerza el criterio antiformalista. Así, aunque se mantiene la exigencia de que el 
convenio conste por escrito y se contemplan las diversas modalidades de constancia escrita, 
se extiende el cumplimiento de este requisito a los convenios arbitrales pactados en soportes 
que dejen constancia, no necesariamente escrita, de su contenido y que permitan su 
consulta posterior. Se da así cabida y se reconoce la validez al uso de nuevos medios de 
comunicación y nuevas tecnologías. Se consagra también la validez de la llamada cláusula 
arbitral por referencia, es decir, la que no consta en el documento contractual principal, sino 
en un documento separado, pero se entiende incorporada al contenido del primero por la 
referencia que en él se hace al segundo. Asimismo, la voluntad de las partes sobre la 
existencia del convenio arbitral se superpone a sus requisitos de forma. En lo que respecta a 
la ley aplicable al convenio arbitral, se opta por una solución inspirada en un principio de 
conservación o criterio más favorable a la validez del convenio arbitral. De este modo, basta 
que el convenio arbitral sea válido con arreglo a cualquiera de los tres regímenes jurídicos 
señalados en el apartado 6 del artículo 9: las normas elegidas por las partes, las aplicables 
al fondo de la controversia o el derecho español.

La ley mantiene los llamados efectos positivo y negativo del convenio arbitral. Respecto 
de este último, se mantiene la regla de que debe ser hecho valer por las partes y 
específicamente por el demandado a través de la declinatoria. Además, se precisa que la 
pendencia de un proceso judicial en el que se haya interpuesto declinatoria no impide que el 
procedimiento arbitral se inicie o prosiga; de modo que la incoación de un proceso judicial no 
puede ser sin más utilizada con la finalidad de bloquear o dificultar el arbitraje. Y se aclara 
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que la solicitud de medidas cautelares a un tribunal no supone en modo alguno renuncia 
tácita al arbitraje; aunque tampoco hace actuar sin más el efecto negativo del convenio 
arbitral. Con ello se despeja cualquier duda que pudiere subsistir acerca de la posibilidad de 
que se acuerden judicialmente medidas cautelares respecto de una controversia sometida a 
arbitraje, aun antes de que el procedimiento arbitral haya comenzado. Esta posibilidad es 
indudable a la luz de la Ley de Enjuiciamiento Civil, pero es importante que se recoja 
también en la legislación de arbitraje. Además, da cobertura a una eventual solicitud de 
medidas cautelares ante un tribunal extranjero respecto de un arbitraje regido por la ley 
española.

IV
El título III se dedica a la regulación de la figura del árbitro o árbitros. La ley prefiere las 

expresiones árbitro o árbitros a la de tribunal arbitral, que puede causar confusión con los 
tribunales judiciales. Además, en la mayor parte de los preceptos la referencia a los árbitros 
incluye tanto los supuestos en que hay un colegio arbitral como aquellos en los que el árbitro 
es único.

La ley opta por establecer que a falta de acuerdo de las partes se designará un solo 
árbitro. Es ésta una opción guiada por razones de economía. En cuanto a la capacidad para 
ser árbitro, se opta por el criterio de la mayor libertad de las partes, como es hoy la regla 
general en los países más avanzados en materia de arbitraje: nada impone la ley, salvo que 
se trate de personas naturales con capacidad de obrar plena. Serán las partes directamente 
o las instituciones arbitrales las que con total libertad y sin restricciones -no adecuadas a la 
realidad del arbitraje- designen a los árbitros. Sólo para los casos en que resulte necesario 
suplir la voluntad de las partes, la ley prevé y regula las situaciones que pueden presentarse 
en la designación de los árbitros, para evitar la paralización del arbitraje. En estos casos es 
necesaria la actuación judicial, si bien se pretende, de un lado, que el procedimiento judicial 
pueda ser rápido y, de otro, dar criterios al Juez de Primera Instancia para realizar la 
designación. Muestras de lo primero son la remisión al juicio verbal y la no recurribilidad 
separada de las resoluciones interlocutorias que el Juzgado dicte en este procedimiento, así 
como de la que proceda a la designación. Muestra de lo segundo es la regla acerca de la 
conveniencia de que en los arbitrajes internacionales el árbitro único o el tercer árbitro sea 
de nacionalidad diferente a la de las partes. Debe destacarse, además, que el juez no está 
llamado en este procedimiento a realizar, ni de oficio ni a instancia de parte, un control de 
validez del convenio arbitral o una verificación de la arbitrabilidad de la controversia, lo que, 
de permitirse, ralentizaría indebidamente la designación y vaciaría de contenido la regla de 
que son los árbitros los llamados a pronunciarse, en primer término, sobre su propia 
competencia. Por ello, el juez sólo debe desestimar la petición de nombramiento de árbitros 
en el caso excepcional de inexistencia de convenio arbitral, esto es, cuando prima facie 
pueda estimar que realmente no existe un convenio arbitral; pero el juez no está llamado en 
este procedimiento a realizar un control de los requisitos de validez del convenio.

Se establece el deber de todos los árbitros, al margen de quien los haya designado, de 
guardar la debida imparcialidad e independencia frente a las partes en el arbitraje. Garantía 
de ello es su deber de revelar a las partes cualquier hecho o circunstancia susceptible de 
poner en duda su imparcialidad o independencia. Se elimina el reenvío a los motivos de 
abstención y recusación de jueces y magistrados, por considerar que no siempre son 
adecuados en materia de arbitraje ni cubren todos los supuestos, y se prefiere una cláusula 
general. Respecto del procedimiento de recusación, la premisa es una vez más la libertad de 
las partes, ya sea por acuerdo directo o por remisión a un reglamento arbitral. En su defecto, 
se establece que sean el árbitro o los árbitros quienes decidan sobre la recusación, sin 
perjuicio de poder hacer valer los motivos de recusación como causa de anulación del laudo. 
La posibilidad de acudir directamente a los tribunales frente a la decisión desestimatoria de 
la recusación tendría, sin duda, la ventaja de una certidumbre preliminar sobre la 
imparcialidad, pero se prestaría a una utilización dilatoria de esta facultad. Se estima que 
serán mucho menos frecuentes los supuestos en que una recusación será indebidamente 
desestimada y dará lugar a la nulidad de todo el procedimiento arbitral que los casos en que 
se formularían pretensiones inmediatas ante la autoridad judicial con la finalidad de dilatar el 
procedimiento.
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La ley se ocupa igualmente de otros supuestos que pueden conducir al cese de alguno 
de los árbitros en sus funciones y al nombramiento de sustituto. Se prevé la posibilidad de 
que en tales casos haya que repetir actuaciones ya practicadas, pero no se obliga a ello.

V
El título IV se dedica a la importante cuestión de la competencia de los árbitros.
El artículo 22 establece la regla, capital para el arbitraje, de que los árbitros tienen 

potestad para decidir sobre su competencia. Es la regla que la doctrina ha bautizado con la 
expresión alemana Kompetenz-Kompetenz y que la Ley de 1988 ya consagraba en términos 
menos precisos. Esta regla abarca lo que se conoce como separabilidad del convenio 
arbitral respecto del contrato principal, en el sentido de que la validez del convenio arbitral no 
depende de la del contrato principal y que los árbitros tienen competencia para juzgar incluso 
sobre la validez del convenio arbitral. Además, bajo el término genérico de competencia han 
de entenderse incluidas no sólo las cuestiones que estrictamente son tales, sino 
cualesquiera cuestiones que puedan obstar a un pronunciamiento de fondo sobre la 
controversia (salvo las relativas a las personas de los árbitros, que tienen su tratamiento 
propio). La ley establece la carga de que las cuestiones relativas a la competencia de los 
árbitros sean planteadas a limine. Ha de resaltarse que el hecho de que una de las partes 
colabore activamente en la designación de los árbitros no supone ningún tipo de renuncia 
tácita a hacer valer la incompetencia objetiva de éstos. Es una lógica consecuencia de la 
regla de Kompetenz-Kompetenz: si son los árbitros los que han de decidir sobre su propia 
competencia, la parte está simplemente contribuyendo a designar a quien o a quienes 
podrán decidir sobre dicha competencia. Lo contrario abocaría a la parte a una situación 
absurda: debería permanecer pasiva durante la designación de los árbitros para poder luego 
alegar su falta de competencia sobre la controversia. La regla de la alegación previa de las 
cuestiones atinentes a la competencia de los árbitros tiene una razonable modulación en los 
casos en que la alegación tardía está, a juicio de los árbitros, justificada, en la medida en 
que la parte no pudo realizar esa alegación con anterioridad y que su actitud durante el 
procedimiento no puede ser interpretada como una aceptación de la competencia de los 
árbitros. Queda a la apreciación de los árbitros la conveniencia de que las cuestiones 
relativas a su competencia sean resueltas con carácter previo o junto con las cuestiones de 
fondo. La ley parte de la base de que los árbitros pueden dictar tantos laudos como 
consideren necesarios, ya sea para resolver cuestiones procesales o de fondo; o dictar un 
solo laudo resolviendo todas ellas.

El artículo 23 incorpora una de las principales novedades de la ley: la potestad de los 
árbitros para adoptar medidas cautelares. Dicha potestad puede ser excluida por las partes, 
directamente o por remisión a un reglamento arbitral; pero en otro caso se considera que la 
aceptan. La ley ha considerado preferible no entrar a determinar el ámbito de esta potestad 
cautelar. Obviamente, los árbitros carecen de potestad ejecutiva, por lo que para la ejecución 
de las medidas cautelares será necesario recurrir a la autoridad judicial, en los mismos 
términos que si de un laudo sobre el fondo se tratara.

Sin embargo, si dentro de la actividad cautelar cabe distinguir entre una vertiente 
declarativa y otra ejecutiva, esta ley les reconoce a los árbitros la primera, salvo acuerdo en 
contrario de las partes. Esta norma no deroga ni restringe la posibilidad, prevista en los 
artículos 8 y 11 de esta ley y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de que la parte interesada 
inste de la autoridad judicial la adopción de medidas cautelares. Las potestades arbitral y 
judicial en materia cautelar son alternativas y concurrentes, sin perjuicio del juego del 
principio de buena fe procesal.

VI
El título V regula las actuaciones arbitrales. La ley vuelve a partir del principio de 

autonomía de la voluntad y establece como únicos límites al mismo y a la actuación de los 
árbitros el derecho de defensa de las partes y el principio de igualdad, que se erigen en 
valores fundamentales del arbitraje como proceso que es. Garantizado el respeto a estas 
normas básicas, las reglas que sobre el procedimiento arbitral se establecen son dispositivas 
y resultan, por tanto, aplicables sólo si las partes nada han acordado directamente o por su 
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aceptación de un arbitraje institucional o de un reglamento arbitral. De este modo, las 
opciones de política jurídica que subyacen a estos preceptos quedan subordinadas siempre 
a la voluntad de las partes.

En lo que respecta al lugar del arbitraje, hay que destacar que se permite la celebración 
de audiencias y de deliberaciones en sede distinta de la del arbitraje. La determinación del 
lugar o sede del arbitraje es jurídicamente relevante en muchos aspectos, pero su fijación no 
debe suponer rigidez para el desarrollo del procedimiento.

El inicio del arbitraje se fija en el momento en que una parte recibe el requerimiento de la 
otra de someter la controversia a decisión arbitral. Parece lógico que los efectos jurídicos 
propios del inicio del arbitraje se produzcan ya en ese momento, incluso aunque no esté 
perfectamente delimitado el objeto de la controversia. Las soluciones alternativas permitirían 
actuaciones tendentes a dificultar el procedimiento.

La determinación del idioma o idiomas del arbitraje corresponde lógicamente a las partes 
y, en su defecto, a los árbitros. No obstante, salvo que alguna de las partes se oponga, se 
permite que se aporten documentos o se practiquen actuaciones en idioma no oficial del 
arbitraje sin necesidad de traducción. Con ello se consagra una regla práctica muy 
extendida, que admite la aportación de documentos o declaraciones en otro idioma.

En el arbitraje no se reproducen necesariamente siempre las posiciones procesales 
activa y pasiva de un proceso judicial; o no en los mismos términos. Al fin y al cabo, la 
determinación del objeto de la controversia, siempre dentro del ámbito del convenio arbitral, 
se produce de forma progresiva. Sin embargo, la práctica arbitral demuestra que quien inicia 
el arbitraje formula en todo caso una pretensión frente a la parte o partes contrarias y se 
convierte, por tanto, en actor; y ello sin perjuicio de que el demandado pueda reconvenir. 
Parece, por tanto, razonable que, sin perjuicio de la libertad de las partes, el procedimiento 
arbitral se estructure sobre la base de una dualidad de posiciones entre demandante y 
demandado. Esta conveniencia, sin embargo, debe ser flexibilizada a la hora de configurar 
los requisitos de los actos de las partes en defensa de sus respectivas posiciones. De este 
modo, no se establecen propiamente requisitos de forma y contenido de los escritos de 
alegaciones de las partes. La función de la demanda y de la contestación a que se refiere el 
artículo 29 no es sino la de ilustrar a los árbitros sobre el objeto de la controversia, sin 
perjuicio de alegaciones ulteriores. No entran aquí en juego las reglas propias de los 
procesos judiciales en cuanto a requisitos de demanda y contestación, documentos a 
acompañar o preclusión. El procedimiento arbitral, incluso en defecto de acuerdo de las 
partes, se configura con gran flexibilidad, acorde con las exigencias de la institución.

Esa flexibilidad se da también en el desarrollo ulterior del procedimiento. Cabe que el 
procedimiento sea en ciertos casos predominantemente escrito, si las circunstancias del 
caso no exigen la celebración de audiencias. Sin embargo, la regla es la celebración de 
audiencias para la práctica de pruebas. La ley trata de evitar, además, que la inactividad de 
las partes pueda paralizar el arbitraje o comprometer la validez del laudo.

La fase probatoria del arbitraje está también presidida por la máxima libertad de las 
partes y de los árbitros -siempre que se respeten el derecho de defensa y el principio de 
igualdad- y por la máxima flexibilidad. La ley establece únicamente normas sobre la prueba 
pericial, de singular importancia en el arbitraje contemporáneo, aplicables en defecto de 
voluntad de las partes. Estas normas están encaminadas a permitir tanto los dictámenes 
emitidos por peritos designados directamente por las partes como los emitidos por peritos 
designados, de oficio o a instancia de parte, por los árbitros, y a garantizar la debida 
contradicción respecto de la pericia.

Se regula igualmente la asistencia judicial para la práctica de pruebas, que es una de las 
tradicionales funciones de apoyo judicial al arbitraje. La asistencia no tiene que consistir 
necesariamente en que el tribunal practique determinadas pruebas; en ciertos casos, bastará 
con otras medidas que permitan a los árbitros practicarlas por sí mismos, como, por ejemplo, 
medidas de aseguramiento o requerimientos de exhibición de documentos.

VII
El título VI se dedica al laudo y a otras posibles formas de terminación del procedimiento 

arbitral. El artículo 34 regula la importante cuestión de qué normas han de aplicarse a la 
resolución del fondo de la controversia, sobre la base de los siguientes criterios: 1.º) La 
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premisa es, una vez más, como en la Ley de 1988, la libertad de las partes. 2.º) Se invierte 
la regla que la ley de 1988 contenía a favor del arbitraje de equidad. La preferencia por el 
arbitraje de derecho en defecto de acuerdo de las partes es la orientación más generalizada 
en el panorama comparado. Resulta, además, muy discutible que la voluntad de las partes 
de someterse a arbitraje, sin más especificaciones, pueda presumirse que incluya la de que 
la controversia sea resuelta en equidad y no sobre la base de los mismos criterios jurídicos 
que si hubiere de resolver un tribunal. El arbitraje de equidad queda limitado a los casos en 
que las partes lo hayan pactado expresamente, ya sea a través de una remisión literal a la 
"equidad", o a términos similares como decisión "en conciencia", "ex aequo et bono", o que 
el árbitro actuará como "amigable componedor". No obstante, si las partes autorizan la 
decisión en equidad y al tiempo señalan normas jurídicas aplicables, los árbitros no pueden 
ignorar esta última indicación. 3.º) Siguiendo la orientación de los ordenamientos más 
avanzados, se suprime la exigencia de que el derecho aplicable deba tener relación con la 
relación jurídica o con la controversia, ya que se trata de un requisito de difusos contornos y 
difícil control. 4.º) La ley prefiere la expresión "normas jurídicas aplicables" a la de "derecho 
aplicable", en la medida en que esta última parece englobar la exigencia de remisión a un 
concreto ordenamiento jurídico de un Estado, cuando en algunos casos lo que ha de 
aplicarse son normas de varios ordenamientos o reglas comunes del comercio internacional. 
5.º) La ley no sujeta a los árbitros a un sistema de reglas de conflicto.

En la adopción de decisiones, cuando se trata de un colegio arbitral, y sin perjuicio de las 
reglas que directa o indirectamente puedan fijar las partes, se mantiene la lógica regla de la 
mayoría y la de que a falta de decisión mayoritaria decide el presidente. Se introduce la 
norma que permite habilitar al presidente para decidir cuestiones de procedimiento, 
entendiéndose por tales, a estos efectos, no cualesquiera cuestiones distintas al fondo de la 
controversia, sino, más limitadamente, las relativas a la mera tramitación o impulso 
procesales.

Se prevé la posibilidad de que los árbitros dicten un laudo sobre la base del contenido de 
un previo acuerdo alcanzado por las partes. Esta previsión, que podría reputarse innecesaria 
-dado que las partes tienen poder de disposición sobre el objeto de la controversia-, no lo es, 
porque a través de su incorporación a un laudo el contenido del acuerdo adquiere la eficacia 
jurídica de aquél. Los árbitros no pueden rechazar esta petición discrecionalmente, sino sólo 
por una causa jurídica fundada. La ley no hace sino dar cobertura legal a algo ya frecuente 
en la práctica y que no merece objeción alguna.

En cuanto al contenido del laudo, ha de destacarse el reconocimiento legal de la 
posibilidad de dictar laudos parciales, que pueden versar sobre alguna parte del fondo de la 
controversia o sobre otras cuestiones, como la competencia de los árbitros o medidas 
cautelares. La ley pretende dar cabida a fórmulas flexibles de resolución de los litigios que 
son comunes en la práctica arbitral. Así, por ejemplo, que primero se decida acerca de si 
existe responsabilidad del demandado y sólo después se decida, si es el caso, la cuantía de 
la condena. El laudo parcial tiene el mismo valor que el laudo definitivo y, respecto de la 
cuestión que resuelve, su contenido es invariable.

Respecto de la forma del laudo, debe destacarse que -análogamente a lo dispuesto para 
el convenio arbitral- la ley permite no sólo que el laudo conste por escrito en soportes 
electrónicos, ópticos o de otro tipo, sino también que no conste en forma escrita, siempre 
que en todo caso quede constancia de su contenido y sea accesible para su ulterior 
consulta. Tanto en la regulación de los requisitos de forma del convenio arbitral como en la 
de los del laudo la ley considera necesario admitir la utilización de cualesquiera tecnologías 
que cumplan los requisitos señalados. Pueden, pues, desarrollarse arbitrajes en que se 
utilicen tan sólo soportes informáticos, electrónicos o digitales, si las partes así lo consideran 
conveniente.

La ley introduce la novedad de que el plazo para emitir el laudo, en defecto de acuerdo 
de las partes, se compute desde la presentación de la contestación o desde la expiración del 
plazo para presentarla. Esta novedad responde a la necesidad de que la celeridad propia del 
arbitraje sea adecuada a las exigencias prácticas. Un plazo de seis meses desde la 
aceptación de los árbitros se ha revelado en no pocos casos de imposible cumplimiento y 
obliga en ocasiones a una tramitación excesivamente rápida o a la omisión de ciertos actos 
de alegación o, sobre todo, de prueba, por la exigencia de cumplir el plazo para dictar el 
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laudo. La ley considera que es igualmente razonable que la prórroga del plazo pueda ser 
acordada por los árbitros directamente y que no necesite el acuerdo de todas las partes. El 
freno a un posible retraso injustificado en la decisión de la controversia se encuentra, entre 
otras causas, en la responsabilidad de los árbitros.

En materia de condena en costas se introducen ciertas precisiones sobre su contenido 
posible.

Se suprime el carácter preceptivo de la protocolización notarial del laudo. Esta exigencia 
es desconocida en prácticamente todas las legislaciones de arbitraje, por lo que se opta por 
no mantenerla, salvo que alguna de las partes lo pida antes de que el laudo se notifique, por 
considerarlo conveniente a sus intereses. El laudo es, por tanto, válido y eficaz aunque no 
haya sido protocolizado, de modo que el plazo para ejercitar la acción de anulación 
transcurre desde su notificación, sin que sea necesario que la protocolización, cuando haya 
sido pedida, preceda a la notificación. Y tampoco la fuerza ejecutiva del laudo se hace 
depender de su protocolización, aunque en el proceso de ejecución, llegado el caso, el 
ejecutado podrá hacer valer por vía de oposición la falta de autenticidad del laudo, supuesto 
que puede presumirse excepcional.

La ley contempla determinadas formas de terminación anormal del procedimiento arbitral 
y da respuesta al problema de la extensión del deber de los árbitros de custodia de las 
actuaciones.

En la regulación de la corrección y aclaración del laudo se modifican los plazos, para 
hacerlos más ade cuados a la realidad, y se distingue en función de que el arbitraje sea 
interno o internacional, dado que en este último caso puede bien suceder que las dificultades 
de deliberación de los árbitros en un mismo lugar sean mayores. Se introduce además la 
figura del complemento del laudo para suplir omisiones.

VIII
El título VII regula la anulación y revisión del laudo. Respecto de la anulación, se evita la 

expresión "recurso", por resultar técnicamente incorrecta. Lo que se inicia con la acción de 
anulación es un proceso de impugnación de la validez del laudo. Se sigue partiendo de la 
base de que los motivos de anulación del laudo han de ser tasados y no han de permitir, 
como regla general, una revisión del fondo de la decisión de los árbitros. El elenco de los 
motivos y su apreciabilidad de oficio o sólo a instancia de parte se inspiran en la Ley Modelo. 
Se amplía el plazo para el ejercicio de la acción de anulación, lo que no ha de perjudicar a la 
parte que haya obtenido pronunciamientos de condena a su favor, porque el laudo, aun 
impugnado, tiene fuerza ejecutiva.

El procedimiento para el ejercicio de la acción de anulación trata de conjugar las 
exigencias de rapidez y de mejor defensa de las partes. Así, tras una demanda y una 
contestación escritas, se siguen los trámites del juicio verbal.

IX
El título VIII se dedica a la ejecución forzosa del laudo. En realidad, la Ley de 

Enjuiciamiento Civil contiene todas las normas, tanto generales como específicas, sobre esta 
materia. Esta ley se ocupa únicamente de la posibilidad de ejecución forzosa del laudo 
durante la pendencia del procedimiento en que se ejercite la acción de anulación. La ley opta 
por atribuir fuerza ejecutiva al laudo aunque sea objeto de impugnación. Ningún sentido 
tendría que la ejecutividad del laudo dependiera de su firmeza en un ordenamiento que 
permite ampliamente la ejecución provisional de sentencias. La ejecutividad del laudo no 
firme se ve matizada por la facultad del ejecutado de obtener la suspensión de la ejecución 
mediante la prestación de caución para responder de lo debido, más las costas y los daños y 
perjuicios derivados de la demora en la ejecución. Se trata de una regulación que trata de 
ponderar los intereses de ejecutante y ejecutado.

X
El título IX regula el exequátur de laudos extranjeros, compuesto por un único precepto 

en el que, además de mantenerse la definición de laudo extranjero como aquel que no ha 
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sido dictado en España, se hace un reenvío a los convenios internacionales en los que 
España sea parte y, sobre todo, al Convenio de Nueva York de 1958. Dado que España no 
ha formulado reserva alguna a este convenio, resulta aplicable con independencia de la 
naturaleza comercial o no de la controversia y de si el laudo ha sido o no dictado en un 
Estado parte en el convenio. Esto significa que el ámbito de aplicación del Convenio de 
Nueva York en España hace innecesario un régimen legal interno de exequátur de laudos 
extranjeros, sin perjuicio de lo que pudieran disponer otros convenios internacionales más 
favorables.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley se aplicará a los arbitrajes cuyo lugar se halle dentro del territorio español, 

sean de carácter interno o internacional, sin perjuicio de lo establecido en tratados de los que 
España sea parte o en leyes que contengan disposiciones especiales sobre arbitraje.

2. Las normas contenidas en los apartados 3, 4 y 6 del artículo 8, en el artículo 9, 
excepto el apartado 2, en los artículos 11 y 23 y en los títulos VIII y IX de esta ley se 
aplicarán aun cuando el lugar del arbitraje se encuentre fuera de España.

3. Esta ley será de aplicación supletoria a los arbitrajes previstos en otras leyes.
4. Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley los arbitrajes laborales.

Artículo 2.  Materias objeto de arbitraje.
1. Son susceptibles de arbitraje las controversias sobre materias de libre disposición 

conforme a derecho.
2. Cuando el arbitraje sea internacional y una de las partes sea un Estado o una 

sociedad, organización o empresa controlada por un Estado, esa parte no podrá invocar las 
prerrogativas de su propio derecho para sustraerse a las obligaciones dimanantes del 
convenio arbitral.

Artículo 3.  Arbitraje internacional.
1. El arbitraje tendrá carácter internacional cuando en él concurra alguna de las 

siguientes circunstancias:
a) Que, en el momento de celebración del convenio arbitral, las partes tengan sus 

domicilios en Estados diferentes.
b) Que el lugar del arbitraje, determinado en el convenio arbitral o con arreglo a éste, el 

lugar de cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones de la relación jurídica de la 
que dimane la controversia o el lugar con el que ésta tenga una relación más estrecha, esté 
situado fuera del Estado en que las partes tengan sus domicilios.

c) Que la relación jurídica de la que dimane la controversia afecte a intereses del 
comercio internacional.

2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, si alguna de las partes tiene más 
de un domicilio, se estará al que guarde una relación más estrecha con el convenio arbitral; y 
si una parte no tiene ningún domicilio, se estará a su residencia habitual.

Artículo 4.  Reglas de interpretación.
Cuando una disposición de esta ley:
a) Deje a las partes la facultad de decidir libremente sobre un asunto, esa facultad 

comprenderá la de autorizar a un tercero, incluida una institución arbitral, a que adopte esa 
decisión, excepto en el caso previsto en el artículo 34.

b) Se refiera al convenio arbitral o a cualquier otro acuerdo entre las partes, se entenderá 
que integran su contenido las disposiciones del reglamento de arbitraje al que las partes se 
hayan sometido.
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c) Se refiera a la demanda, se aplicará también a la reconvención, y cuando se refiera a 
la contestación, se aplicará asimismo a la contestación a esa reconvención, excepto en los 
casos previstos en el párrafo a) del artículo 31 y en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 
38.

Artículo 5.  Notificaciones, comunicaciones y cómputo de plazos.
Salvo acuerdo en contrario de las partes y con exclusión, en todo caso, de los actos de 

comunicación realizados dentro de un procedimiento judicial, se aplicarán las disposiciones 
siguientes:

a) Toda notificación o comunicación se considerará recibida el día en que haya sido 
entregada personalmente al destinatario o en que haya sido entregada en su domicilio, 
residencia habitual, establecimiento o dirección. Asimismo, será válida la notificación o 
comunicación realizada por télex, fax u otro medio de telecomunicación electrónico, 
telemático o de otra clase semejante que permitan el envío y la recepción de escritos y 
documentos dejando constancia de su remisión y recepción y que hayan sido designados 
por el interesado. En el supuesto de que no se descubra, tras una indagación razonable, 
ninguno de esos lugares, se considerará recibida el día en que haya sido entregada o 
intentada su entrega, por correo certificado o cualquier otro medio que deje constancia, en el 
último domicilio, residencia habitual, dirección o establecimiento conocidos del destinatario.

b) Los plazos establecidos en esta ley se computarán desde el día siguiente al de 
recepción de la notificación o comunicación. Si el último día del plazo fuere festivo en el lugar 
de recepción de la notificación o comunicación, se prorrogará hasta el primer día laborable 
siguiente. Cuando dentro de un plazo haya de presentarse un escrito, el plazo se entenderá 
cumplido si el escrito se remite dentro de aquél, aunque la recepción se produzca con 
posterioridad. Los plazos establecidos por días se computarán por días naturales.

Artículo 6.  Renuncia tácita a las facultades de impugnación.
Si una parte, conociendo la infracción de alguna norma dispositiva de esta ley o de algún 

requisito del convenio arbitral, no la denunciare dentro del plazo previsto para ello o, en su 
defecto, tan pronto como le sea posible, se considerará que renuncia a las facultades de 
impugnación previstas en esta ley.

Artículo 7.  Intervención judicial.
En los asuntos que se rijan por esta ley no intervendrá ningún tribunal, salvo en los 

casos en que ésta así lo disponga.

Artículo 8.  Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje.
1. Para el nombramiento y remoción judicial de árbitros será competente la Sala de lo 

Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma donde tenga 
lugar el arbitraje; de no estar éste aún determinado, la que corresponda al domicilio o 
residencia habitual de cualquiera de los demandados; si ninguno de ellos tuviere domicilio o 
residencia habitual en España, la del domicilio o residencia habitual del actor, y si éste 
tampoco los tuviere en España, la de su elección.

2. Para la asistencia judicial en la práctica de pruebas será competente el Juzgado de 
Primera Instancia del lugar del arbitraje o el del lugar donde hubiere de prestarse la 
asistencia.

3. Para la adopción judicial de medidas cautelares será tribunal competente el del lugar 
en que el laudo deba ser ejecutado y, en su defecto, el del lugar donde las medidas deban 
producir su eficacia, de conformidad con lo previsto en el artículo 724 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

4. Para la ejecución forzosa de laudos o resoluciones arbitrales será competente el 
Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se haya dictado de acuerdo con lo previsto en 
el apartado 2 del artículo 545 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
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5. Para conocer de la acción de anulación del laudo será competente la Sala de lo Civil y 
de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma donde aquél se 
hubiere dictado.

6. Para el reconocimiento de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros será 
competente la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la 
Comunidad Autónoma del domicilio o lugar de residencia de la parte frente a la que se 
solicita el reconocimiento o del domicilio o lugar de residencia de la persona a quien se 
refieren los efectos de aquellos, determinándose subsidiariamente la competencia territorial 
por el lugar de ejecución o donde aquellos laudos o resoluciones arbitrales deban producir 
sus efectos.

Para la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros será competente el 
Juzgado de Primera Instancia con arreglo a los mismos criterios.

TÍTULO II
Del convenio arbitral y sus efectos

Artículo 9.  Forma y contenido del convenio arbitral.
1. El convenio arbitral, que podrá adoptar la forma de cláusula incorporada a un contrato 

o de acuerdo independiente, deberá expresar la voluntad de las partes de someter a arbitraje 
todas o algunas de las controversias que hayan surgido o puedan surgir respecto de una 
determinada relación jurídica, contractual o no contractual.

2. Si el convenio arbitral está contenido en un contrato de adhesión, la validez de dicho 
convenio y su interpretación se regirán por lo dispuesto en las normas aplicables a ese tipo 
de contrato.

3. El convenio arbitral deberá constar por escrito, en un documento firmado por las 
partes o en un intercambio de cartas, telegramas, télex, fax u otros medios de 
telecomunicación que dejen constancia del acuerdo.

Se considerará cumplido este requisito cuando el convenio arbitral conste y sea 
accesible para su ulterior consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo.

4. Se considerará incorporado al acuerdo entre las partes el convenio arbitral que conste 
en un documento al que éstas se hayan remitido en cualquiera de las formas establecidas en 
el apartado anterior.

5. Se considerará que hay convenio arbitral cuando en un intercambio de escritos de 
demanda y contestación su existencia sea afirmada por una parte y no negada por la otra.

6. Cuando el arbitraje fuere internacional, el convenio arbitral será válido y la 
controversia será susceptible de arbitraje si cumplen los requisitos establecidos por las 
normas jurídicas elegidas por las partes para regir el convenio arbitral, o por las normas 
jurídicas aplicables al fondo de la controversia, o por el derecho español.

Artículo 10.  Arbitraje testamentario.
También será válido el arbitraje instituido por disposición testamentaria para solucionar 

diferencias entre herederos no forzosos o legatarios por cuestiones relativas a la distribución 
o administración de la herencia.

Artículo 11.  Convenio arbitral y demanda en cuanto al fondo ante un Tribunal.
1. El convenio arbitral obliga a las partes a cumplir lo estipulado e impide a los tribunales 

conocer de las controversias sometidas a arbitraje, siempre que la parte a quien interese lo 
invoque mediante declinatoria. El plazo para la proposición de la declinatoria será dentro de 
los diez primeros días del plazo para contestar a la demanda.

2. La declinatoria no impedirá la iniciación o prosecución de las actuaciones arbitrales.
3. El convenio arbitral no impedirá a ninguna de las partes, con anterioridad a las 

actuaciones arbitrales o durante su tramitación, solicitar de un tribunal la adopción de 
medidas cautelares ni a éste concederlas.
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Artículo 11 bis.  Arbitraje estatutario.
1. Las sociedades de capital podrán someter a arbitraje los conflictos que en ellas se 

planteen.
2. La introducción en los estatutos sociales de una cláusula de sumisión a arbitraje 

requerirá el voto favorable de, al menos, dos tercios de los votos correspondientes a las 
acciones o a las participaciones en que se divida el capital social.

3. Los estatutos sociales podrán establecer que la impugnación de los acuerdos sociales 
por los socios o administradores quede sometida a la decisión de uno o varios árbitros, 
encomendándose la administración del arbitraje y la designación de los árbitros a una 
institución arbitral.

Artículo 11 ter.  Anulación por laudo de acuerdos societarios inscribibles.
1. El laudo que declare la nulidad de un acuerdo inscribible habrá de inscribirse en el 

Registro Mercantil. El “Boletín Oficial del Registro Mercantil” publicará un extracto.
2. En el caso de que el acuerdo impugnado estuviese inscrito en el Registro Mercantil, el 

laudo determinará, además, la cancelación de su inscripción, así como la de los asientos 
posteriores que resulten contradictorios con ella.

TÍTULO III
De los árbitros

Artículo 12.  Número de árbitros.
Las partes podrán fijar libremente el número de árbitros, siempre que sea impar. A falta 

de acuerdo, se designará un solo árbitro.

Artículo 13.  Capacidad para ser árbitro.
Pueden ser árbitros las personas naturales que se hallen en el pleno ejercicio de sus 

derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan estar sometidos 
en el ejercicio de su profesión. Salvo acuerdo en contrario de las partes, la nacionalidad de 
una persona no será obstáculo para que actúe como árbitro.

Artículo 14.  Arbitraje institucional.
1. Las partes podrán encomendar la administración del arbitraje y la designación de 

árbitros a:
a) Corporaciones de Derecho público y Entidades públicas que puedan desempeñar 

funciones arbitrales, según sus normas reguladoras.
b) Asociaciones y entidades sin ánimo de lucro en cuyos estatutos se prevean funciones 

arbitrales.
2. Las instituciones arbitrales ejercerán sus funciones conforme a sus propios 

reglamentos.
3. Las instituciones arbitrales velarán por el cumplimiento de las condiciones de 

capacidad de los árbitros y por la transparencia en su designación, así como su 
independencia.

Artículo 15.  Nombramiento de los árbitros.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, en los arbitrajes que no deban decidirse en 

equidad, cuando el arbitraje se haya de resolver por árbitro único se requerirá la condición 
de jurista al árbitro que actúe como tal.

Cuando el arbitraje se haya de resolver por tres o más árbitros, se requerirá que al 
menos uno de ellos tenga la condición de jurista.

2. Las partes podrán acordar libremente el procedimiento para la designación de los 
árbitros, siempre que no se vulnere el principio de igualdad. A falta de acuerdo, se aplicarán 
las siguientes reglas:
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a) En el arbitraje con un solo árbitro, éste será nombrado por el tribunal competente a 
petición de cualquiera de las partes.

b) En el arbitraje con tres árbitros, cada parte nombrará uno y los dos árbitros así 
designados nombrarán al tercero, quien actuará como presidente del colegio arbitral. Si una 
parte no nombra al árbitro dentro de los 30 días siguientes a la recepción del requerimiento 
de la otra para que lo haga, la designación del árbitro se hará por el tribunal competente, a 
petición de cualquiera de las partes. Lo mismo se aplicará cuando los árbitros designados no 
consigan ponerse de acuerdo sobre el tercer árbitro dentro de los 30 días contados desde la 
última aceptación.

En caso de pluralidad de demandantes o de demandados, éstos nombrarán un árbitro y 
aquéllos otro. Si los demandantes o los demandados no se pusieran de acuerdo sobre el 
árbitro que les corresponde nombrar, todos los árbitros serán designados por el tribunal 
competente a petición de cualquiera de las partes.

c) En el arbitraje con más de tres árbitros, todos serán nombrados por el tribunal 
competente a petición de cualquiera de las partes.

3. Si no resultare posible designar árbitros a través del procedimiento acordado por las 
partes, cualquiera de ellas podrá solicitar al tribunal competente el nombramiento de los 
árbitros o, en su caso, la adopción de las medidas necesarias para ello.

4. Las pretensiones que se ejerciten en relación con lo previsto en los apartados 
anteriores se sustanciarán por los cauces del juicio verbal.

5. El tribunal únicamente podrá rechazar la petición formulada cuando aprecie que, de 
los documentos aportados, no resulta la existencia de un convenio arbitral.

6. Si procede la designación de árbitros por el tribunal, éste confeccionará una lista con 
tres nombres por cada árbitro que deba ser nombrado. Al confeccionar dicha lista el tribunal 
tendrá en cuenta los requisitos establecidos por las partes para ser árbitro y tomará las 
medidas necesarias para garantizar su independencia e imparcialidad. En el supuesto de 
que proceda designar un solo árbitro o un tercer árbitro, el tribunal tendrá también en cuenta 
la conveniencia de nombrar un árbitro de nacionalidad distinta a la de las partes y, en su 
caso, a la de los árbitros ya designados, a la vista de las circunstancias concurrentes. A 
continuación, se procederá al nombramiento de los árbitros mediante sorteo.

7. Contra las resoluciones definitivas que decidan sobre las cuestiones atribuidas en este 
artículo al tribunal competente no cabrá recurso alguno.

Artículo 16.  Aceptación de los árbitros.
Salvo que las partes hayan dispuesto otra cosa, cada árbitro, dentro del plazo de 15 días 

a contar desde el siguiente a la comunicación del nombramiento, deberá comunicar su 
aceptación a quien lo designó. Si en el plazo establecido no comunica la aceptación, se 
entenderá que no acepta su nombramiento.

Artículo 17.  Motivos de abstención y recusación.
1. Todo árbitro debe ser y permanecer durante el arbitraje independiente e imparcial. En 

todo caso, no podrá mantener con las partes relación personal, profesional o comercial.
2. La persona propuesta para ser árbitro deberá revelar todas las circunstancias que 

puedan dar lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad e independencia. El árbitro, a 
partir de su nombramiento, revelará a las partes sin demora cualquier circunstancia 
sobrevenida.

En cualquier momento del arbitraje cualquiera de las partes podrá pedir a los árbitros la 
aclaración de sus relaciones con algunas de las otras partes.

3. Un árbitro sólo podrá ser recusado si concurren en él circunstancias que den lugar a 
dudas justificadas sobre su imparcialidad o independencia, o si no posee las cualificaciones 
convenidas por las partes. Una parte sólo podrá recusar al árbitro nombrado por ella, o en 
cuyo nombramiento haya participado, por causas de las que haya tenido conocimiento 
después de su designación.

4. Salvo acuerdo en contrario de las partes, el árbitro no podrá haber intervenido como 
mediador en el mismo conflicto entre éstas.
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Artículo 18.  Procedimiento de recusación.
1. Las partes podrán acordar libremente el procedimiento de recusación de los árbitros.
2. A falta de acuerdo, la parte que recuse a un árbitro expondrá los motivos dentro de los 

quince días siguientes a aquel en que tenga conocimiento de la aceptación o de cualquiera 
de las circunstancias que puedan dar lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad o 
independencia. A menos que el árbitro recusado renuncie a su cargo o que la otra parte 
acepte la recusación, corresponderá a los árbitros decidir sobre ésta.

3. Si no prosperase la recusación planteada con arreglo al procedimiento acordado por 
las partes o al establecido en el apartado anterior, la parte recusante podrá, en su caso, 
hacer valer la recusación al impugnar el laudo.

Artículo 19.  Falta o imposibilidad de ejercicio de las funciones.
1. Cuando un árbitro se vea impedido de hecho o de derecho para ejercer sus funciones, 

o por cualquier otro motivo no las ejerza dentro de un plazo razonable, cesará en su cargo si 
renuncia o si las partes acuerdan su remoción. Si existe desacuerdo sobre la remoción y las 
partes no han estipulado un procedimiento para salvar dicho desacuerdo, se aplicarán las 
siguientes reglas:

a) La pretensión de remoción se sustanciará por los trámites del juicio verbal. Se podrá 
acumular la solicitud de nombramiento de árbitros, en los términos previstos en el artículo 
15, para el caso de que se estime la de remoción.

Contra las resoluciones definitivas que se dicten no cabrá recurso alguno.
b) En el arbitraje con pluralidad de árbitros los demás árbitros decidirán la cuestión. Si no 

pudieren alcanzar una decisión, se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior.
2. La renuncia de un árbitro a su cargo o la aceptación por una de las partes de su cese, 

conforme a lo dispuesto en el presente artículo o en el apartado 2 del artículo anterior, no se 
considerará como un reconocimiento de la procedencia de ninguno de los motivos 
mencionados en las citadas normas.

Artículo 20.  Nombramiento de árbitro sustituto.
1. Cualquiera que sea la causa por la que haya que designar un nuevo árbitro, se hará 

según las normas reguladoras del procedimiento de designación del sustituido.
2. Una vez nombrado el sustituto, los árbitros, previa audiencia de las partes, decidirán si 

ha lugar a repetir actuaciones ya practicadas.

Artículo 21.  Responsabilidad de los árbitros y de las instituciones arbitrales. Provisión de 
fondos.

1. La aceptación obliga a los árbitros y, en su caso, a la institución arbitral, a cumplir 
fielmente el encargo, incurriendo, si no lo hicieren, en responsabilidad por los daños y 
perjuicios que causaren por mala fe, temeridad o dolo. En los arbitrajes encomendados a 
una institución, el perjudicado tendrá acción directa contra la misma, con independencia de 
las acciones de resarcimiento que asistan a aquélla contra los árbitros.

Se exigirá a los árbitros o a las instituciones arbitrales en su nombre la contratación de 
un seguro de responsabilidad civil o garantía equivalente, en la cuantía que 
reglamentariamente se establezca. Se exceptúan de la contratación de este seguro o 
garantía equivalente a las Entidades públicas y a los sistemas arbitrales integrados o 
dependientes de las Administraciones públicas.

2. Salvo pacto en contrario, tanto los árbitros como la institución arbitral podrán exigir a 
las partes las provisiones de fondos que estimen necesarias para atender a los honorarios y 
gastos de los árbitros y a los que puedan producirse en la administración del arbitraje. A falta 
de provisión de fondos por las partes, los árbitros podrán suspender o dar por concluidas las 
actuaciones arbitrales. Si dentro del plazo alguna de las partes no hubiere realizado su 
provisión, los árbitros, antes de acordar la conclusión o suspensión de las actuaciones, lo 
comunicarán a las demás partes, por si tuvieren interés en suplirla dentro del plazo que les 
fijaren.
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TÍTULO IV
De la competencia de los árbitros

Artículo 22.  Potestad de los árbitros para decidir sobre su competencia.
1. Los árbitros estarán facultados para decidir sobre su propia competencia, incluso 

sobre las excepciones relativas a la existencia o a la validez del convenio arbitral o 
cualesquiera otras cuya estimación impida entrar en el fondo de la controversia. A este 
efecto, el convenio arbitral que forme parte de un contrato se considerará como un acuerdo 
independiente de las demás estipulaciones del mismo. La decisión de los árbitros que 
declare la nulidad del contrato no entrañará por sí sola la nulidad del convenio arbitral.

2. Las excepciones a las que se refiere el apartado anterior deberán oponerse a más 
tardar en el momento de presentar la contestación, sin que el hecho de haber designado o 
participado en el nombramiento de los árbitros impida oponerlas. La excepción consistente 
en que los árbitros se exceden del ámbito de su competencia deberá oponerse tan pronto 
como se plantee, durante las actuaciones arbitrales, la materia que exceda de dicho ámbito.

Los árbitros sólo podrán admitir excepciones opuestas con posterioridad si la demora 
resulta justificada.

3. Los árbitros podrán decidir las excepciones de que trata este artículo con carácter 
previo o junto con las demás cuestiones sometidas a su decisión relativas al fondo del 
asunto. La decisión de los árbitros sólo podrá impugnarse mediante el ejercicio de la acción 
de anulación del laudo en el que se haya adoptado. Si la decisión fuese desestimatoria de 
las excepciones y se adoptase con carácter previo, el ejercicio de la acción de anulación no 
suspenderá el procedimiento arbitral.

Artículo 23.  Potestad de los árbitros de adoptar medidas cautelares.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros podrán, a instancia de cualquiera 

de ellas, adoptar las medidas cautelares que estimen necesarias respecto del objeto del 
litigio. Los árbitros podrán exigir caución suficiente al solicitante.

2. A las decisiones arbitrales sobre medidas cautelares, cualquiera que sea la forma que 
revistan, les serán de aplicación las normas sobre anulación y ejecución forzosa de laudos.

TÍTULO V
De la sustanciación de las actuaciones arbitrales

Artículo 24.  Principios de igualdad, audiencia y contradicción.
1. Deberá tratarse a las partes con igualdad y darse a cada una de ellas suficiente 

oportunidad de hacer valer sus derechos.
2. Los árbitros, las partes y las instituciones arbitrales, en su caso, están obligadas a 

guardar la confidencialidad de las informaciones que conozcan a través de las actuaciones 
arbitrales.

Artículo 25.  Determinación del procedimiento.
1. Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, las partes podrán convenir libremente 

el procedimiento al que se hayan de ajustar los árbitros en sus actuaciones.
2. A falta de acuerdo, los árbitros podrán, con sujeción a lo dispuesto en esta Ley, dirigir 

el arbitraje del modo que consideren apropiado. Esta potestad de los árbitros comprende la 
de decidir sobre admisibilidad, pertinencia y utilidad de las pruebas, sobre su práctica, 
incluso de oficio, y sobre su valoración.

Artículo 26.  Lugar del arbitraje.
1. Las partes podrán determinar libremente el lugar del arbitraje. A falta de acuerdo, lo 

determinarán los árbitros, atendidas las circunstancias del caso y la conveniencia de las 
partes.
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los árbitros podrán, previa 
consulta a las partes y salvo acuerdo en contrario de éstas, reunirse en cualquier lugar que 
estimen apropiado para oír a los testigos, a los peritos o a las partes, o para examinar o 
reconocer objetos, documentos o personas. Los árbitros podrán celebrar deliberaciones en 
cualquier lugar que estimen apropiado.

Artículo 27.  Inicio del arbitraje.
Salvo que las partes hayan convenido otra cosa, la fecha en que el demandado haya 

recibido el requerimiento de someter la controversia a arbitraje se considerará la de inicio del 
arbitraje.

Artículo 28.  Idioma del arbitraje.
1. Las partes podrán acordar libremente el idioma o los idiomas del arbitraje. A falta de 

acuerdo, y cuando de las circunstancias del caso no permitan delimitar la cuestión, el 
arbitraje se tramitará en cualquiera de las lenguas oficiales en el lugar donde se desarrollen 
las actuaciones. La parte que alegue desconocimiento del idioma tendrá derecho a 
audiencia, contradicción y defensa en la lengua que utilice, sin que esta alegación pueda 
suponer la paralización del proceso.

Salvo que en el acuerdo de las partes se haya previsto otra cosa, el idioma o los idiomas 
establecidos se utilizarán en los escritos de las partes, en las audiencias, en los laudos y en 
las decisiones o comunicaciones de los árbitros, sin perjuicio de lo señalado en el párrafo 
primero.

En todo caso, los testigos, peritos y terceras personas que intervengan en el 
procedimiento arbitral, tanto en actuaciones orales como escritas, podrán utilizar su lengua 
propia. En las actuaciones orales se podrá habilitar como intérprete a cualquier persona 
conocedora de la lengua empleada, previo juramento o promesa de aquella.

2. Los árbitros, salvo oposición de alguna de las partes, podrán ordenar que, sin 
necesidad de proceder a su traducción, cualquier documento sea aportado o cualquier 
actuación realizada en idioma distinto al del arbitraje.

Artículo 29.  Demanda y contestación.
1. Dentro del plazo convenido por las partes o determinado por los árbitros y a menos 

que las partes hayan acordado otra cosa respecto del contenido de la demanda y de la 
contestación, el demandante deberá alegar los hechos en que se funda, la naturaleza y las 
circunstancias de la controversia y las pretensiones que formula, y el demandado podrá 
responder a lo planteado en la demanda. Las partes, al formular sus alegaciones, podrán 
aportar todos los documentos que consideren pertinentes o hacer referencia a los 
documentos u otras pruebas que vayan a presentar o proponer.

2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, cualquiera de ellas podrá modificar o ampliar 
su demanda o contestación durante el curso de las actuaciones arbitrales, a menos que los 
árbitros lo consideren improcedente por razón de la demora con que se hubiere hecho.

Artículo 30.  Forma de las actuaciones arbitrales.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros decidirán si han de celebrarse 

audiencias para la presentación de alegaciones, la práctica de pruebas y la emisión de 
conclusiones, o si las actuaciones se sustanciarán solamente por escrito. No obstante, a 
menos que las partes hubiesen convenido que no se celebren audiencias, los árbitros las 
señalarán, en la fase apropiada de las actuaciones, si cualquiera de las partes lo solicitara.

2. Las partes serán citadas a todas las audiencias con suficiente antelación y podrán 
intervenir en ellas directamente o por medio de sus representantes.

3. De todas las alegaciones escritas, documentos y demás instrumentos que una parte 
aporte a los árbitros se dará traslado a la otra parte. Asimismo, se pondrán a disposición de 
las partes los documentos, dictámenes periciales y otros instrumentos probatorios en que los 
árbitros puedan fundar su decisión.
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Artículo 31.  Falta de comparecencia de las partes.
Salvo acuerdo en contrario de las partes, cuando, sin alegar causa suficiente a juicio de 

los árbitros:
a) El demandante no presente su demanda en plazo, los árbitros darán por terminadas 

las actuaciones, a menos que, oído el demandado, éste manifieste su voluntad de ejercitar 
alguna pretensión.

b) El demandado no presente su contestación en plazo, los árbitros continuarán las 
actuaciones, sin que esa omisión se considere como allanamiento o admisión de los hechos 
alegados por el demandante.

c) Una de las partes no comparezca a una audiencia o no presente pruebas, los árbitros 
podrán continuar las actuaciones y dictar el laudo con fundamento en las pruebas de que 
dispongan.

Artículo 32.  Nombramiento de peritos por los árbitros.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros podrán nombrar, de oficio o a 

instancia de parte, uno o más peritos para que dictaminen sobre materias concretas y 
requerir a cualquiera de las partes para que facilite al perito toda la información pertinente, le 
presente para su inspección todos los documentos u objetos pertinentes o le proporcione 
acceso a ellos.

2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, cuando una parte lo solicite o cuando los 
árbitros lo consideren necesario, todo perito, después de la presentación de su dictamen, 
deberá participar en una audiencia en la que los árbitros y las partes, por sí o asistidas de 
peritos, podrán interrogarle.

3. Lo previsto en los apartados precedentes se entiende sin perjuicio de la facultad de las 
partes, salvo acuerdo en contrario, de aportar dictámenes periciales por peritos libremente 
designados.

Artículo 33.  Asistencia judicial para la práctica de pruebas.
1. Los árbitros o cualquiera de las partes con su aprobación podrán solicitar del tribunal 

competente asistencia para la práctica de pruebas, de conformidad con las normas que le 
sean aplicables sobre medios de prueba. Esta asistencia podrá consistir en la práctica de la 
prueba ante el tribunal competente o en la adopción por éste de las concretas medidas 
necesarias para que la prueba pueda ser practicada ante los árbitros.

2. Si así se le solicitare, el Tribunal practicará la prueba bajo su exclusiva dirección. En 
otro caso, el Tribunal se limitará a acordar las medidas pertinentes. En ambos supuestos el 
Secretario judicial entregará al solicitante testimonio de las actuaciones.

TÍTULO VI
Del pronunciamiento del laudo y de la terminación de las actuaciones

Artículo 34.  Normas aplicables al fondo de la controversia.
1. Los árbitros sólo decidirán en equidad si las partes les han autorizado expresamente 

para ello.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, cuando el arbitraje sea 

internacional, los árbitros decidirán la controversia de conformidad con las normas jurídicas 
elegidas por las partes. Se entenderá que toda indicación del derecho u ordenamiento 
jurídico de un Estado determinado se refiere, a menos que se exprese lo contrario, al 
derecho sustantivo de ese Estado y no a sus normas de conflicto de leyes.

Si las partes no indican las normas jurídicas aplicables, los árbitros aplicarán las que 
estimen apropiadas.

3. En todo caso, los árbitros decidirán con arreglo a las estipulaciones del contrato y 
tendrán en cuenta los usos aplicables.
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Artículo 35.  Adopción de decisiones colegiadas.
1. Cuando haya más de un árbitro, toda decisión se adoptará por mayoría, salvo que las 

partes hubieren dispuesto otra cosa. Si no hubiere mayoría, la decisión será tomada por el 
presidente.

2. Salvo acuerdo de las partes o de los árbitros en contrario, el presidente podrá decidir 
por sí solo cuestiones de ordenación, tramitación e impulso del procedimiento.

Artículo 36.  Laudo por acuerdo de las partes.
1. Si durante las actuaciones arbitrales las partes llegan a un acuerdo que ponga fin total 

o parcialmente a la controversia, los árbitros darán por terminadas las actuaciones con 
respecto a los puntos acordados y, si ambas partes lo solicitan y los árbitros no aprecian 
motivo para oponerse, harán constar ese acuerdo en forma de laudo en los términos 
convenidos por las partes.

2. El laudo se dictará con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente y tendrá la misma 
eficacia que cualquier otro laudo dictado sobre el fondo del litigio.

Artículo 37.  Plazo, forma, contenido y notificación del laudo.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros decidirán la controversia en un 

solo laudo o en tantos laudos parciales como estimen necesarios.
2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros deberán decidir la controversia 

dentro de los seis meses siguientes a la fecha de presentación de la contestación a que se 
refiere el artículo 29 o de expiración del plazo para presentarla. Salvo acuerdo en contrario 
de las partes, este plazo podrá ser prorrogado por los árbitros, por un plazo no superior a 
dos meses, mediante decisión motivada. Salvo acuerdo en contrario de las partes, la 
expiración del plazo sin que se haya dictado laudo definitivo no afectará a la eficacia del 
convenio arbitral ni a la validez del laudo dictado, sin perjuicio de la responsabilidad en que 
hayan podido incurrir los árbitros.

3. Todo laudo deberá constar por escrito y ser firmado por los árbitros, quienes podrán 
dejar constancia de su voto a favor o en contra. Cuando haya más de un árbitro, bastarán las 
firmas de la mayoría de los miembros del colegio arbitral o sólo la de su presidente, siempre 
que se manifiesten las razones de la falta de una o más firmas.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá que el laudo consta por 
escrito cuando de su contenido y firmas quede constancia y sean accesibles para su ulterior 
consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo.

4. El laudo deberá ser siempre motivado, a menos que se trate de un laudo pronunciado 
en los términos convenidos por las partes conforme al artículo anterior.

5. Constarán en el laudo la fecha en que ha sido dictado y el lugar del arbitraje, 
determinado de conformidad con el apartado 1 del artículo 26. El laudo se considerará 
dictado en ese lugar.

6. Con sujeción a lo acordado por las partes, los árbitros se pronunciarán en el laudo 
sobre las costas del arbitraje, que incluirán los honorarios y gastos de los árbitros y, en su 
caso, los honorarios y gastos de los defensores o representantes de las partes, el coste del 
servicio prestado por la institución administradora del arbitraje y los demás gastos originados 
en el procedimiento arbitral.

7. Los árbitros notificarán el laudo a las partes en la forma y en el plazo que éstas hayan 
acordado o, en su defecto, mediante entrega a cada una de ellas de un ejemplar firmado de 
conformidad con lo dispuesto en el apartado 3, dentro del mismo plazo establecido en el 
apartado 2.

8. El laudo podrá ser protocolizado notarialmente.
Cualquiera de las partes, a su costa, podrá instar de los árbitros, antes de la notificación, 

que el laudo sea protocolizado.

Artículo 38.  Terminación de las actuaciones.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, sobre notificación y, en su caso, 

protocolización del laudo, y en el artículo siguiente, sobre su corrección, aclaración y 
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complemento, las actuaciones arbitrales terminarán y los árbitros cesarán en sus funciones 
con el laudo definitivo.

2. Los árbitros también ordenarán la terminación de las actuaciones cuando:
a) El demandante desista de su demanda, a menos que el demandado se oponga a ello 

y los árbitros le reconozcan un interés legítimo en obtener una solución definitiva del litigio.
b) Las partes acuerden dar por terminadas las actuaciones.
c) Los árbitros comprueben que la prosecución de las actuaciones resulta innecesaria o 

imposible.
3. Transcurrido el plazo que las partes hayan señalado a este fin o, en su defecto, el de 

dos meses desde la terminación de las actuaciones, cesará la obligación de los árbitros de 
conservar la documentación del procedimiento. Dentro de ese plazo, cualquiera de las partes 
podrá solicitar a los árbitros que le remitan los documentos presentados por ella. Los árbitros 
accederán a la solicitud siempre que no atente contra el secreto de la deliberación arbitral y 
que el solicitante asuma los gastos correspondientes al envío, en su caso.

Artículo 39.  Corrección, aclaración, complemento y extralimitación del laudo.
1. Dentro de los diez días siguientes a la notificación del laudo, salvo que las partes 

hayan acordado otro plazo, cualquiera de ellas podrá, con notificación a la otra, solicitar a los 
árbitros:

a) La corrección de cualquier error de cálculo, de copia, tipográfico o de naturaleza 
similar.

b) La aclaración de un punto o de una parte concreta del laudo.
c) El complemento del laudo respecto de peticiones formuladas y no resueltas en él.
d) La rectificación de la extralimitación parcial del laudo, cuando se haya resuelto sobre 

cuestiones no sometidas a su decisión o sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje.
2. Previa audiencia de las demás partes, los árbitros resolverán sobre las solicitudes de 

corrección de errores y de aclaración en el plazo de diez días, y sobre la solicitud de 
complemento y la rectificación de la extralimitación, en el plazo de veinte días.

3. Dentro de los 10 días siguientes a la fecha del laudo, los árbitros podrán proceder de 
oficio a la corrección de errores a que se refiere el párrafo a) del apartado 1.

4. Lo dispuesto en el artículo 37 se aplicará a las resoluciones arbitrales sobre 
corrección, aclaración, complemento y extralimitación del laudo.

5. Cuando el arbitraje sea internacional, los plazos de 10 y 20 días establecidos en los 
apartados anteriores serán plazos de uno y dos meses, respectivamente.

TÍTULO VII
De la anulación y de la revisión del laudo

Artículo 40.  Acción de anulación del laudo.
Contra un laudo definitivo podrá ejercitarse la acción de anulación en los términos 

previstos en este título.

Artículo 41.  Motivos.
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la anulación alegue y 

pruebe:
a) Que el convenio arbitral no existe o no es válido.
b) Que no ha sido debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las 

actuaciones arbitrales o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos.
c) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no sometidas a su decisión.
d) Que la designación de los árbitros o el procedimiento arbitral no se han ajustado al 

acuerdo entre las partes, salvo que dicho acuerdo fuera contrario a una norma imperativa de 
esta Ley, o, a falta de dicho acuerdo, que no se han ajustado a esta ley.
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e) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje.
f) Que el laudo es contrario al orden público.
2. Los motivos contenidos en los párrafos b), e) y f) del apartado anterior podrán ser 

apreciados por el tribunal que conozca de la acción de anulación de oficio o a instancia del 
Ministerio Fiscal en relación con los intereses cuya defensa le está legalmente atribuida.

3. En los casos previstos en los párrafos c) y e) del apartado 1, la anulación afectará sólo 
a los pronunciamientos del laudo sobre cuestiones no sometidas a decisión de los árbitros o 
no susceptibles de arbitraje, siempre que puedan separarse de las demás.

4. La acción de anulación del laudo habrá de ejercitarse dentro de los dos meses 
siguientes a su notificación o, en caso de que se haya solicitado corrección, aclaración o 
complemento del laudo, desde la notificación de la resolución sobre esta solicitud, o desde la 
expiración del plazo para adoptarla.

Artículo 42.  Procedimiento.
1. La acción de anulación se sustanciará por los cauces del juicio verbal, sin perjuicio de 

las siguientes especialidades:
a) La demanda deberá presentarse conforme a lo establecido en el artículo 399 de la Ley 

1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, acompañada de los documentos justificativos 
de su pretensión, del convenio arbitral y del laudo, y, en su caso, contendrá la proposición de 
los medios de prueba cuya práctica interese el actor.

b) El Secretario Judicial dará traslado de la demanda al demandado, para que conteste 
en el plazo de veinte días. En la contestación, acompañada de los documentos justificativos 
de su oposición, deberá proponer todos los medios de prueba de que intente valerse. De 
este escrito, y de los documentos que lo acompañan, se dará traslado al actor para que 
pueda presentar documentos adicionales o proponer la práctica de prueba.

c) Contestada la demanda o transcurrido el correspondiente plazo, el Secretario Judicial 
citará a la vista, si así lo solicitan las partes en sus escritos de demanda y contestación. Si 
en sus escritos no hubieren solicitado la celebración de vista, o cuando la única prueba 
propuesta sea la de documentos, y éstos ya se hubieran aportado al proceso sin resultar 
impugnados, o en el caso de los informes periciales no sea necesaria la ratificación, el 
Tribunal dictará sentencia, sin más trámite.

2. Frente a la sentencia que se dicte no cabrá recurso alguno.

Artículo 43.  Cosa juzgada y revisión de laudos.
El laudo produce efectos de cosa juzgada y frente a él sólo cabrá ejercitar la acción de 

anulación y, en su caso, solicitar la revisión conforme a lo establecido en la Ley 1/2000, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil para las sentencias firmes.

TÍTULO VIII
De la ejecución forzosa del laudo

Artículo 44.  Normas aplicables.
La ejecución forzosa de los laudos se regirá por lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento 

Civil y en este título.

Artículo 45.  Suspensión, sobreseimiento y reanudación de la ejecución en caso de ejercicio 
de la acción de anulación del laudo.

1. El laudo es ejecutable aun cuando contra él se haya ejercitado acción de anulación. 
No obstante, en ese caso el ejecutado podrá solicitar al tribunal competente la suspensión 
de la ejecución, siempre que ofrezca caución por el valor de la condena más los daños y 
perjuicios que pudieren derivarse de la demora en la ejecución del laudo. La caución podrá 
constituirse en cualquiera de las formas previstas en el párrafo segundo del apartado 3 del 
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artículo 529 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Presentada la solicitud de suspensión, el 
tribunal, tras oír al ejecutante, resolverá sobre la caución.

Contra esta resolución no cabrá recurso alguno.
2. El Secretario judicial alzará la suspensión y ordenará que continúe la ejecución 

cuando conste al Tribunal la desestimación de la acción de anulación, sin perjuicio del 
derecho del ejecutante a solicitar, en su caso, indemnización de los daños y perjuicios 
causados por la demora en la ejecución, a través de los cauces ordenados en los artículo 
712 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. El Secretario judicial alzará la ejecución, con los efectos previstos en los artículos 533 
y 534 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuando conste al Tribunal que ha sido estimada la 
acción de anulación.

Si la anulación afectase sólo a las cuestiones a que se refiere el apartado 3 del 
artículo 41 y subsistiesen otros pronunciamientos del laudo, se considerará estimación 
parcial, a los efectos previstos en el apartado 2 del artículo 533 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.

TÍTULO IX
Del exequátur de laudos extranjeros

Artículo 46.  Carácter extranjero del laudo. Normas aplicables.
1. Se entiende por laudo extranjero el pronunciado fuera del territorio español.
2. El exequátur de laudos extranjeros se regirá por el Convenio sobre reconocimiento y 

ejecución de las sentencias arbitrales extranjeras, hecho en Nueva York, el 10 de junio de 
1958, sin perjuicio de lo dispuesto en otros convenios internacionales más favorables a su 
concesión, y se sustanciará según el procedimiento establecido en el ordenamiento procesal 
civil para el de sentencias dictadas por tribunales extranjeros.

Disposición adicional única.  Arbitrajes de consumo.
Esta ley será de aplicación supletoria al arbitraje a que se refiere la Ley 26/1984, de 19 

de julio, general de defensa de consumidores y usuarios, que en sus normas de desarrollo 
podrá establecer la decisión en equidad, salvo que las partes opten expresamente por el 
arbitraje en derecho.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio.
1. En los casos en que con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley el demandado 

hubiere recibido el requerimiento de someter la controversia a arbitraje o se hubiere iniciado 
el procedimiento arbitral, éste se regirá por lo dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de 
diciembre, de Arbitraje. No obstante, se aplicarán en todo caso las normas de esta ley 
relativas al convenio arbitral y a sus efectos.

2. A los laudos dictados con posterioridad a la entrada en vigor de esta ley les serán de 
aplicación las normas de ésta relativas a anulación y revisión.

3. Los procedimientos de ejecución forzosa de laudos y de exequátur de laudos 
extranjeros que se encontraren pendientes a la entrada en vigor de esta ley se seguirán 
sustanciando por lo dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje.

Disposición derogatoria única.  Derogaciones.
Queda derogada la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

1. El número 2.º del apartado 2 del artículo 517, queda redactado en los siguientes 
términos:

"2.º Los laudos o resoluciones arbitrales."
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2. Se añade un nuevo párrafo al número 1.º del apartado 1 del artículo 550 con la 
siguiente redacción:

"Cuando el título sea un laudo, se acompañarán, además, el convenio arbitral y 
los documentos acreditativos de la notificación de aquél a las partes."

3. Se adiciona un número 4.º al apartado 1 del artículo 559 con esta redacción:
"4.º Si el título ejecutivo fuera un laudo arbitral no protocolizado notarialmente, la 

falta de autenticidad de éste."

Disposición final segunda.  Habilitación competencial.
Esta ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia de 

legislación mercantil, procesal y civil, establecida en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 
Constitución.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el "Boletín Oficial 

del Estado".
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§ 5

Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en 
materia civil. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 182, de 31 de julio de 2015

Última modificación: 6 de septiembre de 2022
Referencia: BOE-A-2015-8564

[ . . . ]
TÍTULO I

Régimen general de la cooperación jurídica internacional

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 5.  Ámbito de aplicación.
El presente título se aplica a los actos de cooperación jurídica internacional, en particular 

a los actos de comunicación y traslado de documentos judiciales y extrajudiciales, tales 
como notificaciones, citaciones y requerimientos, así como a las comisiones rogatorias que 
tengan por objeto los actos relativos a la obtención y práctica de pruebas.

Artículo 6.  Efectos.
Los actos de cooperación jurídica internacional realizados por autoridades españolas no 

prejuzgan la determinación de la competencia judicial internacional ni el reconocimiento y 
ejecución en España de resoluciones judiciales extranjeras.

Artículo 7.  Autoridad central española.
La autoridad central española en materia de cooperación jurídica internacional en 

materia civil es el Ministerio de Justicia.

Artículo 8.  Funciones de la autoridad central española.
Corresponde a la autoridad central española:
a) Verificar la adecuación de las solicitudes que se reciban a lo previsto en los 

artículos 10, 11, 30 y 31 y demás normas concordantes de aplicación.
b) Prestar el auxilio y la colaboración que las autoridades judiciales competentes 

requieran en materia de cooperación jurídica internacional.

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

– 51 –



c) Garantizar la correcta tramitación de las solicitudes de cooperación jurídica 
internacional.

d) Promover el uso de las redes internas e internacionales de cooperación disponibles.
e) Proporcionar información sobre Derecho español cuando proceda con arreglo a lo 

previsto en el artículo 36, así como información sobre Derecho extranjero, conforme a lo 
dispuesto en los artículos 34 y 35.

f) Solventar en lo posible las dificultades que puedan suscitarse en el cumplimiento de 
las solicitudes de cooperación jurídica internacional.

g) Colaborar con las autoridades centrales de otros Estados, así como con otras 
autoridades españolas y extranjeras.

Artículo 9.  Transmisión de las solicitudes.
Las solicitudes de cooperación jurídica internacional en materia civil podrán transmitirse, 

siempre que estuvieran previstas en el ordenamiento jurídico de ambos Estados, por 
cualquiera de las siguientes vías:

a) Por la vía consular o diplomática.
b) A través de las respectivas autoridades centrales.
c) Directamente entre los órganos jurisdiccionales.
d) Por conducto notarial, si ello es compatible con la naturaleza del acto de cooperación.

Artículo 10.  Contenido y requisitos mínimos de las solicitudes de cooperación.
1. Las solicitudes de cooperación jurídica internacional deberán especificar:
a) La autoridad requirente y, si fuere conocida, la autoridad requerida, con indicación de 

todos los datos disponibles, en particular de la dirección postal y electrónica.
b) El nombre y la dirección de las partes y, en su caso, de sus representantes 

procesales.
c) El nombre y la dirección de la persona a quien se refiera la diligencia, y cuantos datos 

adicionales de identificación fueren conocidos y necesarios para el cumplimiento de la 
solicitud.

d) El proceso judicial y el objeto del mismo, así como una exposición sumaria de los 
hechos.

e) Una descripción detallada de la diligencia solicitada y de las resoluciones o decisiones 
en que se fundamente.

f) Los documentos debidamente traducidos y, en su caso, debidamente legalizados o 
apostillados, así como una relación detallada de los mismos.

g) Caso de estar sujeta la diligencia solicitada a plazo o ser de urgente realización, la 
indicación de los plazos precisos para el cumplimiento y una motivación de las razones que 
justifican la urgencia.

2. La autoridad central española comprobará que la solicitud de cooperación reúne el 
contenido y los requisitos que señalan el apartado anterior y el artículo 11. Cuando la 
solicitud no reúna tales requisitos se devolverá a la autoridad requirente, indicando los 
motivos concretos de la devolución.

Artículo 11.  Idioma.
1. Las solicitudes de cooperación jurídica internacional, y sus documentos adjuntos, que 

se dirijan a una autoridad extranjera, deberán acompañarse de una traducción a una lengua 
oficial del Estado requerido o aceptada por éste.

2. Las solicitudes de cooperación jurídica internacional dirigidas a las autoridades 
españolas, y sus documentos adjuntos, deberán acompañarse de una traducción con arreglo 
al artículo 144 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 12.  Tramitación.
1. Las solicitudes de cooperación jurídica internacional acordadas por las autoridades 

españolas se enviarán mediante oficio a la autoridad central española que las transmitirá a 
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las autoridades competentes del Estado requerido, bien por vía diplomática o consular, bien 
a través de la autoridad central de dicho Estado si existiere y a ello no se opusiere su 
legislación. Podrán asimismo remitirse directamente por las autoridades españolas a las 
autoridades competentes del Estado requerido, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9, si 
ello estuviere previsto en su legislación.

2. Sin perjuicio de la posibilidad de comunicaciones judiciales directas, las solicitudes de 
cooperación jurídica internacional acordadas por autoridades extranjeras se transmitirán a la 
autoridad central española, que las remitirá a las autoridades españolas competentes para 
su ejecución.

3. La transmisión podrá realizarse por cualquier medio que garantice la seguridad y 
confidencialidad de las comunicaciones y que los documentos son auténticos y legibles.

4. Una vez ejecutadas, las solicitudes se devolverán por la vía de transmisión utilizada 
para cursarlas.

Artículo 13.  Procedimiento de ejecución.
Las solicitudes de cooperación jurídica internacional se ejecutarán sin dilación conforme 

a las normas procesales españolas. Excepcionalmente y a solicitud de la autoridad 
extranjera requirente podrán aceptarse formalidades o procedimientos especiales, si ello es 
compatible con la legislación española y resulta practicable.

Artículo 14.  Motivos de denegación.
1. Las autoridades judiciales españolas denegarán las solicitudes de cooperación jurídica 

internacional cuando:
a) El objeto o finalidad de la cooperación solicitada sea contrario al orden público.
b) El proceso de que dimane la solicitud de cooperación sea de la exclusiva competencia 

de la jurisdicción española.
c) El contenido del acto a realizar no corresponda a las atribuciones propias de la 

autoridad judicial española requerida. En su caso, ésta podrá remitir la solicitud a la 
autoridad competente, informando de ello a la autoridad requirente.

d) La solicitud de cooperación internacional no reúna el contenido y requisitos mínimos 
exigidos por esta ley para su tramitación.

e) Se cumpla el supuesto recogido en el apartado 2 del artículo 3.
2. Se comunicará a las autoridades requirentes la resolución motivada por la que se 

deniegue la solicitud de cooperación.

Artículo 15.  Ejecución por funcionarios diplomáticos y consulares españoles de diligencias 
procesales.

1. Las diligencias que resulten de un procedimiento tramitado ante la autoridad judicial 
española podrán ser ejecutadas en el extranjero por funcionario diplomático o consular 
español siempre que no impliquen coacción, la ley española no requiera de modo 
inexcusable la presencia de autoridad judicial, hayan de realizarse en la demarcación 
consular y a ello no se oponga la legislación del Estado receptor.

2. En estos casos, la autoridad judicial española elevará oficio a la autoridad central 
española para que ésta traslade la solicitud al Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, que la hará llegar al funcionario diplomático o consular español encargado de 
su ejecución.

Artículo 16.  Desplazamiento al extranjero de jueces, magistrados, fiscales, secretarios 
judiciales y funcionarios al servicio de la Administración de Justicia y de otro personal.

Las autoridades españolas están habilitadas, con carácter general, para desplazarse a 
un Estado extranjero con el fin de llevar a cabo o intervenir en las diligencias procesales que 
deban practicar en dicho Estado. Estos desplazamientos se ajustarán, en todo caso, a lo 
previsto por la legislación específica.
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Artículo 17.  Medios técnicos y electrónicos.
1. Podrá solicitarse la utilización de cualesquiera medios técnicos y electrónicos de 

comunicación para la práctica de las diligencias de cooperación jurídica internacional que 
hayan de llevarse a cabo en el territorio de otro Estado.

2. Si en el órgano jurisdiccional del Estado requirente o requerido no se dispone de 
acceso a los indicados medios, serán admisibles cualesquiera acuerdos que permitan su 
facilitación.

Artículo 18.  Gastos, costas y asistencia jurídica gratuita.
1. Los gastos relativos al trámite y ejecución de las solicitudes de cooperación jurídica 

internacional serán a cargo de la autoridad requirente o en su caso de la parte a cuya 
instancia se realicen.

2. Respecto a las actuaciones procesales que se realicen por autoridades españolas, el 
interesado podrá solicitar las prestaciones que pudieran corresponderle conforme a la 
normativa sobre asistencia jurídica gratuita.

Cuando el solicitante de la cooperación esté exento del pago de los gastos de las 
actuaciones procesales, se aplicará lo previsto para quienes gocen del derecho a la 
asistencia jurídica gratuita.

3. La autoridad central española no estará obligada a asumir gasto alguno en relación 
con las solicitudes presentadas en virtud de lo dispuesto en este título ni, dado el caso, por 
los gastos derivados de la participación de un abogado, procurador u otro profesional 
requerido. La autoridad central española podrá solicitar una provisión de fondos.

Artículo 19.  Normativa general en materia de protección de datos.
1. Las solicitudes de cooperación jurídica internacional contendrán únicamente los datos 

personales necesarios para su ejecución. Los datos transmitidos no pueden usarse ni 
tratarse para fines no directamente relacionados con la solicitud sin la expresa autorización 
de la autoridad requirente.

2. Las solicitudes de cooperación jurídica internacional cursadas a instancias de un 
órgano jurisdiccional español harán constar que los datos personales contenidos en ellas se 
transmiten a los únicos efectos previstos en la solicitud, no pudiéndose usar o tratar para 
fines no directamente relacionados o derivados de aquélla sin la expresa autorización de la 
autoridad requirente.

3. El juez podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte, las salvaguardas necesarias 
para proteger la confidencialidad de los datos personales.

[ . . . ]
TÍTULO V

Del reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales y documentos 
públicos extranjeros, del procedimiento de exequátur y de la inscripción en 

Registros públicos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 41.  Ámbito de aplicación.
1. Serán susceptibles de reconocimiento y ejecución en España de conformidad con las 

disposiciones de este título las resoluciones extranjeras firmes recaídas en un procedimiento 
contencioso.

2. También serán susceptibles de reconocimiento y ejecución de conformidad con las 
disposiciones de este título las resoluciones extranjeras definitivas adoptadas en el marco de 
un procedimiento de jurisdicción voluntaria.
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3. Serán susceptibles de ejecución los documentos públicos extranjeros en los términos 
previstos en esta ley.

4. Sólo serán susceptibles de reconocimiento y ejecución las medidas cautelares y 
provisionales, cuando su denegación suponga una vulneración de la tutela judicial efectiva, y 
siempre que se hubieran adoptado previa audiencia de la parte contraria.

Artículo 42.  Procedimiento de exequátur.
1. El procedimiento para declarar a título principal el reconocimiento de una resolución 

judicial extranjera y, en su caso, para autorizar su ejecución se denominará procedimiento de 
exequátur.

2. El mismo procedimiento se podrá utilizar para declarar que una resolución extranjera 
no es susceptible de reconocimiento en España por incurrir en alguna de las causas de 
denegación previstas en el artículo 46.

Artículo 43.  Definiciones.
A los efectos de este título se entenderá por:
a) Resolución: cualquier decisión adoptada por un órgano jurisdiccional de un Estado, 

con independencia de su denominación, incluida la resolución por la cual el secretario 
judicial o autoridad similar liquide las costas del proceso.

b) Resolución firme: aquella contra la que no cabe recurso en el Estado de origen.
c) Órgano jurisdiccional: toda autoridad judicial o toda autoridad que tenga atribuciones 

análogas a las de las autoridades judiciales de un Estado, con competencia en las materias 
propias de esta ley.

d) Transacción judicial: todo acuerdo aprobado por un órgano jurisdiccional de un Estado 
o concluido ante un órgano jurisdiccional de un Estado en el curso del procedimiento.

e) Documento público: cualquier documento formalizado o registrado oficialmente con 
esta denominación en un Estado y cuya autenticidad se refiera a la firma y al contenido del 
instrumento, y haya sido establecida por una autoridad pública u otra autoridad habilitada a 
tal fin.

CAPÍTULO II
Del reconocimiento

Artículo 44.  Reconocimiento.
1. Se reconocerán en España las resoluciones extranjeras que cumplan con los 

requisitos previstos en las disposiciones de este título.
2. Cuando el reconocimiento de una resolución extranjera se plantee de forma incidental 

en un procedimiento judicial, el juez que conozca del mismo deberá pronunciarse respecto a 
dicho reconocimiento en el seno de cada procedimiento judicial según lo dispuesto en las 
leyes procesales. La eficacia del reconocimiento incidental quedará limitada a lo resuelto en 
el proceso principal y no impedirá que se solicite el exequátur de la resolución extranjera.

3. En virtud del reconocimiento la resolución extranjera podrá producir en España los 
mismos efectos que en el Estado de origen.

4. Si una resolución contiene una medida que es desconocida en el ordenamiento 
jurídico español, se adaptará a una medida conocida que tenga efectos equivalentes y 
persiga una finalidad e intereses similares, si bien tal adaptación no tendrá más efectos que 
los dispuestos en el Derecho del Estado de origen. Cualquiera de las partes podrá impugnar 
la adaptación de la medida.

Artículo 45.  Resoluciones extranjeras susceptibles de modificación.
1. Una resolución extranjera podrá ser modificada por los órganos jurisdiccionales 

españoles siempre que hubiera obtenido previamente su reconocimiento por vía principal o 
incidental con arreglo a las disposiciones de este título.
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2. Esto no impedirá que se pueda plantear una nueva demanda en un procedimiento 
declarativo ante los órganos jurisdiccionales españoles.

Artículo 46.  Causas de denegación del reconocimiento.
1. Las resoluciones judiciales extranjeras firmes no se reconocerán:
a) Cuando fueran contrarias al orden público.
b) Cuando la resolución se hubiera dictado con manifiesta infracción de los derechos de 

defensa de cualquiera de las partes. Si la resolución se hubiera dictado en rebeldía, se 
entiende que concurre una manifiesta infracción de los derechos de defensa si no se entregó 
al demandado cédula de emplazamiento o documento equivalente de forma regular y con 
tiempo suficiente para que pudiera defenderse.

c) Cuando la resolución extranjera se hubiere pronunciado sobre una materia respecto a 
la cual fueren exclusivamente competentes los órganos jurisdiccionales españoles o, 
respecto a las demás materias, si la competencia del juez de origen no obedeciere a una 
conexión razonable. Se presumirá la existencia de una conexión razonable con el litigio 
cuando el órgano jurisdiccional extranjero hubiere basado su competencia judicial 
internacional en criterios similares a los previstos en la legislación española.

d) Cuando la resolución fuera inconciliable con una resolución dictada en España.
e) Cuando la resolución fuera inconciliable con una resolución dictada con anterioridad 

en otro Estado, cuando esta última resolución reuniera las condiciones necesarias para su 
reconocimiento en España.

f) Cuando existiera un litigio pendiente en España entre las mismas partes y con el 
mismo objeto, iniciado con anterioridad al proceso en el extranjero.

2. Las transacciones judiciales extranjeras no se reconocerán cuando fueran contrarias 
al orden público.

Artículo 47.  Acciones colectivas.
1. Las resoluciones extranjeras dictadas en procedimientos derivados de acciones 

colectivas serán susceptibles de reconocimiento y ejecución en España. En particular, para 
su oponibilidad en España a afectados que no se hayan adherido expresamente será 
exigible que la acción colectiva extranjera haya sido comunicada o publicada en España por 
medios equivalentes a los exigidos por la ley española y que dichos afectados hayan tenido 
las mismas oportunidades de participación o desvinculación en el proceso colectivo que 
aquéllos domiciliados en el Estado de origen.

2. En estos casos, la resolución extranjera no se reconocerá cuando la competencia del 
órgano jurisdiccional de origen no se hubiera basado en un foro equivalente a los previstos 
en la legislación española.

Artículo 48.  Prohibición de revisión del fondo.
En ningún caso la resolución extranjera podrá ser objeto de una revisión en cuanto al 

fondo. En particular, no podrá denegarse el reconocimiento por el hecho de que el órgano 
judicial extranjero haya aplicado un ordenamiento distinto al que habría correspondido según 
las reglas del Derecho Internacional privado español.

Artículo 49.  Reconocimiento parcial.
Cuando la resolución extranjera se hubiere pronunciado sobre varias pretensiones y no 

pudiere reconocerse la totalidad del fallo, se podrá conceder el reconocimiento para uno o 
varios de los pronunciamientos.
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CAPÍTULO III
De la ejecución

Artículo 50.  Ejecución.
1. Las resoluciones judiciales extranjeras que tengan fuerza ejecutiva en el Estado de 

origen serán ejecutables en España una vez se haya obtenido el exequátur de acuerdo con 
lo previsto en este título.

2. El procedimiento de ejecución en España de las resoluciones extranjeras se regirá por 
las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil, incluyendo la caducidad de la acción 
ejecutiva.

3. Podrá solicitarse la ejecución parcial de una resolución.

Artículo 51.  Ejecución de transacciones judiciales.
Las transacciones judiciales extranjeras que hayan sido reconocidas se ejecutarán de 

conformidad con lo establecido en el artículo anterior.

CAPÍTULO IV
Del procedimiento judicial de exequátur

Artículo 52.  Competencia.
1. La competencia para conocer de las solicitudes de exequátur corresponde a los 

Juzgados de Primera Instancia del domicilio de la parte frente a la que se solicita el 
reconocimiento o ejecución, o de la persona a quien se refieren los efectos de la resolución 
judicial extranjera. Subsidiariamente, la competencia territorial se determinará por el lugar de 
ejecución o por el lugar en el que la resolución deba producir sus efectos, siendo 
competente, en último caso, el Juzgado de Primera Instancia ante el cual se interponga la 
demanda de exequátur.

2. La competencia de los Juzgados de lo Mercantil para conocer de las solicitudes de 
exequátur de resoluciones judiciales extranjeras que versen sobre materias de su 
competencia se determinará con arreglo a los criterios establecidos en el apartado 1.

3. Si la parte contra la que se insta el exequátur estuviera sometida a proceso concursal 
en España y la resolución extranjera tuviese por objeto algunas de las materias competencia 
del juez del concurso, la competencia para conocer de la solicitud de exequátur 
corresponderá al juez del concurso y se sustanciará por los trámites del incidente concursal.

4. El órgano jurisdiccional español controlará de oficio la competencia objetiva para 
conocer de estos procesos.

Artículo 53.  Asistencia jurídica gratuita.
Las partes en el proceso de exequátur podrán solicitar las prestaciones que pudieren 

corresponderles conforme a la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita.

Artículo 54.  Proceso.
1. El proceso de exequátur, en el que las partes deberán estar representadas por 

procurador y asistidas de letrado, se iniciará mediante demanda a instancia de cualquier 
persona que acredite un interés legítimo. La demanda de exequátur y la solicitud de 
ejecución podrán acumularse en el mismo escrito. No obstante, no se procederá a la 
ejecución hasta que se haya dictado resolución decretando el exequátur.

2. Podrá solicitarse la de adopción de medidas cautelares, con arreglo a las previsiones 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que aseguren la efectividad de la tutela judicial que se 
pretenda.

3. La demanda se habrá de dirigir contra aquella parte o partes frente a las que se quiera 
hacer valer la resolución judicial extranjera.

4. La demanda se ajustará a los requisitos del artículo 399 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y deberá ir acompañada, de:
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a) El original o copia auténtica de la resolución extranjera, debidamente legalizados o 
apostillados.

b) El documento que acredite, si la resolución se dictó en rebeldía, la entrega o 
notificación de la cédula de emplazamiento o el documento equivalente.

c) Cualquier otro documento acreditativo de la firmeza y fuerza ejecutiva en su caso de la 
resolución extranjera en el Estado de origen, pudiendo constar este extremo en la propia 
resolución o desprenderse así de la ley aplicada por el tribunal de origen.

d) Las traducciones pertinentes con arreglo al artículo 144 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.

5. La demanda y documentos presentados serán examinados por el secretario judicial, 
que dictará decreto admitiendo la misma y dando traslado de ella a la parte demandada para 
que se oponga en el plazo de treinta días. El demandado podrá acompañar a su escrito de 
oposición los documentos, entre otros, que permitan impugnar la autenticidad de la 
resolución extranjera, la corrección del emplazamiento al demandado, la firmeza y fuerza 
ejecutiva de la resolución extranjera.

6. El secretario judicial, no obstante, en el caso de que apreciase la falta de subsanación 
de un defecto procesal o de una posible causa de inadmisión, con arreglo a las leyes 
procesales españolas, procederá a dar cuenta al órgano jurisdiccional para que resuelva en 
plazo de diez días sobre la admisión en los casos en que estime falta de jurisdicción o de 
competencia o cuando la demanda adoleciese de defectos formales o la documentación 
fuese incompleta y no se hubiesen subsanado por el actor en el plazo de cinco días 
concedido para ello por el secretario judicial.

7. Formalizada la oposición o transcurrido el plazo para ello sin que la misma se haya 
formalizado, el órgano jurisdiccional resolverá por medio de auto lo que proceda en el plazo 
de diez días.

8. El Ministerio Fiscal intervendrá siempre en estos procesos, a cuyo efecto se le dará 
traslado de todas las actuaciones.

Artículo 55.  Recursos.
1. Contra el auto de exequátur solo cabe interponer recurso de apelación de conformidad 

con las previsiones de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Si el auto recurrido fuera estimatorio, el 
órgano jurisdiccional podrá suspender la ejecución o sujetar dicha ejecución a la prestación 
de la oportuna caución.

2. Contra la resolución dictada por la Audiencia Provincial en segunda instancia, la parte 
legitimada podrá interponer el recurso extraordinario por infracción procesal o el recurso de 
casación de conformidad con las previsiones de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

CAPÍTULO V
De los documentos públicos extranjeros

Artículo 56.  Ejecución de documentos públicos extranjeros.
1. Los documentos públicos expedidos o autorizados por autoridades extranjeras serán 

ejecutables en España si lo son en su país de origen y no resultan contrarios al orden 
público.

2. A efectos de su ejecutabilidad en España deberán tener al menos la misma o 
equivalente eficacia que los expedidos o autorizados por autoridades españolas.

Artículo 57.  Adecuación de instituciones jurídicas extranjeras.
Los notarios y funcionarios públicos españoles, cuando sea necesario para la correcta 

ejecución de documentos públicos expedidos o autorizados por autoridades extranjeras, 
podrán adecuar al ordenamiento español las instituciones jurídicas desconocidas en España, 
sustituyéndolas por otra u otras que tengan en nuestra legislación efectos equivalentes y 
persigan finalidades e intereses similares. Cualquier interesado podrá impugnar la 
adecuación efectuada directamente ante un órgano jurisdiccional.

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

§ 5  Ley de cooperación jurídica internacional en materia civil [parcial]

– 58 –



CAPÍTULO VI
De la inscripción en Registros públicos

Artículo 58.  Disposiciones generales.
El procedimiento registral, los requisitos legales y los efectos de los asientos registrales 

se someterán, en todo caso, a las normas del Derecho español.

Artículo 59.  Inscripción de resoluciones judiciales extranjeras.
1. No se requerirá procedimiento especial para la inscripción en los Registros españoles 

de la Propiedad, Mercantil y de Bienes Muebles de las resoluciones judiciales extranjeras 
que no admitan recurso con arreglo a su legislación, ya se trate de resoluciones judiciales 
firmes o de resoluciones de jurisdicción voluntaria definitivas. Si no fueren firmes o 
definitivas, solo podrán ser objeto de anotación preventiva.

2. Para la inscripción de las resoluciones judiciales extranjeras a que se refiere el 
apartado anterior, con carácter previo a la calificación del título inscribible, el registrador 
verificará la regularidad y la autenticidad formal de los documentos presentados y la 
inexistencia de las causas de denegación de reconocimiento previstas en el capítulo II del 
presente título, debiendo notificar su decisión, por correo, telegrama o cualquier otro medio 
técnico que permita dejar constancia de la recepción, de su fecha y del contenido de lo 
comunicado al presentante y a la parte frente a la que se pretende hacer valer la resolución 
extranjera, en el domicilio que conste en el Registro o en la resolución presentada, quienes 
en el plazo de veinte días podrán oponerse a tal decisión.

Cuando no hubiere podido practicarse la notificación en los domicilios indicados y, en 
todo caso, cuando el registrador adoptare una decisión contraria al reconocimiento 
incidental, se suspenderá la inscripción solicitada y el registrador remitirá a las partes al juez 
que haya de entender del procedimiento de reconocimiento a título principal regulado en este 
título; a instancia del presentante podrá extenderse anotación de suspensión del asiento 
solicitado.

3. Queda siempre a salvo la posibilidad de que el interesado recurra al proceso de 
exequátur previsto en este título.

Artículo 60.  Inscripción de documentos públicos extranjeros.
Los documentos públicos extranjeros extrajudiciales podrán ser inscritos en los registros 

públicos españoles si cumplen los requisitos establecidos en la legislación específica 
aplicable y siempre que la autoridad extranjera haya intervenido en la confección del 
documento desarrollando funciones equivalentes a las que desempeñan las autoridades 
españolas en la materia de que se trate y surta los mismos o más próximos efectos en el 
país de origen.

Artículo 61.  Adaptación.
1. Cuando la resolución o el documento público extranjero ordene medidas o incorpore 

derechos que resulten desconocidos en Derecho español, el registrador procederá a su 
adaptación, en lo posible, a una medida o derecho previstos o conocidos en el ordenamiento 
jurídico español que tengan efectos equivalentes y persigan una finalidad e intereses 
similares, si bien tal adaptación no tendrá más efectos que los dispuestos en el Derecho del 
Estado de origen. Antes de la inscripción, el registrador comunicará al titular del derecho o 
medida de que se trate la adaptación a realizar.

2. Cualquier interesado podrá impugnar la adaptación directamente ante un órgano 
jurisdiccional.

Disposición adicional primera.  Normas especiales en materia de cooperación jurídica 
internacional en materia civil y mercantil.

A los efectos de lo previsto en el artículo 2 de esta ley, tienen la consideración de normas 
especiales en materia de cooperación jurídica internacional en materia civil y mercantil, entre 
otras, las siguientes:
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a) Los artículos 199 a 230 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.
b) Los artículos 25 a 31 de la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción 

Internacional.
c) Los artículo 94 a 100 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.
d) El artículo 67, apartado 1, del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 

Consumidores y Usuarios y otras normas complementarias, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

e) El artículo 46 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.
f) Las normas de la Ley y Reglamento Hipotecarios, así como del Código de Comercio y 

del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del 
Registro Mercantil, reguladoras de la inscripción de documentos extranjeros en cuanto sean 
compatibles con lo dispuesto en esta ley.

g) Las normas de Derecho Internacional privado contenidas en la Ley de Jurisdicción 
Voluntaria.

[ . . . ]
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§ 6

Ley Orgánica 16/2015, de 27 de octubre, sobre privilegios e 
inmunidades de los Estados extranjeros, las Organizaciones 
Internacionales con sede u oficina en España y las Conferencias y 
Reuniones internacionales celebradas en España. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 258, de 28 de octubre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-11545

[ . . . ]
TÍTULO I

Inmunidades del Estado extranjero en España

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Inmunidad de jurisdicción

[ . . . ]
Sección 2.ª Excepciones a la inmunidad de jurisdicción del estado extranjero

[ . . . ]
Artículo 16.  Procesos relativos a los efectos de un convenio arbitral.

Cuando un Estado extranjero haya convenido con una persona natural o jurídica 
nacional de otro Estado la sumisión a arbitraje de toda controversia relativa a una 
transacción mercantil, salvo acuerdo de las partes en otro sentido en el convenio arbitral o 
en la cláusula compromisoria, el Estado no podrá hacer valer la inmunidad ante un órgano 
jurisdiccional español en un proceso relativo a:

a) La validez, interpretación o aplicación de la cláusula compromisoria o del convenio 
arbitral;

b) El procedimiento de arbitraje, incluido el nombramiento judicial de los árbitros;
c) La confirmación, la anulación o la revisión del laudo arbitral; o
d) El reconocimiento de los efectos de los laudos extranjeros.

[ . . . ]
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§ 7

Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de 
eficiencia del Servicio Público de Justicia. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 3, de 3 de enero de 2025
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2025-76

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas en materia de eficiencia procesal del Servicio Público de Justicia

CAPÍTULO I
Medios adecuados de solución de controversias en vía no jurisdiccional

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 2.  Concepto y caracterización de los medios adecuados de solución de 
controversias en vía no jurisdiccional.

A los efectos de esta ley, se entiende por medio adecuado de solución de controversias 
cualquier tipo de actividad negociadora, reconocida en esta u otras leyes, estatales o 
autonómicas, a la que las partes de un conflicto acuden de buena fe con el objeto de 
encontrar una solución extrajudicial al mismo, ya sea por sí mismas o con la intervención de 
una tercera persona neutral.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación de los medios adecuados de solución de controversias.
1. Las disposiciones de este título son de aplicación a los asuntos civiles y mercantiles, 

incluidos los conflictos transfronterizos. A estos efectos tendrán la consideración de 
conflictos transfronterizos los definidos en el artículo 3 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

En defecto de sometimiento expreso o tácito a lo dispuesto en este título, su regulación 
será aplicable cuando, al menos, una de las partes tenga su domicilio en España y la 
actividad negociadora se realice en territorio español.

2. Quedan excluidos, en todo caso, de lo dispuesto en este título las materias laboral, 
penal y concursal, así como los asuntos de cualquier naturaleza, con independencia del 
orden jurisdiccional ante el que deban ventilarse, en los que una de las partes sea una 
entidad perteneciente al sector público.
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Artículo 4.  Principio de autonomía privada en el desarrollo de los medios adecuados de 
solución de controversias.

1. Las partes son libres para convenir o transigir, a través de estos medios, sobre sus 
derechos e intereses, siempre que lo acordado no sea contrario a la ley, a la buena fe ni al 
orden público. Las partes pueden alcanzar acuerdos totales o parciales. En el caso de 
acuerdos parciales, las partes podrán presentar demanda para ejercitar sus pretensiones 
respecto a los extremos de la controversia en los que se mantenga la discrepancia.

No obstante, no podrán ser sometidos a medios adecuados de solución de 
controversias, ni aun por derivación judicial, los conflictos que versen sobre materias que no 
estén a disposición de las partes en virtud de la legislación aplicable, pero sí será posible su 
aplicación en relación con los efectos y medidas previstos en los artículos 102 y 103 del 
Código Civil, sin perjuicio de la homologación judicial del acuerdo alcanzado.

2. En ningún caso podrán aplicarse dichos medios de solución de controversias, a los 
conflictos de carácter civil que versen sobre alguna de las materias excluidas de la 
mediación, conforme a lo dispuesto en el apartado 9 del artículo 89 de la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Artículo 5.  Requisito de procedibilidad.
1. En el orden jurisdiccional civil, con carácter general, para que sea admisible la 

demanda se considerará requisito de procedibilidad acudir previamente a algún medio 
adecuado de solución de controversias de los previstos en el artículo 2. Para entender 
cumplido este requisito habrá de existir una identidad entre el objeto de la negociación y el 
objeto del litigio, aun cuando las pretensiones que pudieran ejercitarse, en su caso, en vía 
judicial sobre dicho objeto pudieran variar.

Se considerará cumplido este requisito si se acude previamente a la mediación, a la 
conciliación o a la opinión neutral de una persona experta independiente, si se formula una 
oferta vinculante confidencial o si se emplea cualquier otro tipo de actividad negociadora, 
reconocida en esta u otras leyes, estatales o autonómicas, pero que cumpla lo previsto en 
las secciones 1.ª y 2 ª, de este capítulo o en una ley sectorial. Singularmente, se considerará 
cumplido el requisito cuando la actividad negociadora se desarrolle directamente por las 
partes, o entre sus abogados o abogadas bajo sus directrices y con su conformidad, así 
como en los supuestos en que las partes hayan recurrido a un proceso de Derecho 
colaborativo.

2. Se exigirá actividad negociadora previa a la vía jurisdiccional como requisito de 
procedibilidad en todos los procesos declarativos del libro II y en los procesos especiales del 
libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, con excepción de los que 
tengan por objeto las siguientes materias:

a) la tutela judicial civil de derechos fundamentales;
b) la adopción de las medidas previstas en el artículo 158 del Código Civil;
c) la adopción de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad;
d) la filiación, paternidad y maternidad;
e) la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por quien 

haya sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute;
f) la pretensión de que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la demolición o derribo 

de obra, edificio, árbol, columna o cualquier otro objeto análogo en estado de ruina y que 
amenace causar daños a quien demande;

g) el ingreso de menores con problemas de conducta en centros de protección 
específicos, la entrada en domicilios y restantes lugares para la ejecución forzosa de 
medidas de protección de menores o la restitución o retorno de menores en los supuestos de 
sustracción internacional;

h) el juicio cambiario.
3. No será preciso acudir a un medio adecuado de solución de controversias para la 

interposición de una demanda ejecutiva, la solicitud de medidas cautelares previas a la 
demanda, la solicitud de diligencias preliminares ni para la iniciación de expedientes de 
jurisdicción voluntaria, con excepción de los expedientes de intervención judicial en los casos 
de desacuerdo conyugal y en la administración de bienes gananciales, así como de los de 
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intervención judicial en caso de desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad. Tampoco 
será preciso acudir a un medio adecuado de solución de controversias para presentar la 
petición de requerimiento europeo de pago conforme al Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por el que se establece un 
proceso monitorio europeo, o solicitar el inicio de un proceso europeo de escasa cuantía, 
conforme al Reglamento (CE) n.º 861/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de 
julio de 2007, por el que se establece un proceso europeo de escasa cuantía.

4. La iniciativa de acudir a los medios adecuados de solución de controversias puede 
proceder de una de las partes, de ambas de común acuerdo o bien de una decisión judicial o 
del letrado o la letrada de la Administración de Justicia de derivación de las partes a este tipo 
de medios.

Para el caso de que todas las partes plantearan acudir a un medio adecuado de solución 
de controversias y no existiera acuerdo sobre cuál de ellos utilizar, se empleará aquel que se 
haya propuesto antes temporalmente.

Artículo 6.  Asistencia letrada.
1. Las partes podrán acudir a cualquiera de los medios adecuados de solución de 

controversias asistidas de abogado.
2. Únicamente será preceptiva la asistencia letrada a las partes cuando se utilice como 

medio adecuado de solución de controversias la formulación de una oferta vinculante, 
excepto cuando la cuantía del asunto controvertido no supere los dos mil euros o bien 
cuando una ley sectorial no exija la intervención de letrado o letrada para la realización o 
aceptación de la oferta.

3. En los casos en que no siendo preceptiva la asistencia letrada, cualquiera de las 
partes pretendiera servirse de ella, lo hará constar así en el requerimiento o en el plazo de 
tres días desde la fecha de recepción de la propuesta por la parte requerida. En ambos 
casos, deberá comunicarse tal circunstancia a la otra parte para que pueda decidir valerse 
también de asistencia letrada en el plazo de los tres días siguientes a la recepción de la 
notificación.

Artículo 7.  Efectos de la apertura del proceso de negociación y de su terminación sin 
acuerdo.

1. La solicitud de una de las partes dirigida a la otra para iniciar un procedimiento de 
negociación a través de un medio adecuado de solución de controversias, en la que se 
defina adecuadamente el objeto de la negociación, interrumpirá la prescripción o suspenderá 
la caducidad de acciones desde la fecha en la que conste el intento de comunicación de 
dicha solicitud a la otra parte en el domicilio personal o lugar de trabajo que le conste a la 
persona solicitante, o bien a través del medio de comunicación electrónico empleado por las 
partes en sus relaciones previas.

La interrupción o la suspensión se prolongará hasta la fecha de la firma del acuerdo o de 
la terminación del proceso de negociación sin acuerdo.

El cómputo de los plazos se reiniciará o reanudará respectivamente en el caso de que no 
se mantenga la primera reunión dirigida a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta 
por escrito en el plazo de treinta días naturales a contar desde la fecha de recepción de la 
solicitud de negociación por la parte a la que se dirige, o desde la fecha del intento de 
comunicación, si dicha recepción no se produce.

En el caso de que alguna propuesta concreta de acuerdo no tenga respuesta por la 
contraparte en el plazo de treinta días naturales desde la fecha de recepción, se reiniciará o 
reanudará respectivamente el cómputo de plazos.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, en el caso de que intervenga 
una tercera persona neutral, se seguirán las siguientes reglas:

a) en el caso de intervenir una persona mediadora, se estará a lo dispuesto por el 
artículo 4 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles.

b) en el caso de intervenir una persona conciliadora, la solicitud de inicio de la 
conciliación interrumpirá la prescripción o suspenderá la caducidad de acciones desde la 
fecha en la que conste la recepción de dicha solicitud por la persona conciliadora, 
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reiniciándose o reanudándose, respectivamente, el cómputo de los plazos en el caso de que 
en el plazo de quince días naturales desde la fecha de la recepción de la solicitud por la 
persona conciliadora no se hubiese intentado por esta la comunicación con la otra parte, así 
como en el caso de que en el plazo de quince días naturales desde la recepción de la 
propuesta por la parte a la que se dirige la solicitud de conciliación, o desde la fecha de 
intento de la comunicación si dicha recepción no se produce, no se mantenga la primera 
reunión dirigida a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta por escrito.

En caso de que se abra la conciliación, la interrupción o la suspensión se prolongará 
hasta la fecha de la firma del acuerdo o cuando se produzca la terminación de la 
conciliación.

c) en el caso de intervenir una persona experta independiente, se interrumpirá la 
prescripción o suspenderá la caducidad de acciones desde la fecha de la designación de 
mutuo acuerdo de la persona experta, reiniciándose o reanudándose respectivamente el 
cómputo de los plazos a partir de la fecha de aceptación del acuerdo final por todas las 
partes o de emisión de la certificación prevista en el artículo 18.5.

d) en el caso de intervenir un letrado o letrada de la Administración de Justicia, se estará 
a lo dispuesto por la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, respecto a la 
suspensión de la caducidad y la interrupción de la prescripción, que se aplicará 
supletoriamente en los casos de intervención como conciliador de un notario o notaria, 
registrador o registradora.

3. En el caso de que la solicitud inicial de negociación no tenga respuesta o bien de que 
el proceso negociador finalice sin acuerdo, las partes deberán formular la demanda dentro 
del plazo de un año a contar, respectivamente, desde la fecha de recepción de la solicitud de 
negociación por la parte a la que se haya dirigido la misma o, en su caso, desde la fecha de 
terminación del proceso de negociación sin acuerdo, para que pueda entenderse cumplido el 
requisito de procedibilidad.

Si se hubieran acordado medidas cautelares durante la tramitación del proceso 
negociador, las partes deberán presentar la demanda ante el mismo tribunal que conoció de 
aquellas en los veinte días siguientes desde la terminación del proceso negociador sin 
acuerdo o desde la fecha en que deba entenderse finalizado el proceso de negociación sin 
acuerdo conforme a esta ley.

Si las medidas cautelares se hubieran acordado antes del inicio del proceso negociador, 
el plazo de veinte días para presentar la demanda se suspenderá y reanudará, 
respectivamente, en los términos previstos en el apartado 1.

4. Si se iniciara un proceso judicial con el mismo objeto que el de la previa actividad 
negociadora intentada sin acuerdo, los tribunales deberán tener en consideración la 
colaboración de las partes respecto a la solución consensuada y el eventual abuso del 
servicio público de Justicia al pronunciarse sobre las costas o en su tasación, y asimismo 
para la imposición de multas o sanciones previstas, todo ello en los términos establecidos en 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 8.  Actuaciones desarrolladas por medios telemáticos.
1. Las partes podrán acordar que todas o alguna de las actuaciones de negociación en el 

marco de un medio adecuado de solución de controversias, se lleven a cabo por medios 
telemáticos, por videoconferencia u otro medio análogo de transmisión de la voz o la imagen, 
siempre que quede garantizada la identidad de los intervinientes y el respeto a las normas 
previstas en este título y, en su caso, a la normativa de desarrollo específicamente 
contemplada para la mediación.

2. Cuando el objeto de controversia sea una reclamación de cantidad que no exceda de 
seiscientos euros se desarrollará preferentemente por medios telemáticos, salvo que el 
empleo de éstos no sea posible para alguna de las partes.

Artículo 9.  Confidencialidad y protección de datos.
1. El proceso de negociación y la documentación utilizada en el mismo son 

confidenciales, salvo la información relativa a si las partes acudieron o no al intento de 
negociación previa y al objeto de la controversia.
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La obligación de confidencialidad se extiende a las partes, a los abogados o abogadas 
intervinientes y, en su caso, a la tercera persona neutral que intervenga, que quedarán 
sujetos al deber y derecho de secreto profesional, de modo que ninguno de ellos podrá 
revelar la información que hubieran podido obtener derivada del proceso de negociación.

2. En particular, las partes, los abogados o abogadas y la tercera persona neutral no 
podrán declarar o aportar documentación derivada del proceso de negociación o relacionada 
con el mismo ni ser obligados a ello en un procedimiento judicial o en un arbitraje, excepto:

a) Cuando todas las partes de manera expresa y por escrito se hayan dispensado 
recíprocamente o al abogado o abogada o a la tercera persona neutral del deber de 
confidencialidad.

b) Cuando se esté tramitando la impugnación de la tasación de costas y solicitud de 
exoneración o moderación de las mismas según lo previsto en el artículo 245 de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y a esos únicos fines, sin que pueda utilizarse 
para otros diferentes ni en procesos posteriores.

c) Cuando, mediante resolución judicial motivada, sea solicitada por los jueces y juezas 
del orden jurisdiccional penal.

d) Cuando sea necesario por razones de orden público, en particular cuando así lo 
requiera la protección del interés superior del menor o la prevención de daños a la integridad 
física o psicológica de una persona.

En consecuencia, y salvo dichas excepciones, si se pretendiese por alguna de las partes 
la aportación como prueba en el proceso de la información confidencial, no será admitida por 
los tribunales por aplicación de lo dispuesto en el artículo 283.3 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil.

3. En caso de que se revele información o se aporte documentación en infracción de lo 
dispuesto en este artículo, la autoridad judicial la inadmitirá y dispondrá que no se incorpore 
al expediente, sin perjuicio, además, de la responsabilidad que dicha infracción genere en 
los términos previstos en el ordenamiento jurídico.

4. Los tratamientos de datos de carácter personal de las personas físicas se realizarán 
con estricta sujeción a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de 
datos), y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales.

Artículo 10.  Acreditación del intento de negociación y terminación del proceso sin acuerdo.
1. A los efectos de acreditar que se ha intentado una actividad negociadora previa y 

cumplir el requisito de procedibilidad, dicha actividad negociadora o el intento de la misma 
deberá ser recogida documentalmente.

2. Si no hubiera intervenido una tercera persona neutral, la acreditación se cumplirá 
mediante cualquier documento firmado por ambas partes en el que se deje constancia de la 
identidad de las mismas y, en su caso, de las personas profesionales o expertas que hayan 
participado asesorándolas, la fecha, el objeto de la controversia, la fecha de la reunión o 
reuniones mantenidas, en su caso, y la declaración responsable de que las dos partes han 
intervenido de buena fe en el proceso. En su defecto, podrá acreditarse el intento de 
negociación mediante cualquier documento que pruebe que la otra parte ha recibido la 
solicitud o invitación para negociar o, en su caso, la propuesta, en qué fecha, y que ha 
podido acceder a su contenido íntegro.

3. En el caso de que haya intervenido una tercera persona neutral gestionando la 
actividad negociadora, esta deberá expedir, a petición de cualquiera de las partes, un 
documento en el que deberá hacer constar:

a) La identidad del tercero, su cualificación, colegio profesional, institución a la que 
pertenece o registro en el que esté inscrito.

b) La identidad de las partes.
c) El objeto de la controversia.
d) La fecha de la reunión o reuniones mantenidas.
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e) La declaración solemne de que las dos partes han intervenido de buena fe en el 
proceso, para que surta efectos ante la autoridad judicial correspondiente.

En caso de que alguna de las partes no hubiese comparecido o hubiese rehusado la 
invitación a participar en la actividad negociadora, se consignará dicha circunstancia y, en su 
caso, la forma en la que se ha realizado la citación efectiva, la justificación de haber sido 
realizada, y la fecha de recepción de la misma.

4. Se entenderá que se ha producido la terminación del proceso sin acuerdo:
a) Si transcurrieran treinta días naturales a contar desde la fecha de recepción de la 

solicitud inicial de negociación por la otra parte y no se mantuviera la primera reunión o 
contacto dirigido a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta por escrito.

b) Si, una vez iniciada la actividad negociadora, transcurrieran treinta días desde que 
una de las partes haga una propuesta concreta de acuerdo a la otra, sin que se alcance 
acuerdo ni se obtenga respuesta por escrito. El plazo de treinta días comenzará a contar 
desde la fecha de recepción de la propuesta concreta de acuerdo.

c) Si transcurrieran tres meses desde la fecha de celebración de la primera reunión sin 
que se hubiera alcanzado un acuerdo. No obstante lo anterior, las partes tienen derecho a 
continuar de mutuo acuerdo con la actividad negociadora más allá de dicho plazo.

d) Si cualquiera de las partes se dirige por escrito a la otra dando por terminadas las 
negociaciones, quedando constancia del intento de comunicación de ser esa su voluntad.

Artículo 11.  Honorarios de los profesionales que intervengan.
1. Cuando las partes acudan al proceso negociador asistidas por sus abogados o 

abogadas habrán de abonar los respectivos honorarios, salvo que se tenga derecho al 
beneficio de justicia gratuita.

2. Se asegurará la existencia de mecanismos públicos para la solución de conflictos de 
acceso gratuito para las partes. Si las partes deciden optar por otros mecanismos en el caso 
de que intervenga una tercera persona neutral, sus honorarios profesionales serán objeto de 
acuerdo previo con las partes intervinientes. Si la parte invitada a participar en el proceso 
negociador no acepta la intervención de la tercera persona neutral propuesta unilateralmente 
por la otra parte, deberá esta abonar íntegramente, de haberlos, los honorarios devengados 
hasta ese momento por la tercera persona neutral.

Sección 2.ª De los efectos de la actividad negociadora

Artículo 12.  Formalización del acuerdo.
1. En el documento que recoja el acuerdo se deberá hacer constar la identidad y el 

domicilio de las partes y, en su caso, la identidad de sus abogadas y abogados y de la 
tercera persona neutral que haya intervenido, el lugar y fecha en que se suscribe, las 
obligaciones que cada parte asume y que se ha seguido un procedimiento de negociación 
ajustado a las previsiones de esta ley.

2. El acuerdo deberá firmarse por las partes y, en su caso, por sus representantes, y 
cada una de ellas tendrá derecho a obtener una copia. Si interviene una tercera persona 
neutral esta entregará un ejemplar a cada una de las partes y deberá reservarse otro 
ejemplar para su conservación.

3. Las partes podrán compelerse recíprocamente a elevar el acuerdo alcanzado a 
escritura pública.

De no atender la parte requerida la solicitud de elevación del acuerdo alcanzado a 
escritura pública, podrá otorgarse unilateralmente por la parte solicitante, debiendo hacerse 
la solicitud por medio del notario autorizante del instrumento público y dejar constancia en él.

No será necesaria la presencia del tercero neutral en el acto de otorgamiento de la 
escritura.

4. Los gastos de otorgamiento de escrituras serán abonados según lo acordado por las 
partes. En defecto de acuerdo, serán pagados por la parte que solicite la elevación a 
escritura pública, sin perjuicio de la repercusión como costas que, en su caso, pudiera 
producirse en el proceso de ejecución de conformidad con lo establecido en la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, teniendo la consideración de derechos arancelarios.
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5. Para llevar a cabo la elevación a escritura pública del acuerdo, el notario verificará el 
cumplimiento de los requisitos exigidos en esta ley y que su contenido no es contrario a 
Derecho.

6. Cuando el acuerdo haya de ejecutarse en otro Estado, además de la elevación a 
escritura pública será necesario el cumplimiento de los requisitos que, en su caso, puedan 
exigir los convenios internacionales en que España sea parte y las normas de la Unión 
Europea.

7. Cuando así lo exija la ley o el acuerdo se hubiere alcanzado en un proceso de 
negociación al que se hubiera derivado por el tribunal en el seno del proceso judicial, las 
partes podrán solicitar del tribunal su homologación.

Artículo 13.  Validez y eficacia del acuerdo.
1. El acuerdo puede versar sobre una parte o sobre la totalidad de las materias 

sometidas a negociación. El acuerdo alcanzado será vinculante para las partes, que no 
podrán presentar demanda con igual objeto. Contra lo convenido en dicho acuerdo solo 
podrá ejercitarse la acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos, sin perjuicio 
de la oposición que pueda plantearse, en su caso, en el proceso de ejecución.

2. Para que tenga valor de título ejecutivo el acuerdo habrá de ser elevado a escritura 
pública, o ser homologado judicialmente cuando proceda en los términos previstos en el 
artículo anterior, o bien constar en la certificación a que se refiere el artículo 103 bis de la 
Ley Hipotecaria si es consecuencia de una conciliación registral.

Sección 3.ª De las diferentes modalidades de negociación previa a la vía 
jurisdiccional

Artículo 14.  Medios adecuados de solución de controversias en vía no jurisdiccional con 
regulación especial.

1. A los efectos de cumplir el requisito de procedibilidad para la iniciación de la vía 
jurisdiccional, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5.1, las partes podrán acudir a 
cualquiera de las modalidades de negociación previa reguladas en este capítulo, a la 
mediación regulada en la Ley 5/2012, de 6 de julio, o a cualquier otro medio adecuado de 
solución de controversias previsto en otras normas. En particular, las partes podrán cumplir 
dicho requisito mediante la negociación directa o, en su caso, a través de sus abogados o 
abogadas, así como a través de un proceso de Derecho colaborativo.

2. La mediación se regirá por lo dispuesto en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación 
en asuntos civiles y mercantiles, y, en su caso, por la legislación autonómica que resulte de 
aplicación. No obstante, a efectos de lo dispuesto en esta ley, la mediación es uno de los 
medios adecuados de solución de controversias con el que se podrá cumplir el requisito de 
procedibilidad al que se refiere el artículo 5.1.

3. La conciliación ante notario se regirá por lo dispuesto en el capítulo VII del título VII de 
la Ley del Notariado, de 28 de mayo de 1862, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
5.1.

4. La conciliación ante el registrador se regirá por lo dispuesto en el título IV bis de la Ley 
Hipotecaria, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 5.1.

5. La conciliación ante el letrado o letrada de la Administración de Justicia se regirá por 
lo establecido en el título IX de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria.

6. La conciliación ante el juez o la jueza de paz se regirá por lo establecido en el artículo 
47 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y por el título IX de la Ley 
15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria.

Artículo 15.  Conciliación privada.
1. Toda persona física o jurídica que se proponga ejercitar las acciones legales que le 

corresponden en defensa de un derecho, puede requerir a una persona con conocimientos 
técnicos o jurídicos relacionados con la materia de que se trate, para que gestione una 
actividad negociadora tendente a alcanzar un acuerdo conciliatorio con la parte a la que se 
pretenda demandar.
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2. Para intervenir como persona conciliadora se precisa:
a) Estar inscrita como ejerciente en uno de los colegios profesionales de la abogacía, 

procura, graduados sociales, economistas, notariado o en el de registradores de la 
propiedad, así como, en su caso, en cualquier otro colegio que esté reconocido legalmente; 
o bien estar inscrita como persona mediadora en los registros correspondientes o pertenecer 
a instituciones de mediación debidamente homologadas.

b) Ser imparcial y guardar los deberes de confidencialidad y secreto profesional.
c) En el caso de que se trate de una sociedad profesional, deberá cumplir los requisitos 

establecidos en la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, y estar inscrita 
en el Registro de Sociedades Profesionales del colegio profesional que corresponda a su 
domicilio, debiendo cumplir la persona que actúe como conciliadora los requisitos exigidos 
en este precepto.

3. El encargo profesional al conciliador puede realizarse por las dos partes de mutuo 
acuerdo o solo por una de ellas. En el encargo se ha de expresar sucintamente, pero con la 
necesaria claridad, el contenido de la discrepancia objeto de conciliación, así como la 
identidad y circunstancias de la otra u otras partes. De la misma forma se procederá cuando 
sean las dos partes, de mutuo acuerdo, las que soliciten la intervención de la persona que 
hayan convenido para la realización de tal actividad. A efectos de comunicación entre el 
conciliador y las partes, se deberá indicar específicamente el teléfono, el correo electrónico a 
efectos de citaciones, así como, en su caso, el medio del que se dispone para la realización 
de los encuentros virtuales mediante videoconferencia.

4. La persona conciliadora debe aceptar de forma expresamente documentada la 
responsabilidad de la gestión leal, objetiva, neutral e imparcial del encargo recibido. Estará 
sujeta a las responsabilidades que procedan por el ejercicio inadecuado de su función.

Artículo 16.  Funciones de la persona conciliadora.
Las funciones de la persona conciliadora son, esencialmente:
a) Realizar una sesión inicial informando a las partes de las posibles causas que puedan 

afectar a su imparcialidad, de su profesión, formación y experiencia; así como de las 
características de la conciliación, su coste, la organización del procedimiento y las 
consecuencias jurídicas del acuerdo que se pudiera alcanzar.

b) Gestionar por sí misma, o por las personas que le auxilien y le den soporte 
administrativo, la recepción de la solicitud, la invitación a la otra parte, la citación para las 
reuniones presenciales o virtuales que se precisen.

c) Documentar un acta de inicio de la conciliación, firmada por todas las partes, 
delimitando el objeto de la controversia, los honorarios y si las partes van a comparecer por 
sí mismas o asistidas de letrado, letrada o representante legal.

d) Presidir las reuniones de las partes y dirigir todos los trámites del proceso de 
conciliación, bien sea personalmente o por medio de instrumentos telemáticos.

e) Dar la palabra de forma ordenada y equitativa a cada una de las partes, pudiendo 
realizar las sesiones conjuntas o individuales que estime pertinentes.

f) Poner de manifiesto a las partes las dimensiones extrajurídicas de la controversia y las 
ventajas que pueden obtenerse si se alcanza un acuerdo razonable.

g) Formular directamente a las partes posibles soluciones e invitarlas a que formulen 
posibles propuestas de solución que construyan un eficaz acuerdo común.

h) En el caso de que exista acuerdo total o parcial de las partes en el desarrollo del 
proceso de conciliación, requerir a las abogadas y los abogados de las partes, si estuviesen 
participando en el proceso, para que supervisen el acuerdo.

i) Elaborar un acta final en el que se recoja la propuesta sobre la que existe acuerdo total 
o parcial y firmar en su calidad de persona conciliadora dicho acuerdo junto con las partes y 
sus abogados y abogadas o representantes legales si estuviesen participando en el proceso.

j) En caso de desacuerdo, emitir una certificación acreditativa de que se ha intentado sin 
efecto la conciliación.

k) Si la parte requerida ha rehusado participar en el proceso conciliador, hacerlo constar 
en el certificado que emita.
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Artículo 17.  Oferta vinculante confidencial.
1. Cualquier persona que, con ánimo de dar solución a una controversia, formule una 

oferta vinculante confidencial a la otra parte, queda obligada a cumplir la obligación que 
asume, una vez que la parte a la que va dirigida la acepta expresamente. Dicha aceptación 
tendrá carácter irrevocable.

2. La forma de remisión tanto de la oferta como de la aceptación ha de permitir dejar 
constancia de la identidad del oferente, de su recepción efectiva por la otra parte y de la 
fecha en la que se produce dicha recepción, así como de su contenido.

3. La oferta vinculante tendrá carácter confidencial en todo caso, siéndole de aplicación 
lo dispuesto en el artículo 9.

4. En el caso de que la oferta vinculante sea rechazada, o no sea aceptada 
expresamente por la otra parte en el plazo de un mes o en cualquier otro plazo mayor 
establecido por la parte requirente, la oferta vinculante decaerá y la parte requirente podrá 
ejercitar la acción que le corresponda ante el tribunal competente, entendiendo que se ha 
cumplido el requisito de procedibilidad. Basta en este caso acreditar la remisión de la oferta 
a la otra parte por manifestación expresa en el escrito de demanda o en la contestación a la 
misma, en su caso, a cuyo documento procesal se ha de acompañar el justificante de 
haberla enviado y de que la misma ha sido recibida por la parte requerida, sin que pueda 
hacerse mención a su contenido.

Artículo 18.  Opinión de persona experta independiente.
1. Las partes, con objeto de resolver una controversia, podrán designar de mutuo 

acuerdo a una persona experta independiente para que emita una opinión no vinculante 
respecto a la materia objeto de conflicto. Las partes estarán obligadas a entregar a la 
persona experta toda la información y pruebas de que dispongan sobre el objeto 
controvertido.

2. El dictamen podrá versar sobre cuestiones jurídicas o sobre cualquier otro aspecto 
técnico relacionado con la capacitación profesional del experto. Dicho dictamen, ya se emita 
antes de iniciarse un proceso judicial o durante la tramitación del mismo, tendrá carácter 
confidencial con los efectos previstos en el artículo 9.

3. Emitido el dictamen o la opinión no vinculante del experto, las partes dispondrán de un 
plazo de diez días hábiles desde su comunicación para hacer recomendaciones, 
observaciones o propuestas de mejora con el fin de aceptar la opinión escrita propuesta por 
el experto.

4. En el caso de que las conclusiones del dictamen fuesen aceptadas por todas las 
partes, el acuerdo se consignará en los términos previstos en el artículo 12 y tendrá los 
efectos previstos en el artículo 13.

5. En los casos en los que no se haya aceptado el dictamen por alguna de las partes o 
por ninguna de ellas, el experto designado extenderá a cada una de las partes una 
certificación de que se ha intentado llegar a un acuerdo por esta vía a los efectos de tener 
por cumplido el requisito de procedibilidad.

6. La persona experta deberá acreditar que está en posesión de los títulos oficiales que 
garanticen los conocimientos técnicos sobre la materia objeto de su informe. Su actuación 
deberá ser diligente y seguir los estándares propios de la actuación profesional que haya 
sido encomendada.

Al emitir su informe, todo experto deberá manifestar, bajo juramento o promesa de decir 
verdad, que ha actuado y, en su caso, actuará con la mayor objetividad posible, tomando en 
consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de causar perjuicio 
a cualquiera de las partes.

Artículo 19.  Proceso de Derecho colaborativo.
1. Las partes podrán acudir a un proceso de Derecho colaborativo, por el que, 

acompañadas y asesoradas cada una de ellas por una o un profesional de la abogacía 
ejerciente y con colegiación en un Colegio de la Abogacía, acreditado en Derecho 
colaborativo, y con la intervención, en su caso, de terceras personas neutrales expertas en 
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las diferentes materias sobre las que verse la controversia o facilitadoras de la 
comunicación, buscaran la solución consensuada, total o parcial, a su controversia.

2. Los principios fundamentales del proceso colaborativo son: la buena fe, la negociación 
sobre intereses, la transparencia, la confidencialidad, el trabajo en equipo entre las partes, 
sus abogadas y abogados y las terceras personas expertas neutrales que pudieran, en su 
caso, participar, así como la renuncia a tribunales por parte de los y las profesionales de la 
abogacía que hayan intervenido en el proceso, caso de no conseguirse una solución, total o 
parcial, de la controversia.

3. Tras un proceso colaborativo, los profesionales de la abogacía que hayan intervenido 
en el mismo redactarán un acta final por el que se haga constar las partes, profesionales 
intervinientes, sesiones llevadas a cabo, así como los acuerdos adoptados y las cuestiones 
sobre las que no haya sido posible alcanzar un acuerdo entre las partes.

[ . . . ]
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§ 8

Instrumento de Ratificación del Convenio para la unificación de 
ciertas reglas para el transporte aéreo internacional, hecho en 

Montreal el 28 de mayo de 1999. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 122, de 20 de mayo de 2004
Última modificación: 27 de febrero de 2025

Referencia: BOE-A-2004-9347

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Responsabilidad del transportista y medida de la indemnización del daño

[ . . . ]
Artículo 33.  Jurisdicción.

1. Una acción de indemnización de daños deberá iniciarse, a elección del demandante, 
en el territorio de uno de los Estados Partes, sea ante el tribunal del domicilio del 
transportista o de su oficina principal, o del lugar en que tiene una oficina por cuyo conducto 
se ha celebrado el contrato, sea ante el tribunal del lugar de destino.

2. Con respecto al daño resultante de la muerte o lesiones del pasajero, una acción 
podrá iniciarse ante uno de los tribunales mencionados en el párrafo 1 de este artículo, o en 
el territorio de un Estado Parte en que el pasajero tiene su residencia principal y permanente 
en el momento del accidente y hacia y desde el cual el transportista explota servicios de 
transporte aéreo de pasajeros en sus propias aeronaves o en las de otro transportista con 
arreglo a un acuerdo comercial, y en que el transportista realiza sus actividades de 
transporte aéreo de pasajeros desde locales arrendados o que son de su propiedad o de 
otro transportista con el que tiene un acuerdo comercial.

3. Para los fines del párrafo 2.
a) «acuerdo comercial» significa un acuerdo, que no es un contrato de agencia, hecho 

entre transportistas y relativo a la provisión de sus servicios conjuntos de transporte aéreo de 
pasajeros;

b) «residencia principal y permanente» significa la morada fija y permanente del pasajero 
en el momento del accidente. La nacionalidad del pasajero no será el factor determinante al 
respecto.

4. Las cuestiones de procedimiento se regirán por la ley del tribunal que conoce el caso.
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Artículo 34.  Arbitraje.
1. Con sujeción a lo previsto en este artículo, las partes en el contrato de transporte de 

carga pueden estipular que toda controversia relativa a la responsabilidad del transportista 
prevista en el presente Convenio se resolverá por arbitraje. Dicho acuerdo se hará por 
escrito.

2. El procedimiento de arbitraje se llevará a cabo, a elección del reclamante, en una de 
las jurisdicciones mencionadas en el artículo 33.

3. El árbitro o el tribunal arbitral aplicarán las disposiciones del presente Convenio.
4. Las disposiciones de los párrafos 2 y 3 de este artículo se considerarán parte de toda 

cláusula o acuerdo de arbitraje, y toda condición de dicha cláusula o acuerdo que sea 
incompatible con dichas disposiciones será nula y de ningún efecto.

[ . . . ]
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§ 9

Ley Orgánica 5/1987, de 30 de julio, de Delegación de Facultades del 
Estado en las Comunidades Autónomas en relación con los 

transportes por carretera y por cable. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 182, de 31 de julio de 1987
Última modificación: 5 de julio de 2013

Referencia: BOE-A-1987-17800

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Delegación de facultades en materia de arbitraje

Artículo 12.  
Se delegan en las Comunidades Autónomas en las que las mismas hayan de estar 

radicadas, las funciones que la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres atribuye a 
las Juntas Arbitrales del Transporte. A estos efectos, el funcionamiento de las referidas 
Juntas dentro de las correspondientes Comunidades Autónomas se realizará respetando la 
organización, funciones y régimen jurídico establecidos en dicha Ley y en sus normas de 
desarrollo, pudiendo las Comunidades Autónomas, salvo que exista disposición específica 
del Estado, establecerlas en las localidades que consideren conveniente.

[ . . . ]
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§ 10

Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 182, de 31 de julio de 1987

Última modificación: 12 de noviembre de 2024
Referencia: BOE-A-1987-17803

[ . . . ]
TÍTULO I

Disposiciones comunes a los diferentes modos de transporte terrestre

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

Juntas Arbitrales del Transporte

Artículo 37.  
1. Como instrumento de protección y defensa de las partes intervinientes en el transporte 

se crean las Juntas Arbitrales del Transportes. Su competencia, organización, funciones y 
procedimiento se adecuarán a lo que en la presente Ley se dispone y a lo que se establezca 
en las normas de desarrollo de la misma.

Deberán en todo caso formar parte de las Juntas, miembros de la Administración, a los 
que corresponderá la presidencia, representantes de las empresas de transporte y 
representantes de los cargadores y usuarios.

2. El Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones, a través de la Dirección 
General de Transportes Terrestres, dirimirá los conflictos de atribuciones que puedan surgir 
entre las Juntas Arbitrales del Transporte.

Asimismo, dicho Ministerio asegurará la debida coordinación entre las Juntas Arbitrales 
del Transporte, facilitando el intercambio de información y ejerciendo cuantas otras funciones 
le sean atribuidas.

Artículo 38.  
1. Corresponde a las Juntas Arbitrales resolver, con los efectos previstos en la 

legislación general de arbitraje, las controversias de carácter mercantil surgidas en relación 
con el cumplimiento de los contratos de transporte terrestre cuando, de común acuerdo, 
sean sometidas a su conocimiento por las partes intervinientes u otras personas que 
ostenten un interés legítimo en su cumplimiento.
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Asimismo, les corresponderá resolver, en idénticos términos a los anteriormente 
previstos, las controversias surgidas en relación con los demás contratos celebrados por 
empresas transportistas y de actividades auxiliares y complementarias del transporte cuyo 
objeto esté directamente relacionado con la prestación por cuenta ajena de los servicios y 
actividades que, conforme a lo previsto en la presente Ley, se encuentran comprendidos en 
el ámbito de su actuación empresarial.

Se presumirá que existe el referido acuerdo de sometimiento al arbitraje de las Juntas 
siempre que la cuantía de la controversia no exceda de 15.000 euros y ninguna de las partes 
intervinientes en el contrato hubiera manifestado expresamente a la otra su voluntad en 
contra antes del momento en que se inicie o debiera haberse iniciado la realización del 
transporte o actividad contratado.

2. El Gobierno determinará reglamentariamente el procedimiento conforme al cual debe 
sustanciarse el arbitraje, debiendo caracterizarse por la simplificación de trámites y por la no 
exigencia de formalidades especiales.

3. Las Juntas Arbitrales realizarán, además de la función de arbitraje a la que se refieren 
los puntos anteriores, cuantas actuaciones les sean atribuidas.

Reglamentariamente se establecerá un procedimiento simplificado a través del que las 
Juntas Arbitrales del Transporte atenderán al depósito y, en su caso, enajenación de 
mercancías en los supuestos en que así corresponda de conformidad con lo dispuesto en la 
legislación reguladora del contrato de transporte terrestre.

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Conceptos y clases

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Los ferrocarriles de transporte público

Artículos 152 a 165.  
(Derogados)

[ . . . ]
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§ 11

Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes 

Terrestres. [Inclusión parcial]

Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones
«BOE» núm. 241, de 8 de octubre de 1990

Última modificación: 3 de julio de 2024
Referencia: BOE-A-1990-24442

TÍTULO I
Disposiciones comunes a los distintos modos de transporte

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Disposiciones relativas al cumplimiento del contrato de transporte

[ . . . ]
Sección 3.ª Juntas arbitrales del transporte

[ . . . ]
Artículo 8.  

1. Las Juntas Arbitrales del Transporte estarán compuestas por el presidente y por un 
mínimo de dos y un máximo de cuatro vocales, designados todos ellos por las comunidades 
autónomas a que se refiere el apartado 1 del artículo anterior, o, en su caso, por la Dirección 
General de Transportes por Carretera. Deberán, en todo caso, formar parte de las Juntas los 
dos Vocales representantes de los cargadores o usuarios y de las empresas del sector del 
transporte a que se refieren los apartados 3 y 4 de este artículo, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 9.7.

2. El Presidente y, en caso de estimarlo procedente, dos Vocales como máximo, serán 
designados entre personal de la Administración con conocimiento de las materias de 
competencia de la Junta. El Presidente habrá de ser Licenciado en Derecho.

3. Una de las dos vocalías obligatorias será ocupada por un representante de los 
cargadores o de los usuarios.

A tal efecto se designarán dos personas, que actuarán, respectivamente, en las 
controversias, según las mismas se refieran a transportes de viajeros o de mercancías; la 
primera de ellas será nombrada a propuesta de las asociaciones representativas de los 
usuarios y la segunda de las asociaciones representativas de los cargadores o de la Cámara 
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Oficial de Comercio, Industria y Navegación correspondiente, según determine el órgano 
competente para realizar la designación.

4. La vocalía obligatoria restante será ocupada por el representante de las empresas de 
transporte o de actividades auxiliares y complementarias de éste.

A tal efecto podrán designarse varias personas en representación de los diversos 
sectores del transporte, que no podrán exceder de los que constituyan sección 
independiente en el Comité Nacional del Transporte por Carretera, existiendo como mínimo 
un representante del sector de las empresas de transporte de viajeros y otro del de 
mercancías. Se designará, asimismo, al menos un representante de las empresas de 
transporte por ferrocarril y podrá designarse otro de las empresas de transporte por cable.

Según determine el órgano competente, el nombramiento de las personas a que se 
refiere el párrafo anterior se realizará a propuesta del órgano institucionalizado de 
representación de las empresas de transporte existentes, en su caso, en el territorio de la 
comunidad autónoma de que se trate, de las asociaciones representativas del sector en 
dicho territorio o del Comité Nacional del Transporte por Carretera y de RENFE o, en su 
caso, otras empresas ferroviarias.

5. Las distintas personas a que se refiere el punto anterior actuarán según cual fuere el 
sector del transporte al que se refiera la controversia. Cuando el conflicto se suscite entre 
dos Empresas transportistas o de actividades auxiliares y complementarias del transporte, 
no actuará el Vocal representante de los cargadores o usuarios a que se refiere el punto 3, 
siendo las dos vocalías obligatorias ocupadas por los representantes de los dos sectores a 
que correspondan las Empresas en conflicto, cuando éstos fueren diferentes y estuvieran 
designados representantes distintos para ambas o actuando solamente el único Vocal 
competente cuando no se den estas últimas circunstancias.

6. El órgano competente sobre cada Junta de Arbitraje del Transporte designará 
asimismo el Secretario de ésta, pudiendo recaer dicho cargo en uno de los Vocales 
miembros de la Administración que, en su caso, existan. Se adscribirá a la Secretaría de la 
Junta el personal auxiliar que, resulte preciso para el funcionamiento de la Junta.

Podrán designarse miembros suplentes, tanto del Presidente como de los Vocales y 
Secretario de las Juntas.

7. En las controversias que puedan surgir entre los empresarios del sector y los usuarios 
definidos por el artículo primero, apartados 2 y 3, de la Ley 26/1984, de 19 de junio, General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, las Juntas Arbitrales estarán compuestas 
por un Presidente y dos vocalías, que serán designadas de la forma siguiente: El Presidente 
y una vocalía según lo establecido en los apartados 1 y 4 de este artículo, y la otra vocalía 
será ocupada por un representante de las Asociaciones de Consumidores y Usuarios, 
designado a propuesta del Consejo de Consumidores contemplado en los artículos 5.º y 
concordantes del Real Decreto 825/1990, de 22 de junio.

Artículo 9.  
1. La posibilidad de acción ante las Juntas para promover el arbitraje previsto en la letra 

a) del artículo 6 prescribirá en los mismos plazos en que se produciría si se tratara de una 
acción judicial que se plantease ante los Tribunales de justicia.

2. Las actuaciones arbitrales de las Juntas serán instadas por escrito firmado por el actor 
o sus representantes, en el que se expresará el nombre y domicilio del reclamante y de la 
persona contra la que se reclama, haciendo exposición de los fundamentos de hecho y de 
derecho en los que se justifique la reclamación, especificando de forma clara y precisa la 
petición y proponiendo las pruebas que se estimen pertinentes.

3. Por la secretaría de las Juntas será remitida copia de la reclamación a la parte contra 
la que se reclame, señalándose en ese mismo escrito fecha para la vista, que será 
comunicada también al demandante.

No obstante, el Presidente podrá acordar que se prescinda de la vista oral cuando la 
cuantía de la controversia no exceda de 100 euros. En ese supuesto, la secretaría de la 
Junta comunicará este acuerdo al reclamante y lo notificará a la parte contra la que se 
reclame, indicando a esta última que dispone de un plazo de diez días para formular las 
alegaciones que estime convenientes.
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4. En la vista, que será oral, las partes podrán alegar lo que a su derecho convenga y 
aportar o proponer las pruebas que estimen pertinentes. La Junta dictará su laudo, una vez 
oídas las partes y practicadas o recibidas las pruebas que considere oportunas, en el plazo 
previsto en la legislación general de arbitraje.

El presidente podrá decidir por sí solo cuestiones de ordenación, tramitación e impulso 
del procedimiento.

5. En el caso de que el reclamante o su representante no asistiera a la vista se le tendrá 
por desistido en su reclamación, a menos que el demandado se oponga a ello y la Junta le 
reconozca un interés legítimo en obtener una solución definitiva del litigio.

La inasistencia de la parte reclamada no impedirá la celebración de la vista ni que se 
dicte el laudo.

6. Para la comparecencia ante la Junta de Arbitraje no será necesaria la asistencia de 
abogado ni procurador.

Las partes podrán conferir su representación mediante escrito dirigido a la Junta de que 
se trate.

En relación con las notificaciones a las partes, que se realizarán por la secretaría de las 
Juntas, será de aplicación la legislación de procedimiento administrativo.

7. El laudo se acordará por mayoría simple de los miembros de la Junta, dirimiendo los 
empates el voto de calidad del presidente. La inasistencia de cualquiera de los miembros de 
la Junta, con excepción del presidente, no impedirá que se celebre la vista ni que se dicte el 
laudo.

8. Los laudos no requerirán formalidades especiales y tendrán los efectos previstos en la 
legislación general de arbitraje, procediendo únicamente contra ellos la acción de anulación 
y de revisión por las causas específicamente previstas en dicha legislación. Transcurridos 
veinte días desde que fuera dictado el laudo, podrá obtenerse su ejecución forzosa ante el 
órgano judicial competente, siendo en tal caso aplicables, asimismo, las previsiones de la 
legislación general de arbitraje.

9. Los arbitrajes a que se refiere este artículo serán gratuitos, sin perjuicio de la 
obligatoriedad de satisfacer los gastos generados por la práctica de pruebas.

El pago de las costas se regirá por lo dispuesto en la legislación general de arbitraje.
10. En lo no previsto en los apartados anteriores y en las normas de organización que, 

con el fin de homogeneizar y procurar la eficacia de su actuación, en su caso, determine el 
Ministro de Fomento, se aplicarán las reglas establecidas en la legislación general de 
arbitraje.

11. Las reglas procedimentales, en su caso, necesarias para la realización de las 
funciones de las Juntas previstas en las letras b), c) y d) del artículo 6, se determinarán por 
el Ministro de Fomento.

[ . . . ]
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§ 12

Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 180, de 25 de julio de 2014
Última modificación: 8 de julio de 2020

Referencia: BOE-A-2014-7877

[ . . . ]
TÍTULO IV

De los contratos de utilización del buque

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del contrato de fletamento

[ . . . ]
Sección 5.ª Del conocimiento de embarque

Subsección 1.ª Del conocimiento de embarque en soporte papel

[ . . . ]
Artículo 251.  Eficacia traslativa.

La transmisión del conocimiento de embarque producirá los mismos efectos que la 
entrega de las mercancías representadas, sin perjuicio de las acciones penales y civiles que 
correspondan a quien hubiese sido desposeído ilegítimamente de aquellas. El adquirente del 
conocimiento de embarque adquirirá todos los derechos y acciones del transmitente sobre 
las mercancías, excepción hecha de los acuerdos en materia de jurisdicción y arbitraje, que 
requerirán el consentimiento del adquirente en los términos señalados en el capítulo I del 
título IX.

[ . . . ]
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TÍTULO IX
Especialidades procesales

CAPÍTULO I
De las especialidades de jurisdicción y competencia

Artículo 468.  Cláusulas de jurisdicción y arbitraje.
Sin perjuicio de lo previsto en los convenios internacionales vigentes en España y en las 

normas de la Unión Europea, serán nulas y se tendrán por no puestas las cláusulas de 
sumisión a una jurisdicción extranjera o arbitraje en el extranjero, contenidas en los contratos 
de utilización del buque o en los contratos auxiliares de la navegación, cuando no hayan sido 
negociadas individual y separadamente.

En particular, la inserción de una cláusula de jurisdicción o arbitraje en el condicionado 
impreso de cualquiera de los contratos a los que se refiere el párrafo anterior no evidenciará, 
por sí sola, el cumplimiento de los requisitos exigidos en el mismo.

Artículo 469.  Criterios de atribución de competencia.
1. Salvo que las partes hayan introducido válidamente una cláusula de jurisdicción 

exclusiva o una cláusula de arbitraje, según lo establecido en este capítulo, se aplicarán los 
criterios previstos en este artículo.

2. En los contratos de utilización del buque, serán competentes, a elección del 
demandante, los tribunales del:

a) Domicilio del demandado.
b) Lugar de celebración del contrato.
c) Puerto de carga o descarga.
3. En los contratos auxiliares de la navegación, serán competentes, a elección del 

demandante, los Tribunales del:
a) Domicilio del demandado.
b) Lugar de celebración del contrato.
c) Lugar de prestación de los servicios.
4. Para conocer de la impugnación de la liquidación de avería gruesa, tanto la efectuada 

privadamente como la realizada por un notario con arreglo al correspondiente expediente de 
certificación pública, será competente el tribunal del lugar de finalización del transporte o el 
del lugar de arribada del buque, si este último fuese distinto.

CAPÍTULO II
Del embargo preventivo de buques

Artículo 470.  Naturaleza y regulación de la medida.
1. La medida cautelar de embargo preventivo de buques, tanto nacionales como 

extranjeros, se regulará por el Convenio Internacional sobre el Embargo Preventivo de 
Buques, hecho en Ginebra el 12 de marzo de 1999, por lo dispuesto en esta ley y, 
supletoriamente, por lo establecido en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 
Dicha medida conllevará necesariamente la inmovilización del buque en el puerto donde se 
encuentre.

2. En ningún caso podrá solicitarse el embargo preventivo para asegurar la ejecución de 
una sentencia ya recaída o de un laudo arbitral ya dictado.

3. Las disposiciones previstas en este capítulo son de aplicación a las embarcaciones.

[ . . . ]
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Artículo 474.  Embargo preventivo y sometimiento a jurisdicción extranjera.
Procederá también el embargo preventivo de un buque a los efectos de obtener una 

garantía aunque, en virtud de la existencia en el contrato u otro documento de una cláusula 
de arbitraje o de una cláusula de jurisdicción, el crédito marítimo por el que se solicita el 
embargo deba someterse al conocimiento de una jurisdicción extranjera o de un tribunal 
arbitral.

[ . . . ]
Artículo 479.  Jurisdicción sobre el fondo del litigio.

En aquellos casos en que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7 del Convenio 
Internacional sobre el Embargo Preventivo de Buques, los tribunales españoles no resulten 
competentes para conocer sobre el fondo del asunto relativo a un buque embargado en 
España, el tribunal que practicó el embargo deberá de oficio o a instancia de parte, fijar un 
plazo no menor de treinta días ni mayor de noventa para que el titular del crédito marítimo 
acredite el inicio de un procedimiento ante el tribunal judicial o arbitral competente. Si no se 
inicia el procedimiento dentro del plazo fijado, el juez acordará, a instancia de parte, la 
liberación del buque embargado o la cancelación de la garantía prestada.

[ . . . ]
TÍTULO X

Certificación pública de determinados expedientes de derecho marítimo

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Del depósito y venta de mercancías y equipajes en el transporte marítimo

[ . . . ]
Artículo 515.  Oposición al pago.

1. Si el titular de las mercancías o equipajes manifestara su oposición al pago en el acto 
del requerimiento o en las cuarenta y ocho horas siguientes, se depositará el remanente a 
resultas del juicio correspondiente. En este caso, el titular deberá presentar demanda o 
iniciar de otro modo el procedimiento judicial o arbitral ante el tribunal competente en el plazo 
de veinte días si se presentase ante un tribunal español y de treinta días si se presentase 
ante un tribunal extranjero, en ambos casos a contar desde la manifestación de la oposición.

De no presentarse la demanda en el plazo establecido el notario procederá a entregar el 
remanente al solicitante de acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del artículo anterior.

2. Cuando el depósito se hubiera evitado, o levantado, por la prestación de garantía 
suficiente por parte del destinatario, este deberá presentar su demanda en el plazo 
establecido en el apartado anterior que se contará desde su constitución. No haciéndolo así, 
el notario acordará el pago de lo reclamado con cargo a la garantía establecida.

[ . . . ]
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§ 13

Real Decreto-ley 26/2020, de 7 de julio, de medidas de reactivación 
económica para hacer frente al impacto del COVID-19 en los ámbitos 

de transportes y vivienda. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 187, de 8 de julio de 2020

Última modificación: 2 de agosto de 2022
Referencia: BOE-A-2020-7432

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Medidas en el ámbito del transporte por carretera

[ . . . ]
Sección 3.ª Otras reformas

[ . . . ]
Artículo 30.  Habilitación a los Presidentes de las Juntas Arbitrales del Transporte para 
modificar el procedimiento arbitral.

1. En relación con las demandas de arbitraje presentadas ante las Juntas Arbitrales del 
Transporte durante los años 2020 y 2021, el Presidente de la Junta podrá acordar que se 
prescinda de la vista oral cuando la cuantía reclamada no exceda de 5.000 euros.

2. En ese supuesto, la secretaría de la Junta comunicará este acuerdo al reclamante y, 
siempre que la cuantía sea superior a 100 euros, le otorgará un plazo de diez días hábiles 
para completar sus alegaciones, aportar la documentación en que apoye su pretensión y, en 
su caso, proponer las pruebas que estime pertinentes.

Seguidamente, se dará traslado de la reclamación y de la documentación presentada por 
el demandante al demandado, informándole asimismo del acuerdo de prescindir de la vista 
oral y concediéndole un plazo de diez días hábiles para que alegue cuanto a su derecho 
convenga, aporte la documentación que apoye su pretensión, impugne la autenticidad de 
cualquiera de los documentos aportados por el demandante, proponga las pruebas que 
estime procedentes y, en su caso, se oponga a la admisión de la prueba propuesta por el 
demandante.

De la documentación remitida por el demandado se dará traslado al demandante a 
efectos de que pueda, en el plazo de cinco días hábiles, impugnar la autenticidad de 
cualquiera de los documentos y, en su caso, oponerse a la admisión de la prueba propuesta 
por el demandado.
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3. No podrá continuar este procedimiento procediéndose a convocar la vista oral, en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando se trate de reclamaciones de cuantía superior a 100 euros presentadas antes 
de la entrada en vigor de este real decreto-ley y el demandante se oponga expresamente a 
que se prescinda de la vista oral.

b) Si el demandado plantea una reconvención.
c) Cuando sea admitida y deba practicarse alguna de las pruebas propuestas por 

cualquiera de las partes.
d) Cuando cualquiera de las partes haya impugnado la autenticidad de alguno de los 

documentos aportados por la otra.
e) Siempre que, a la vista de las alegaciones de las partes y de las circunstancias del 

caso, considere el Presidente de la Junta que, para su mejor resolución, es conveniente la 
convocatoria de vista oral.

[ . . . ]
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§ 14

Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 264, de 4 de noviembre de 2003

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2003-20254

[ . . . ]
TÍTULO II

Protección y defensa del patrimonio

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De las limitaciones a la disponibilidad de los bienes y derechos

[ . . . ]
Artículo 31.  Transacción y sometimiento a arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
Patrimonio del Estado, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre los 
mismos, sino mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta del de 
Hacienda, previo dictamen del Consejo de Estado en pleno.

[ . . . ]
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§ 15

Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 284, de 27 de noviembre de 2003
Última modificación: 24 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2003-21614

TÍTULO I
Del ámbito de aplicación y de la Hacienda Pública estatal

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del régimen de la Hacienda Pública estatal

[ . . . ]
Artículo 7.  Límites a que están sujetos los derechos de la Hacienda Pública estatal.

1. No se podrán enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública estatal fuera de los casos regulados por las leyes.

2. Tampoco se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago 
de los derechos a la Hacienda Pública estatal, sino en los casos y formas que determinen las 
leyes, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 16 de esta ley.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2 del artículo 10 de esta ley, no se podrá 
transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda Pública estatal, ni 
someter a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los mismos, sino mediante 
real decreto acordado en Consejo de Ministros, previa audiencia del de Estado en pleno.

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima sexta.  Pagos a justificar para actuaciones de promoción 
del turismo.

En el caso de libramientos a justificar periódicos para gastos en el extranjero, destinados 
a actuaciones promocionales del organismo autónomo Instituto de Turismo de España, a 
financiar con cargo al crédito del artículo 64 «Gastos en inversiones de carácter inmaterial», 
del programa 432A «Coordinación y promoción del turismo», dichas actuaciones podrán 
ajustarse en caso de surgir necesidades debidamente justificadas, no previstas cuando se 
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realizó el libramiento, siempre que se respete la especialidad del crédito contra el que se 
efectuó el libramiento y los límites previstos en el artículo 79 de esta ley.

[ . . . ]
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§ 16

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 236, de 2 de octubre de 2015

Última modificación: 6 de noviembre de 2024
Referencia: BOE-A-2015-10565

[ . . . ]
TÍTULO V

De la revisión de los actos en vía administrativa

CAPÍTULO I
Revisión de oficio

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Recursos administrativos

Sección 1.ª Principios generales

Artículo 112.  Objeto y clases.
1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o 

indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el 
procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, 
podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, 
que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los 
artículos 47 y 48 de esta Ley.

La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su 
consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.

2. Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos sectoriales 
determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo justifique, por otros 
procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje, ante 
órganos colegiados o Comisiones específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas, con 
respeto a los principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce a las personas y a 
los interesados en todo procedimiento administrativo.
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En las mismas condiciones, el recurso de reposición podrá ser sustituido por los 
procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, respetando su carácter potestativo para el 
interesado.

La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la Administración Local no podrá 
suponer el desconocimiento de las facultades resolutorias reconocidas a los órganos 
representativos electos establecidos por la Ley.

3. Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía 
administrativa.

Los recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de 
alguna disposición administrativa de carácter general podrán interponerse directamente ante 
el órgano que dictó dicha disposición.

4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos 
establecidos por su legislación específica.

[ . . . ]

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

§ 16  Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas [parcial]

– 89 –



§ 17

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 
la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 

26 de febrero de 2014. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 272, de 9 de noviembre de 2017

Última modificación: 23 de enero de 2025
Referencia: BOE-A-2017-12902

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Contratación en el extranjero.

1. Los contratos que se formalicen y ejecuten en el extranjero, sin perjuicio de tener en 
cuenta los principios de esta Ley para resolver las dudas y lagunas que, en su aplicación, 
puedan presentarse, se regirán por las siguientes normas:

a) En la Administración General del Estado, la formalización de estos contratos 
corresponderá al Jefe de Misión o Representación Permanente, orgánica y funcionalmente 
dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, que podrá delegarla en 
favor de otros órganos, funcionarios o personas particulares. Sin embargo, en el ámbito del 
Ministerio de Defensa, la formalización de los mismos corresponderá al titular de este 
Departamento, que podrá delegar esta competencia y, cuando se trate de contratos 
necesarios para el cumplimiento de misiones de paz en las que participen las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad españoles, su formalización corresponderá al Ministro del Interior.

En los Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la 
Seguridad Social la formalización de estos contratos corresponde a sus representantes 
legales o a las personas en quienes los mismos deleguen.

En los demás organismos y entidades sujetos a esta Ley, la formalización de los 
contratos corresponderá a sus representantes legales.

Los artículos 323 a 325 de la presente Ley serán de aplicación a estos contratos.
b) Sin perjuicio de los requisitos de capacidad que puedan exigir las Leyes del Estado en 

que se celebre el contrato, para empresas de Estados miembros de la Unión Europea o de 
Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo se estará a lo 
dispuesto en esta Ley.

c) El pliego de cláusulas administrativas particulares podrá ser sustituido por el propio 
clausulado del contrato.

d) Sin perjuicio de lo establecido para los contratos menores, los contratos podrán 
adjudicarse por procedimiento negociado, debiendo conseguirse, siempre que sea posible, al 
menos tres ofertas de empresas capaces de cumplir los mismos.
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e) La formalización se llevará a cabo mediante documento fehaciente, remitiendo los 
datos de estos contratos al Ministerio de Hacienda y Función Pública a los efectos previstos 
en el artículo 346 relativo al Registro de Contratos del Sector Público, sin perjuicio de la 
obligación de remisión al Tribunal de Cuentas prevista en el artículo 335. En cuanto a los 
contratos menores se estará a lo dispuesto con carácter general para los mismos en esta 
Ley.

f) Al adjudicatario se le podrán exigir unas garantías análogas a las previstas en esta Ley 
para asegurar la ejecución del contrato, siempre que ello sea posible y adecuado a las 
condiciones del Estado en que se efectúa la contratación y, en su defecto, las que sean 
usuales y autorizadas en dicho Estado o resulten conformes con las prácticas comerciales 
internacionales.

En la Administración General del Estado, las garantías se constituirán en la Misión 
Diplomática, Representación Permanente u Oficina Consular correspondiente. En el caso de 
que se trate de Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la 
Seguridad Social y demás entidades públicas del sector público estatal, las garantías se 
constituirán en el propio organismo, de contar el mismo con representación en el exterior, o, 
en su defecto, en la Misión Diplomática, Representación Permanente u Oficina Consular 
correspondiente.

g) El pago del precio se condicionará a la entrega por el contratista de la prestación 
convenida, salvo que se oponga a ello el derecho o las costumbres del Estado, en cuyo 
supuesto se deberá exigir garantía que cubra el anticipo, prestada en la forma prevista en la 
letra e) anterior.

Excepcionalmente, por resolución motivada del órgano de contratación, y cuando las 
circunstancias así lo impongan, podrá eximirse de la prestación de esta garantía, siempre 
que ello sea conforme con las prácticas comerciales internacionales.

h) En estos contratos se procurará incluir estipulaciones tendentes a preservar los 
intereses de la Administración ante posibles incumplimientos del contratista y, sin perjuicio 
de los establecido en el apartado cuarto del presente artículo, a autorizar las modificaciones 
del contrato que puedan hacerse convenientes.

i) Por el órgano de contratación podrá establecerse en la documentación contractual un 
régimen de revisión de precios diferente al previsto con carácter general en esta Ley, 
atendiendo a la legislación del país en que haya de ejecutarse el contrato y a sus 
circunstancias socioeconómicas. En cualquier caso, el régimen de revisión de precios que se 
establezca se basará en parámetros objetivos y, a ser posible, públicos o, cuando menos, 
fácilmente medibles, pudiendo utilizarse a estos efectos los calculados por Organismos 
Internacionales.

2. En los contratos con empresas españolas se incluirán cláusulas de sumisión a los 
Tribunales españoles.

3. En los contratos con empresas extranjeras se procurará la incorporación de cláusulas 
de sumisión a los Tribunales españoles para resolver las discrepancias que puedan surgir. 
Cuando no sea posible, se procurará la incorporación de cláusulas de arbitraje. En estos 
contratos se podrá transigir previa autorización del Consejo de Ministros o del órgano 
competente de las Comunidades Autónomas y entidades locales.

4. Las reglas contenidas en este artículo no obstan para que, en los contratos sujetos a 
regulación armonizada que se formalicen y ejecuten en los restantes Estados miembros de 
la Unión Europea o en un Estado signatario del Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo, deban cumplirse las normas de esta Ley referentes a la publicidad comunitaria; los 
procedimientos de adjudicación de los contratos; régimen de modificaciones contractuales; 
subcontratación; control del cumplimiento de las obligaciones sociales, medioambientales y 
laborales aplicables; la resolución como consecuencia de una modificación esencial durante 
la ejecución del contrato y a la declaración de nulidad del contrato como consecuencia de 
hallarse incurso el adjudicatario en causa de prohibición para contratar cuando celebró el 
contrato o como consecuencia de un incumplimiento grave del derecho de la Unión Europea.

5. Los contratos formalizados en el extranjero que deban ejecutarse total o parcialmente 
en España y que estén vinculados directamente a la realización de programas o proyectos 
de cooperación en materia cultural o de investigación o de cooperación al desarrollo, podrán 
adjudicarse por procedimiento negociado sin publicidad y con sujeción a las condiciones 
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libremente pactadas por la Administración con el contratista extranjero, cuando la 
intervención de este sea absolutamente indispensable para la ejecución del proyecto o 
programa, por requerirlo así las condiciones de participación en los programas o proyectos 
de cooperación, y así se acredite en el expediente.

6. Los documentos contractuales y toda la documentación necesaria para la preparación, 
adjudicación y ejecución de los contratos deberá estar redactada en castellano o lengua 
cooficial correspondiente, a las que, en su caso, deberán traducirse desde el idioma local 
que corresponda. No obstante, por el órgano de contratación y bajo su responsabilidad 
podrán aceptarse, sin necesidad de traducción al castellano, los documentos redactados en 
otras lenguas. En estos casos, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación 
garantizará la disponibilidad de la traducción al castellano de los documentos redactados en 
lengua extranjera, a efectos de la fiscalización del contrato.

7. En los casos en los que un poder adjudicador se presente a una licitación 
internacional acompañado por medios propios personificados, para los que resulte 
obligatorio participar en el proceso de licitación en los términos definidos por el poder 
adjudicador, las relaciones jurídicas entre el poder adjudicador y sus medios propios se 
regirán por lo dispuesto en el artículo 32 de esta Ley, considerándose a todos los efectos 
que estas relaciones constituyen encargos a dichos medios propios personificados.

Igualmente será de aplicación lo previsto en el párrafo anterior cuando las actuaciones 
del poder adjudicador en el extranjero se realicen en el marco de tratados internacionales, 
acuerdos internacionales administrativos o acuerdos internacionales no normativos.

[ . . . ]
Disposición adicional quincuagésima sexta.  Régimen jurídico de la Fábrica Nacional de 
Moneda y Timbre-Real Fábrica de la Moneda, como medio propio y servicio técnico.

La FNMT-RCM será medio propio personificado de la Administración General del Estado, 
de las Comunidades y Ciudades Autónomas y de las entidades locales, así como de los 
organismos, entes y entidades del sector público estatal, autonómico y local, sean de 
naturaleza jurídica pública o privada, vinculados o dependientes de aquellas, respecto de los 
que cumpla los requisitos previstos en los artículos 32 y 33 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público. Así mismo, ejecutará los correspondientes 
encargos de conformidad con lo dispuesto en la referida Ley, en la medida que cuente con 
los medios suficientes e idóneos para la realización de las prestaciones.

Al menos dos vocales del Consejo de la FNMT-RCM serán representantes 
respectivamente de los sectores autonómico y local a los efectos del cumplimiento de los 
requisitos del artículo 32 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre y serán designados, a 
propuesta de los organismos, entes o entidades correspondientes a los sectores públicos 
mencionados, por el procedimiento establecido para el nombramiento del resto de vocales. 
La representación ostentada respectivamente por ambos vocales se hará en relación a los 
sectores autonómico y local en su conjunto y no de una Comunidad Autónoma o Entidad 
Local particular.

Adicionalmente, la persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública, en los 
supuestos y con el alcance subjetivo que determine, podrá realizarle encargos de forma 
centralizada a favor de aquellos entes, organismos y entidades para los que la FNMT-RCM 
sea medio propio conforme a las previsiones de la citada Ley 9/2017, de 8 de noviembre. 
Estos encargos se financiarán conforme a lo previsto en la disposición adicional undécima 
de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2015 y 
en la disposición adicional vigésimo tercera de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria.

[ . . . ]
Disposición transitoria sexta.  Clasificación de contratistas.

1. Las empresas que a la fecha de entrada en vigor de esta norma ostenten clasificación 
como Contratista de Obras o como Contratista de Servicios otorgada por las Comisiones 
Clasificadoras de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado y por una o más 
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Comunidades Autónomas, o por dos o más Comunidades Autónomas, deberán optar por 
una de ellas expresamente ante la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado en el 
plazo de 3 meses desde la entrada en vigor de esta norma. La Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado comunicará por medios electrónicos la elección a los 
órganos autonómicos que hayan dictado las resoluciones de clasificación a los efectos que 
correspondan.

La opción antes mencionada implicará la renuncia a las clasificaciones como Contratista 
de Obras o como Contratista de Servicios que la empresa ostente otorgadas por órganos 
diferentes de aquellos por cuya clasificación se ha optado.

En caso de que una empresa no opte por una clasificación en el plazo de tres meses 
desde la entrada en vigor de esta norma, se entenderá que ha optado por la última 
clasificación que se le haya concedido y que renuncia a las restantes.

Los órganos competentes de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado y 
de las Comunidades Autónomas afectadas practicarán de oficio en el Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público y en sus respectivos registros las 
correspondientes modificaciones en las inscripciones registrales que resulten procedentes 
como consecuencia de la aplicación de dichas reglas, en base a la información que por el 
Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público se les comunique.

Las clasificaciones empresariales otorgadas por los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas que se encuentren vigentes conforme a lo previsto en los 
apartados anteriores tendrán eficacia general frente a todos los órganos de contratación del 
sector público con independencia de que hayan sido adoptadas con anterioridad a la entrada 
en vigor de esta disposición transitoria.

2. Las empresas que a la fecha de entrada en vigor de esta disposición tengan en 
tramitación una solicitud de clasificación o de revisión de clasificación deberán aportar una 
declaración responsable con los siguientes contenidos, según sean sus circunstancias a 
dicha fecha:

Que no dispone de clasificación en vigor ni tiene en tramitación ninguna solicitud de 
clasificación o de revisión de clasificación con ningún otro órgano competente.

Que dispone de clasificación en vigor otorgada por otros órganos competentes, cuya 
relación incluye en la declaración, y que ha presentado ante ellos su renuncia en los 
términos y con los efectos recogidos en esta norma.

Que tiene en tramitación solicitudes de clasificación o de revisión de clasificación 
presentadas ante otros órganos competentes, cuya relación incluye en la declaración, y que 
ha presentado ante ellos su desistimiento en los términos y con los efectos recogidos en esta 
norma.

Los procedimientos de clasificación o de revisión de clasificación a solicitud de 
interesado que estuvieren en tramitación a la fecha de entrada en vigor de esta norma 
quedarán suspendidos desde dicha fecha hasta que el interesado aporte las declaraciones 
previstas en el apartado anterior, con los efectos previstos en el artículo 95 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas.

[ . . . ]
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§ 18

Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el 
que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas 
directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública 
en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos 
de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 31, de 5 de febrero de 2020
Última modificación: 27 de abril de 2024

Referencia: BOE-A-2020-1651

[ . . . ]
TÍTULO VII

Invalidez, reclamaciones y solución extrajudicial de conflictos

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Solución extrajudicial de conflictos

Artículo 123.  Arbitraje.
1. Las entidades contratantes podrán remitir a un arbitraje en derecho, conforme a las 

disposiciones de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, la solución de las 
diferencias que puedan surgir sobre los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos 
que celebren, independientemente de la cuantía de los mismos.

2. Los pliegos de condiciones determinarán la composición del órgano colegiado al que 
se remita la resolución de la controversia, garantizando que al menos uno de los miembros 
sea propuesto por el contratista.

3. Cuando el pliego no señale la composición del órgano arbitral, y no exista acuerdo 
sobre la misma entre la entidad contratante y el contratista, la competencia para resolver el 
arbitraje corresponderá al órgano competente para la resolución de la reclamación en 
materia de contratación a que se refiere el artículo 119.

[ . . . ]
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§ 19

Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de 
Andalucía. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 215, de 31 de octubre de 2007

«BOE» núm. 276, de 17 de noviembre de 2007
Última modificación: 16 de febrero de 2024

Referencia: BOE-A-2007-19819

[ . . . ]
TÍTULO IV

Régimen jurídico de los órganos y de la actuación administrativa

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Régimen jurídico de los actos y del procedimiento administrativos

[ . . . ]
Artículo 115.  Resolución de recursos y reclamaciones.

1. Los actos dictados por los órganos de la Administración de la Junta de Andalucía que 
no agoten la vía administrativa serán susceptibles de recurso de alzada ante el órgano 
superior jerárquico del que dictó el acto recurrido. Los actos de los órganos de gobierno de 
las agencias de la Administración de la Junta de Andalucía seguirán el régimen de 
impugnación establecido en el artículo 64 de esta Ley.

No obstante, el recurso de alzada podrá ser sustituido, mediante ley, por otros 
procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje en 
supuestos o ámbitos sectoriales determinados y cuando la especificidad de la materia así lo 
justifique. Las leyes que establezcan dichos procedimientos contendrán las reglas 
específicas a que los mismos deban sujetarse, con respeto de los principios, garantías y 
plazos a que se refiere la legislación estatal básica.

2. Contra los actos que pongan fin a la vía administrativa cabrá la interposición del 
recurso potestativo de reposición, salvo que el acto en cuestión sea resolutorio de un previo 
recurso o reclamación administrativa.

En las mismas condiciones que el recurso de alzada, el recurso de reposición podrá ser 
sustituido por los procedimientos a que se refiere el párrafo segundo del apartado anterior, 
respetando su carácter potestativo para la persona interesada.
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3. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso 
extraordinario de revisión previsto en la legislación sobre procedimiento administrativo 
común ante la persona titular del órgano que dictó el acto.

4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos 
establecidos por su legislación específica.

5. El régimen de las reclamaciones previas al ejercicio de las acciones civiles y laborales 
se ajustará a lo dispuesto en la legislación básica del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas. Las reclamaciones previas a la vía judicial civil se plantearán 
ante la persona titular de la Consejería competente por razón de la materia, a quien 
corresponderá su resolución.

[ . . . ]
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§ 20

Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley General de La Hacienda Pública de la Junta 

de Andalucía. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 53, de 18 de marzo de 2010

«BOE» núm. 79, de 1 de abril de 2010
Última modificación: 30 de diciembre de 2024

Referencia: BOE-A-2010-5303

[ . . . ]
TÍTULO I

Del régimen de la Hacienda de la Junta de Andalucía

CAPÍTULO I
Recursos de la Hacienda Pública

[ . . . ]
Artículo 21.  Régimen de los derechos económicos de la Hacienda Pública.

1. No se podrán enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda de 
la Junta de Andalucía, salvo en los supuestos establecidos por las leyes.

2. Tampoco se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago 
de los derechos a la Hacienda de la Junta de Andalucía, salvo en los casos que determinen 
expresamente las leyes.

3. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
de la Junta de Andalucía, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten de los 
mismos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de Gobierno. Sin perjuicio de otras 
que pudieran proceder por aplicación de las disposiciones legales en materia presupuestaria, 
se requerirá autorización del Parlamento de Andalucía, siempre que la cuantía litigiosa 
comprometida en el acuerdo transaccional sea superior a ocho millones de euros, o cuando 
la cuantía litigiosa sea inferior, siempre que se acredite de forma motivada que el acuerdo 
transaccional pueda incidir en los principios de estabilidad presupuestaria o de afectación de 
los ingresos o que concurren para suscribirlo los requisitos legales para la tramitación de un 
crédito extraordinario o un suplemento de crédito.
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4. La suscripción por la Hacienda de la Junta de Andalucía de los acuerdos o convenios 
en procesos concursales previstos en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, requerirá 
autorización de la persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda.

[ . . . ]
Artículo 24 bis.  Derechos económicos de baja cuantía.

1. No se liquidarán las deudas inferiores a la cuantía que fije cada año la Ley del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía como insuficiente para la cobertura 
del coste que su exacción y recaudación represente.

No será de aplicación lo establecido en el párrafo anterior a las deudas referidas a tasas, 
precios públicos, sanciones, recargos e intereses asociados a fraccionamientos.

2. Se anularán y darán de baja en contabilidad por la Intervención General los importes 
pendientes de cobro de las liquidaciones de las que resulten deudas de un mismo deudor 
cuando el importe acumulado pendiente de cobro sea inferior a la cuantía mínima suficiente 
para cubrir el coste de recaudación que fije cada año la Ley del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

[ . . . ]
Artículo 92 bis.  El control previo de determinadas operaciones de las entidades sujetas a 
control financiero.

1. La Intervención General podrá acordar, mediante resolución publicada en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía, que se sometan a control previo determinadas operaciones 
de las entidades sujetas a control financiero cuya importancia así lo aconseje.

2. El alcance general básico de esta actuación de control previo será fijado por la 
resolución citada en el apartado anterior, que podrá remitirse a las que se aprueben en el 
ámbito de la fiscalización previa contempladas en el artículo 90.3.

3. Este control producirá efectos suspensivos en la tramitación de los expedientes 
afectados, cuando así lo disponga la resolución citada en los anteriores apartados. Si la 
entidad sujeta a control se mostrara en desacuerdo con el criterio que provoque la 
suspensión del procedimiento, podrá discrepar del mismo siguiendo el procedimiento 
establecido en el artículo 90.5.

Artículo 92 ter.  El control de las operaciones extrapresupuestarias.
1. Las operaciones de contenido económico mediante las que se propongan pagos 

procedentes de obligaciones extrapresupuestarias que generen débitos a cargo de la 
correspondiente tesorería requerirán la comprobación del carácter auxiliar, complementario o 
independiente al Presupuesto de la citada operación a realizar, y de que la obligación cuyo 
pago se propone sea reconocida y satisfecha sin su previa imputación presupuestaria.

A estos efectos, tendrán la consideración de operaciones extrapresupuestarias aquellas 
que se establezcan en la orden de la Consejería competente en materia de Hacienda, 
reguladora de la contabilidad pública de la Junta de Andalucía.

2. Las obligaciones de las que se deriven propuestas de los pagos previstos en el 
apartado anterior serán objeto de control con anterioridad a dicho pago para comprobar que 
queda acreditado el legítimo derecho de la persona o entidad acreedora y la cuantía de la 
obligación cuyo pago se propone. Asimismo, se comprobará la existencia de saldo en la 
cuenta adecuada y la competencia del órgano proponente del pago.

[ . . . ]
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§ 21

Decreto Legislativo 1/2023, de 22 de febrero, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio de Aragón. [Inclusión 

parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 43, de 3 de marzo de 2023

«BOE» núm. 70, de 23 de marzo de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-7507

[ . . . ]
TÍTULO II

Adquisición y transmisión

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

[ . . . ]
Artículo 19.  Transacción y arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
patrimonio de Aragón, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre los 
mismos, sino mediante decreto acordado por el Gobierno de Aragón a propuesta de la 
persona titular del departamento competente en materia de patrimonio, previo dictamen del 
Consejo Consultivo de Aragón.

[ . . . ]
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§ 22

Ley 2/2003, de 30 de enero, de Vivienda de Canarias. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 27, de 10 de febrero de 2003
«BOE» núm. 56, de 6 de marzo de 2003
Última modificación: 31 de julio de 2024

Referencia: BOE-A-2003-4607

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima.  Habilitación a las entidades locales para acordar 
transacciones y arbitrajes.

En las relaciones interadministrativas en materia de ordenación del territorio, vivienda, o 
urbanismo, la transacción judicial o extrajudicial sobre los derechos de la hacienda pública 
local, así como el sometimiento a arbitraje de las contiendas que se susciten respecto de los 
mismos, precisará del previo dictamen del Consejo Consultivo de Canarias, a solicitud de la 
entidad local interesada.

[ . . . ]
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§ 23

Ley 6/2006, de 17 de julio, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 141, de 21 de julio de 2006

«BOE» núm. 199, de 21 de agosto de 2006
Última modificación: 15 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2006-14968

[ . . . ]
TÍTULO I

Negocios jurídicos patrimoniales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Enajenación y gravamen de bienes y derechos

[ . . . ]
Sección 7.ª Cesión de uso y gravamen de bienes y derechos

[ . . . ]
Artículo 59.  Imposición de cargas y gravámenes.

1. Al margen de lo expuesto en los artículos anteriores respecto a la cesión de uso, no 
podrán gravarse los bienes y derechos patrimoniales de la Comunidad Autónoma sino con 
los requisitos establecidos para su enajenación.

2. Las transacciones, así como el sometimiento o arbitraje de las contiendas que se 
susciten sobre ellas, se acordarán, por decreto del Gobierno, a propuesta del consejero 
competente en materia de hacienda, previo dictamen del Consejo Consultivo de Canarias.

[ . . . ]
Disposición adicional novena.  Patrimonio de la Agencia Tributaria Canaria.

La Agencia Tributaria Canaria asume la titularidad de los bienes del patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de Canarias que esta destine al cumplimiento de los fines de dicha 
agencia.
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La competencia de adquisición, administración y disposición, y su formalización, sobre 
los bienes y derechos integrantes del patrimonio propio de la Agencia Tributaria Canaria 
corresponderá a la persona titular de la dirección, de conformidad con lo establecido en la 
Ley 7/2014, de 30 de julio, de la Agencia Tributaria Canaria, y su normativa de desarrollo.

[ . . . ]

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

§ 23  Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Canarias [parcial]

– 102 –



§ 24

Ley 11/2006, de 11 de diciembre, de la Hacienda Pública Canaria. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 244, de 19 de diciembre de 2006

«BOE» núm. 47, de 23 de febrero de 2007
Última modificación: 30 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2007-3825

TÍTULO I
Del ámbito de aplicación y régimen de la Hacienda Canaria

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del Régimen de la Hacienda Pública

[ . . . ]
Sección 2.ª Hacienda Pública

[ . . . ]
Artículo 10.  Límites a que están sujetos los derechos de la Hacienda Pública.

1. No se podrán enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública fuera de los casos regulados por las leyes.

2. No se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago de los 
derechos a la Hacienda Pública, sino en los casos y formas que determinen las leyes, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 18 de esta Ley.

3. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
Pública, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los mismos, sino 
mediante decreto acordado en Gobierno, previo dictamen del Consejo Consultivo de 
Canarias.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Supervisión continua
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Artículo 151 bis.  Ámbito de aplicación, finalidad y principios orientadores.
1. Las entidades contempladas en los apartados b), c), d), e), f) y g), del apartado 

primero del artículo 2, los fondos carentes de personalidad jurídica referidos en el apartado 
segundo del artículo 2 y las universidades públicas canarias de acuerdo con lo previsto en la 
disposición adicional octava de la presente ley estarán sometidos al sistema de supervisión 
continua regulado en este capítulo.

2. El sistema de supervisión continua tiene como finalidad verificar la subsistencia de las 
circunstancias que justificaron la creación de las entidades, fondos contemplados en el 
apartado anterior y universidades públicas canarias, su sostenibilidad financiera y la 
concurrencia de las causas que justifiquen su permanencia como el medio más idóneo para 
lograr los fines que tengan asignados.

3. La aplicación del sistema de supervisión continua se regirá por los siguientes 
principios:

a) Autonomía e independencia respecto de las entidades objeto de la supervisión.
b) Coordinación con el control de eficacia ejercido por el departamento al que estén 

adscritos, dependan o ejerzan la tutela funcional.
c) Ejercicio contradictorio ante las entidades sujetas y los órganos de vinculación, 

dependencia, tutela o adscripción de aquellas.

Artículo 151 ter.  Proceso de supervisión continua.
1. Corresponderá a la Intervención General la planificación y ejecución de las 

actuaciones de control de supervisión continua en la forma prevista en este capítulo y en sus 
normas de desarrollo.

Mediante orden de la Consejería competente en materia de Hacienda se regulará el 
desarrollo de lo previsto en el párrafo anterior.

2. Los organismos y entidades contemplados en el apartado 1 del artículo anterior y los 
órganos de vinculación, dependencia, tutela o adscripción están obligados a colaborar con la 
Intervención General y a suministrar toda la información y documentación que se les solicite 
en los plazos que se establezcan, en el ejercicio de las funciones de supervisión continua 
que aquella tiene encomendadas.

3. Los resultados como consecuencia de la ejecución de actuaciones de control 
financiero permanente y auditoría pública que se realicen en el marco de la supervisión 
continua, se plasmarán en los correspondientes informes que se emitan de conformidad con 
las normas aplicables a estas modalidades de control.

4. La Intervención General elaborará anualmente un informe general con los resultados 
más significativos de las actuaciones de supervisión continua.

[ . . . ]
Disposición adicional duodécima.  Régimen jurídico de las subvenciones otorgadas con 
cargo a fondos de la Unión Europea.

1. A las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea, en todo lo no 
previsto en las normas comunitarias aplicables en cada caso y en las normas nacionales de 
desarrollo o transposición de aquéllas, les resultará de aplicación lo establecido en el título 
IX de esta ley y en su normativa de desarrollo.

2. Asimismo, les resultará de aplicación a las referidas subvenciones lo establecido en 
los artículos 36 y 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, o 
norma que los sustituya.

[ . . . ]
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§ 25

Ley 3/2006, de 18 de abril, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 81, de 27 de abril de 2006
«BOE» núm. 184, de 3 de agosto de 2006

Última modificación: 29 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2006-14082

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Protección y defensa del patrimonio de la Comunidad Autónoma

[ . . . ]
Sección 7.ª De las limitaciones a la disponibilidad de los bienes y derechos

[ . . . ]
Artículo 36.  Transacción y sometimiento a arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Cantabria, ni someter a arbitraje las contiendas 
que se susciten sobre los mismos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de 
Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda, previo dictamen de la 
Dirección General del Servicio Jurídico.

[ . . . ]
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§ 26

Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la 
Comunidad de Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 88, de 9 de mayo de 2006
«BOE» núm. 135, de 7 de junio de 2006
Última modificación: 14 de mayo de 2024

Referencia: BOE-A-2006-10085

[ . . . ]
TÍTULO III

Régimen jurídico de los derechos y obligaciones de contenido económico de 
las entidades integrantes del sector público autonómico

CAPÍTULO I
Los derechos de la Hacienda de la Comunidad

[ . . . ]
Artículo 27.  Límites a la disposición de los derechos.

1. No se podrán enajenar, gravar, ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
de la Comunidad salvo en los supuestos establecidos por las leyes.

2. Solo se concederán exenciones, condonaciones, rebajas o moratorias en el pago de 
los derechos de la Hacienda de la Comunidad en los casos y en la forma que determinan las 
leyes, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 51 de esta Ley. La competencia para la 
condonación de las sanciones pecuniarias prevista legalmente corresponderá al titular de la 
Consejería de Hacienda de acuerdo con el procedimiento que reglamentariamente se 
determine.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 1 del artículo 31 de esta Ley, solo se 
podrá transigir, judicial o extrajudicialmente, sobre los derechos de la Hacienda de la 
Comunidad, y someter a arbitraje las contiendas que se susciten acerca de los mismos, si lo 
autoriza la Junta de Castilla y León, previo dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y 
León y cuantos otros sean preceptivos.

[ . . . ]
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§ 27

Ley 11/2006, de 26 de octubre, del patrimonio de la Comunidad de 
Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 209, de 30 de octubre de 2006
«BOE» núm. 298, de 14 de diciembre de 2006

Última modificación: 14 de mayo de 2024
Referencia: BOE-A-2006-21908

[ . . . ]
TÍTULO I

Protección y defensa del patrimonio

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 20.  Transacción y sometimiento a arbitraje.

Sólo se podrá transigir, judicial o extrajudicialmente, sobre los bienes y derechos del 
patrimonio de la Comunidad, y someter a arbitraje las contiendas que se susciten acerca de 
ellos, si lo autoriza la Junta de Castilla y León, previo dictamen del Consejo Consultivo de 
Castilla y León y cuantos otros sean preceptivos.

[ . . . ]
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§ 28

Ley 9/2020, de 6 de noviembre, de Patrimonio de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 234, de 19 de noviembre de 2020

«BOE» núm. 47, de 24 de febrero de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-2849

[ . . . ]
TÍTULO II

Protección y defensa

CAPÍTULO I
Principios generales y prerrogativas

[ . . . ]
Artículo 11.  Limitaciones en cuanto a la disponibilidad de bienes y derechos.

1. Ningún juez o tribunal ni autoridad administrativa podrá dictar providencia de embargo 
ni despachar mandamiento de ejecución contra los bienes y derechos de dominio privado o 
patrimoniales cuando se hallen materialmente afectados a un servicio público o a una 
función pública, o sus rendimientos o el producto de su enajenación estén legalmente 
afectados a fines determinados, o se trate de valores o títulos representativos del capital de 
las sociedades del sector público regional que ejecuten políticas públicas o presten servicios 
de interés general para la Comunidad Autónoma.

2. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
Patrimonio de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, ni someter a arbitraje los 
conflictos que se susciten sobre los mismos, salvo autorización del Consejo de Gobierno, a 
propuesta de la consejería competente en materia de hacienda, previo informe del Consejo 
Consultivo de Castilla-La Mancha. En las transacciones judiciales se recabará informe, 
además, al Gabinete Jurídico.

3. Tampoco pueden gravarse los bienes y derechos del Patrimonio de la Junta de 
Comunidades sino conforme con los principios que rigen su enajenación y siguiendo el 
procedimiento previsto en esta ley.

[ . . . ]
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§ 29

Ley 26/2010, de 3 de agosto, de régimen jurídico y de procedimiento 
de las administraciones públicas de Cataluña. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5686, de 5 de agosto de 2010
«BOE» núm. 203, de 21 de agosto de 2010

Última modificación: 30 de abril de 2020
Referencia: BOE-A-2010-13313

[ . . . ]
TÍTULO V

La revisión y la reclamación previa en vía administrativa

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Recursos administrativos y reclamaciones previas al ejercicio de acciones 
civiles y laborales

[ . . . ]
Artículo 79.  Sustitución de los recursos administrativos.

1. Los recursos de alzada y el potestativo de reposición pueden ser sustituidos, en los 
supuestos establecidos por una ley, por otros procedimientos de impugnación y reclamación, 
conciliación, mediación y arbitraje ante un órgano colegiado no sometido a instrucciones 
jerárquicas. Quedan excluidos del procedimiento de arbitraje los recursos de reposición 
respecto a los cuales el órgano competente para resolver es el presidente o presidenta de la 
Generalidad o el Gobierno.

2. La ley que sustituye los recursos debe establecer el procedimiento administrativo de 
actuación, la composición y el funcionamiento del órgano colegiado, de conformidad con los 
principios, garantías y plazos que establece la legislación básica.

[ . . . ]
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§ 30

Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la 
Comunidad de Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 277, de 21 de noviembre de 1990

«BOE» núm. 8, de 9 de enero de 1991
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-1991-413

[ . . . ]
TÍTULO I

Del régimen de la Hacienda de la Comunidad

CAPÍTULO I
Los derechos de la Hacienda de la Comunidad de Madrid

[ . . . ]
Artículo 35.  

1. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
de la Comunidad ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los 
mismos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de Gobierno.

2. La suscripción por la Hacienda de la Comunidad de los acuerdos o convenios en 
procesos concursales previstos en las secciones 1.ª y 8.ª del título XII y en la sección 6.ª del 
título XIII de la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la Ley de Suspensión de Pagos de 26 de julio 
de 1922 requerirá únicamente autorización del Consejero de Hacienda.

[ . . . ]
Disposición adicional undécima.  Revisión de la Administración Institucional de la 
Comunidad de Madrid.

El Gobierno regional llevará a cabo una revisión general de toda la Administración 
institucional de la Comunidad de Madrid, así como del resto de órganos administrativos 
colegiados adscritos a la misma, al objeto de comprobar la pertinencia de cada uno de ellos, 
así como su eficacia y eficiencia en el ejercicio de sus competencias. Asimismo dicha 
revisión deberá contener un análisis de las posibles vías de colaboración con otros 

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

– 110 –



organismos públicos, en especial de la Administración General del Estado, que permita una 
gestión más eficaz y eficiente de la Administración y evite duplicidades.

[ . . . ]
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§ 31

Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad de 
Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 156, de 3 de julio de 2001
«BOE» núm. 179, de 27 de julio de 2001

Última modificación: 27 de diciembre de 2024
Referencia: BOE-A-2001-14644

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Sección 2.ª Prerrogativas, protección y defensa del patrimonio

[ . . . ]
Artículo 10.  Inembargabilidad, gravamen, transacciones y arbitraje.

1. Ningún Tribunal ni Autoridad administrativa podrá dictar providencia de embargo ni 
despachar mandamiento de ejecución contra los bienes y derechos demaniales del 
patrimonio de la Comunidad, ni contra aquellos bienes y derechos patrimoniales 
materialmente afectados a un uso o servicio público.

2. Sólo se podrán gravar los bienes o derechos del dominio privado de la Comunidad de 
Madrid con los requisitos exigidos para su enajenación.

3. Las transacciones respecto a bienes o derechos del dominio privado, así como el 
sometimiento a arbitraje de las controversias o litigios sobre los mismos, se aprobarán por 
Acuerdo del Gobierno, a propuesta del Consejero de Presidencia y Hacienda, y a iniciativa 
de la Consejería, Organismo o Entidad interesados.

[ . . . ]
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§ 32

Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de 
Navarra. [Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 84, de 13 de julio de 1990

«BOE» núm. 192, de 11 de agosto de 1990
Última modificación: 14 de febrero de 2023

Referencia: BOE-A-1990-19817

[ . . . ]
TÍTULO IV

Bienes de las Entidades locales

CAPÍTULO I
De los bienes en general

[ . . . ]
Sección 4.ª Defensa, conservación y recuperación

[ . . . ]
Artículo 116.  

1. Las Entidades locales no pueden allanarse a las demandas judiciales que afecten al 
dominio y demás derechos integrantes de su patrimonio, ni transigir sobre los mismos, si no 
es mediante acuerdo del Pleno adoptado por mayoría absoluta del número legal de 
miembros de la Corporación. Si el allanamiento o transacción se refiere a bienes comunales 
requerirán, además, la previa y expresa aprobación del Gobierno de Navarra.

2. El sometimiento a arbitraje de las controversias o litigios sobre los bienes de derecho 
privado requerirá asimismo acuerdo del Pleno por votación favorable de la mayoría absoluta 
del número legal de los miembros de la Corporación.

[ . . . ]
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§ 33

Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 50, de 23 de abril de 2007

«BOE» núm. 117, de 16 de mayo de 2007
Última modificación: 14 de julio de 2016

Referencia: BOE-A-2007-9893

[ . . . ]
TÍTULO IV

Protección y defensa del Patrimonio

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Facultades y prerrogativas para la defensa del Patrimonio

[ . . . ]
Artículo 59.  Inembargabilidad, gravamen, transacción y arbitraje.

1. Ningún Tribunal ni autoridad administrativa podrá dictar providencia de embargo ni 
despachar mandamiento de ejecución contra los bienes y derechos de dominio público ni 
contra los bienes y derechos patrimoniales cuando se encuentren materialmente afectados a 
un servicio público o a una función pública, cuando sus rendimientos o el producto de su 
enajenación estén legalmente afectados a fines determinados o cuando se trate de valores o 
títulos representativos del capital de sociedades públicas de la Administración de la 
Comunidad Foral que ejecuten políticas públicas o presten servicios de interés económico 
general.

2. No podrán constituirse cargas o gravámenes sobre los bienes o derechos 
patrimoniales de la Comunidad Foral sino con los requisitos exigidos para su enajenación.

3. Las transacciones judiciales o extrajudiciales sobre los bienes o derechos del 
Patrimonio de Navarra, así como el sometimiento a arbitraje de las contiendas que sobre los 
mismos se susciten, se aprobarán por el Departamento competente en materia de 
patrimonio, a iniciativa del Departamento u Organismo público interesado, previo dictamen 
del Consejo de Navarra en los casos en que sea preceptivo de acuerdo con su legislación 
específica.

[ . . . ]
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§ 34

Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 50, de 23 de abril de 2007

«BOE» núm. 116, de 15 de mayo de 2007
Última modificación: 14 de marzo de 2024

Referencia: BOE-A-2007-9829

TÍTULO I
Del ámbito de aplicación y de la Hacienda Pública de Navarra

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del régimen de la Hacienda Pública de Navarra

[ . . . ]
Artículo 9.  Límites a los que están sujetos los derechos económicos de la Hacienda Pública 
de Navarra.

1. Los derechos económicos de la Hacienda Pública de Navarra no se podrán enajenar, 
gravar ni arrendar fuera de los casos regulados por las leyes. En el pago de dichos derechos 
no se concederán exenciones, perdones, rebajas ni moratorias, salvo en los supuestos y 
términos previstos por las leyes, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 16 de esta Ley 
Foral.

2. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos económicos de 
la Hacienda Pública de Navarra, ni someter a arbitraje las contiendas que sobre los mismos 
se susciten, sino mediante Acuerdo del Gobierno de Navarra, a propuesta del Consejero de 
Economía y Hacienda.

3. La suscripción por la Hacienda Pública de Navarra de los acuerdos y convenios en 
procesos concursales previstos en su normativa específica requerirá únicamente 
autorización del Consejero de Economía y Hacienda.

4. El carácter privilegiado de los créditos de la Hacienda Pública de Navarra otorga a 
ésta el derecho de abstención en los procesos concursales, en cuyo curso, no obstante, 
podrá suscribir los acuerdos o convenios previstos en la legislación concursal así como 
acordar, de conformidad con el deudor y con las garantías que se estimen oportunas, unas 
condiciones singulares de pago, que no pueden ser más favorables para el deudor que las 
recogidas en el acuerdo o convenio que pongan fin al proceso judicial. Igualmente podrá 
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acordar la compensación de dichos créditos en los términos previstos en la normativa 
reguladora de los ingresos públicos.

Para la suscripción y celebración de los acuerdos y convenios a que se refiere el párrafo 
anterior se requerirá autorización del Departamento de Economía y Hacienda del Gobierno 
de Navarra cuando se trate de créditos cuya gestión recaudatoria le corresponda, de 
conformidad con la Ley o en virtud de convenio, con observancia, en este caso de lo 
convenido.

En los restantes créditos de la Hacienda Pública de Navarra la competencia corresponde 
al Consejero de Economía y Hacienda, pudiéndose delegar en otros órganos de su 
Departamento.

5. Los actos y contratos realizados en perjuicio de la Hacienda Pública de Navarra por 
los que resulten deudores de la misma serán rescindibles conforme a las disposiciones 
legales que les sean aplicables.

[ . . . ]
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§ 35

Ley 14/2003, de 10 de abril, de Patrimonio de la Generalitat 
Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunidad Valenciana
«DOGV» núm. 4479, de 11 de abril de 2003
«BOE» núm. 122, de 22 de mayo de 2003

Última modificación: 9 de diciembre de 2024
Referencia: BOE-A-2003-10298

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen jurídico

[ . . . ]
Artículo 12.  Defensa judicial, transacciones y arbitraje.

1. La Generalitat tiene la obligación de ejercer las acciones necesarias para la defensa 
de sus bienes y derechos, y no podrá allanarse a las demandas judiciales que les afecten sin 
previo acuerdo del Gobierno Valenciano, a propuesta motivada del Gabinete Jurídico de la 
Generalitat.

2. La representación y defensa en juicio de los bienes y derechos que integran el 
patrimonio de la Generalitat corresponde a su Gabinete Jurídico, de acuerdo con lo 
dispuesto en la ley de Comparecencia en Juicio de la Generalitat y su normativa de 
desarrollo.

3. Las transacciones respecto a bienes o derechos de la Generalitat, así como el 
sometimiento a arbitraje de las controversias o litigios sobre los mismos, se aprobarán por 
acuerdo del Gobierno Valenciano a propuesta del titular de la conselleria competente en 
materia de patrimonio, y a iniciativa del departamento, organismo o entidad interesada.

[ . . . ]
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§ 36

Ley 1/2015, de 6 de febrero, de Hacienda Pública, del Sector Público 
Instrumental y de Subvenciones. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 7464, de 12 de febrero de 2015

«BOE» núm. 49, de 26 de febrero de 2015
Última modificación: 9 de diciembre de 2024

Referencia: BOE-A-2015-1952

TÍTULO I
Del ámbito de aplicación y de la Hacienda Pública de la Generalitat

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del Régimen de la Hacienda Pública de la Generalitat

[ . . . ]
Sección 2.ª Régimen Jurídico de los derechos de naturaleza pública de la 

Hacienda Pública de la Generalitat

Artículo 9.  Límites a que están sujetos los derechos de la Hacienda Pública de la 
Generalitat.

1. No se podrán enajenar, gravar, ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública de la Generalitat salvo en los supuestos establecidos por las leyes.

2. Tampoco se concederán exenciones, condonaciones, rebajas, ni moratorias en el 
pago de los derechos a la Hacienda Pública de la Generalitat, salvo en los casos y en la 
forma que determinen las leyes.

No obstante, se autoriza a la conselleria competente en materia de hacienda a dictar las 
normas oportunas para la no liquidación o, en su caso, la anulación y baja en contabilidad de 
las liquidaciones ya practicadas, cuando se trate de deudas cuya cuantía se fije como 
insuficiente para la cobertura del coste que su exacción y recaudación representen.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley, no se podrá transigir 
judicial o extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda Pública de la Generalitat, ni 
someter a arbitraje las contiendas que se susciten acerca de aquéllos, sino mediante decreto 
del Consell, que, en el caso de las transacciones, será a propuesta de la conselleria 

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

– 118 –



competente en materia de hacienda, y previo dictamen, en todo caso, del Consell Jurídic 
Consultiu de la Comunitat Valenciana e informe de la conselleria o ente acreedor.

[ . . . ]
Disposición adicional décimo primera.  Gestión de los gastos para procesos electorales.

La gestión de los gastos de funcionamiento que tiene que asumir la Generalitat a 
consecuencia de la celebración de procesos electorales, en el ámbito de la Ley Electoral 
Valenciana, se realizará mediante un procedimiento específico de cuentas a justificar y se 
ajustará a los principios siguientes:

a) En sustitución de la función interventora, estos gastos electorales quedarán sometidos 
a control financiero permanente.

b) Los gastos tendrán que justificarse, como máximo, dos meses después de concluido 
el mandato de las juntas electorales.

Se autoriza a las personas titulares de las consellerias con competencias en materia de 
hacienda y de procesos electorales a dictar instrucciones económico-administrativas para la 
ejecución de estos gastos.

Disposición adicional décimo segunda.  Personas interventoras habilitadas.
1. Cuando las necesidades del servicio lo requieran, la persona titular de la Intervención 

General de la Generalitat podrá habilitar a personal funcionario de la Administración de la 
Generalitat, del grupo A1 de titulación, que posea el nivel de titulación exigido para ingresar 
en el cuerpo superior de Intervención y Auditoría de la Generalitat, a efectos de que pueda 
realizar determinadas actuaciones en sustitución de estos en el ejercicio de las funciones de 
control interno que legalmente les corresponden.

Esta posibilidad también se dará respecto del personal funcionario con destino definitivo 
en la Administración de la Generalitat, aunque no esté integrado en los cuerpos o escalas 
propios de esta, siempre que además pertenezca a alguna de las escalas, subescalas, 
clases o cuerpos superiores de Intervención de cualquier Administración Pública.

En cualquier caso, las personas interventoras habilitadas actuarán bajo la dirección y 
coordinación de la persona titular de la Dirección General de la Intervención.

La habilitación prevista en el párrafo anterior lo será tan solo para actuaciones o clases 
de las mismas concretas y determinadas, relacionadas con las funciones ordinarias de las 
personas habilitadas, y tendrá carácter temporal. Este personal continuará percibiendo las 
retribuciones correspondientes al puesto de trabajo que ocupa. No obstante, cuando la 
habilitación exija la dedicación exclusiva durante toda su jornada laboral para la realización 
de las mencionadas funciones y las retribuciones de su puesto de trabajo fueran de nivel 
inferior, el personal habilitado tendrá derecho a percibir las retribuciones asignadas a los 
puestos de trabajo de nivel mínimo reservados al cuerpo superior de Intervención y Auditoría 
de la Generalitat, por medio del abono de las correspondientes diferencias retributivas.

2. La habilitación será conferida previo informe favorable de la persona titular de la 
subsecretaría del departamento al que pertenezca tal funcionario o funcionaria y podrá ser 
revocada en cualquier momento por la persona titular de la Intervención General de la 
Generalitat.

3. En todo caso, las personas habilitadas actuarán bajo la expresa denominación de 
«interventores habilitados o interventoras habilitadas de la Intervención General de la 
Generalitat.

Disposición adicional décimo tercera.  Contabilización por los órganos gestores de 
determinados gastos sometidos a control financiero permanente.

Respecto de aquellos gastos sometidos a control financiero permanente por no estar 
sujetos a fiscalización previa en los términos del artículo 101 de la Ley 1/2015, de 6 de 
febrero, de Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de Subvenciones, o por 
haberse acordado la sustitución de la misma conforme a lo dispuesto en el artículo 98.2 de la 
misma ley, el Consell, a propuesta de la Intervención General de la Generalitat, podrá 
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acordar de forma motivada que la toma de razón en contabilidad de los citados gastos se 
realice por los propios órganos gestores.

Disposición adicional décimo cuarta.  Régimen de control interno y contabilización 
aplicable a gastos extrapresupuestarios.

La intervención de los gastos extrapresupuestarios, se realizará una vez examinada la 
documentación justificativa, en el momento de la contabilización.

Disposición adicional décimo quinta.  Deber de colaboración de las personas auditoras 
internas de las entidades del sector público instrumental de la Generalitat con la Intervención 
General de la Generalitat.

Las personas auditoras internas de las entidades del sector público instrumental de la 
Generalitat colaborarán con la Intervención General de la Generalitat, en los términos 
establecidos en la normativa del sector público, debiendo ajustarse a las normas e 
instrucciones que a estos efectos determine aquella.

Disposición adicional décimo sexta.  Régimen de control interno y contabilización 
aplicable a las prestaciones económicas en materia de dependencia, renta valenciana de 
inclusión, prestaciones económicas para el sostén a la crianza de personas menores de 
edad y gastos de asistencia médica cualificada.

La fiscalización e intervención de las prestaciones económicas en materia de 
dependencia, renta valenciana de inclusión y prestaciones económicas para el sostén a la 
crianza de personas menores de edad y gastos de asistencia médica cualificada se 
realizará, en cada una de las fases del procedimiento de gasto, en el momento de la 
contabilización, una vez examinada la documentación justificativa.

[ . . . ]
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§ 37

Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de 
la Comunidad Autónoma de Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 35, de 26 de marzo de 2002
«BOE» núm. 92, de 17 de abril de 2002

Última modificación: 29 de noviembre de 2022
Referencia: BOE-A-2002-7297

[ . . . ]
TÍTULO III

De los miembros de la Junta de Extremadura

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Del régimen jurídico de la actuación de la Administración de la Comunidad 
Autónoma

[ . . . ]
Sección 6.ª De los recursos administrativos y reclamaciones administrativas 

previas

Artículo 101.  Del recurso de alzada.
1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o 

indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el 
procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, 
podrá interponerse por los interesados recurso de alzada, que cabrá fundar en cualquiera de 
los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en la legislación básica de régimen jurídico de 
las Administraciones Públicas.

2. La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para 
su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.

3. A tales efectos, las resoluciones y los actos dictados por los órganos de la 
Administración de la Comunidad Autónoma jerárquicamente dependientes de los titulares de 
las Consejerías respectivas, serán susceptibles de recurso de alzada ante el Consejero. 
Asimismo, serán recurribles en alzada ante el superior jerárquico, los actos dictados por las 
jefaturas de servicio que resuelvan un procedimiento en el ejercicio de sus competencias.

4. La interposición del recurso de alzada podrá llevarse a cabo ante el órgano que dictó 
el acto que motiva el recurso o ante el órgano que haya de resolverlo, siendo siempre 

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

– 121 –



competente para su resolución el órgano superior jerárquico de aquel que dictó el acto que 
se impugna.

5. Por Ley de la Asamblea de Extremadura podrá ser sustituido el recurso de alzada por 
otros procedimientos de impugnación o reclamación, conciliación, mediación o arbitraje, en 
supuestos o ámbitos sectoriales determinados y cuando la especificidad de la materia así lo 
justifique. Las leyes que establezcan dichos procedimientos contendrán las reglas 
específicas a que los mismos deban ajustarse, con respeto de los principios, garantías y 
plazos que la legislación básica de régimen jurídico de las Administraciones Públicas 
reconoce a los ciudadanos e interesados en todo procedimiento administrativo.

[ . . . ]
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§ 38

Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de 
Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 49, de 28 de abril de 2007

«BOE» núm. 127, de 28 de mayo de 2007
Última modificación: 6 de febrero de 2024

Referencia: BOE-A-2007-10666

[ . . . ]
TÍTULO I

Del Régimen de Hacienda de la Comunidad Autónoma de Extremadura

CAPÍTULO I
Los derechos

[ . . . ]
Sección 2.ª Normas comunes a los derechos de la Hacienda Pública de 

Extremadura

[ . . . ]
Artículo 17.  Régimen común de los derechos de la Hacienda Pública de Extremadura.

1. No se pueden enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública de Extremadura, salvo en los casos establecidos en las Leyes.

2. Tampoco pueden concederse exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el 
pago de los derechos de la Hacienda Pública de Extremadura, salvo en los casos y en la 
forma que determinen las leyes, y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 27.

3. No se puede transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
Pública de Extremadura, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre los 
mismos, sino mediante Decreto del Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, previo 
dictamen del Consejo Consultivo de Extremadura.

4. La suscripción y celebración de acuerdos y convenios previstos en la legislación 
concursal requiere únicamente autorización del órgano que determine el titular de la 
Consejería competente en materia de Hacienda.

5. La extinción, total o parcial, de las deudas que la Administración del Estado, sus 
organismos autónomos, la Seguridad Social, las Corporaciones Locales y otras entidades de 
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derecho público tengan con la Comunidad Autónoma de Extremadura podrá realizarse por 
vía de compensación, cuando se trate de deudas vencidas, líquidas y exigibles.

[ . . . ]
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§ 39

Ley 2/2008, de 16 de junio, de Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 116, de 17 de junio de 2008
«BOE» núm. 167, de 11 de julio de 2008

Última modificación: 29 de noviembre de 2022
Referencia: BOE-A-2008-11792

[ . . . ]
TÍTULO I

Protección y defensa

CAPÍTULO I
Indisponibilidad patrimonial

[ . . . ]
Artículo 15.  Transacción y arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos 
patrimoniales, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre los mismos, sino 
mediante Decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería 
competente en materia de Hacienda, previo dictamen del Consejo Consultivo de 
Extremadura.

[ . . . ]
Disposición adicional decimosegunda.  Afectación a servicios educativos.

Sin perjuicio de la afectación establecida en el Inventario del Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, todas las dependencias, instalaciones y edificios 
afectos al Servicio Extremeño de Salud, organismos autónomos y consejerías de la Junta de 
Extremadura, en las que se impartan enseñanzas regladas, no regladas, de grado o 
postgrado, tendrán por ministerio de esta Ley la afectación simultánea a efectos educativos. 
La consideración de centros educativos que les otorga esta disposición perdurará hasta 
tanto se produzca su desafectación de forma expresa por el órgano competente.

Disposición adicional decimotercera.  Donaciones por acontecimientos extraordinarios.
Las donaciones de dinero que las personas físicas o jurídicas efectúen para contribuir a 

la financiación de los gastos ocasionados o derivados de acontecimiento extraordinario, 

CÓDIGO DE ARBITRAJE COMERCIAL Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

– 125 –



catastrófico, sanitario u otros de similar naturaleza, que supongan una alteración grave de la 
normalidad en la Comunidad Autónoma de Extremadura, de conformidad con las 
especificaciones que al efecto se dicten en su momento para la gestión y control de las 
mismas, se ingresarán en las cuentas de la Tesorería de la Junta de Extremadura. Estas 
donaciones no necesitarán aceptación expresa.

Las donaciones de equipamiento y suministros destinados a la lucha contra las 
situaciones explicitadas en el párrafo anterior que tengan la consideración de bienes 
muebles o semovientes, se entenderán aceptadas por su mera recepción por el órgano u 
organismo de la Comunidad Autónoma que se designen como destinatarios.

Sin perjuicio de lo anterior, si se constatase con posterioridad que las citadas donaciones 
establecidas en los dos párrafos anteriores no son idóneas para el fin perseguido, o 
hubiesen sido realizadas con vulneración del ordenamiento jurídico, podrán ser rechazadas 
por el órgano receptor con anterioridad al momento en que dichos actos deban ser 
certificados para justificación de su efectividad por los incentivos fiscales a que pudiesen dar 
lugar. En estos casos se tendrán por no realizadas las mismas quedando siempre y en todo 
momento los bienes a riesgo y ventura del ofertante de la donación, que en ningún caso 
tendrá derecho a indemnización alguna o deducción por el normal uso de los citados bienes.

[ . . . ]
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§ 40

Ley 6/2023, de 2 de noviembre, del patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 215, de 13 de noviembre de 2023
«BOE» núm. 284, de 28 de noviembre de 2023
Última modificación: 31 de diciembre de 2024

Referencia: BOE-A-2023-24124

[ . . . ]
TÍTULO VII

Protección y defensa del patrimonio de la Comunidad Autónoma de Galicia

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Defensa de los bienes y derechos del patrimonio de la Comunidad Autónoma

[ . . . ]
Artículo 215.  Transacción y arbitraje.

1. La transacción judicial o extrajudicial sobre bienes y derechos patrimoniales de la 
Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia y de sus entidades públicas 
instrumentales y el sometimiento a procedimientos de arbitraje de las controversias que 
surjan sobre ellos se autorizarán por decreto del Consejo de la Xunta, a propuesta de la 
consejería competente en materia de patrimonio o de la consejería a que se encuentra 
adscrita la entidad pública instrumental.

El acuerdo de transacción extrajudicial será suscrito, según corresponda, por la persona 
titular del órgano directivo competente en materia de patrimonio o del órgano unipersonal de 
gobierno de la entidad pública instrumental.

2. En su caso, la homologación judicial de los acuerdos de transacción, así como la 
representación y defensa en los procedimientos arbitrales, corresponderán a la Asesoría 
Jurídica de la Xunta de Galicia.

[ . . . ]
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§ 41

Ley 6/2001, de 11 de abril, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 49, de 24 de abril de 2001

«BOE» núm. 125, de 25 de mayo de 2001
Última modificación: 9 de mayo de 2024

Referencia: BOE-A-2001-9857

[ . . . ]
TÍTULO III

De los bienes patrimoniales

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De los requisitos para determinados actos

[ . . . ]
Artículo 50.  Transacciones y arbitraje.

Se pueden transigir y someter a arbitraje, previo dictamen del Consejo Consultivo, las 
contiendas que se susciten sobre los bienes o derechos patrimoniales de la Comunidad 
Autónoma, de acuerdo con la legislación específica aplicable.

[ . . . ]
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§ 42

Ley 3/2003, de 26 de marzo, de Régimen Jurídico de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 44, de 3 de abril de 2003
«BOE» núm. 98, de 24 de abril de 2003

Última modificación: 18 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2003-8438

[ . . . ]
TÍTULO V

La actividad administrativa

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la revisión de los actos en vía administrativa

[ . . . ]
Sección 2.ª El régimen de recursos

[ . . . ]
Artículo 59.  Sustitución de los recursos administrativos.

1. El recurso de alzada y el de reposición se podrán substituir por otros procedimientos 
de impugnación o de reclamación, de conciliación, de mediación y de arbitraje, ante órganos 
colegiados o comisiones específicas que no estén sometidos a instrucciones jerárquicas. 
Esta substitución se podrá establecer en supuestos o en ámbitos sectoriales determinados 
cuando la especificidad de la materia así lo justifique y, en todo caso, por ley.

2. La resolución de estos procedimientos deja expedita la vía contenciosa administrativa.

[ . . . ]
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§ 43

Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las 
Illes Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 186, de 27 de diciembre de 2006

«BOE» núm. 26, de 30 de enero de 2007
Última modificación: 13 de diciembre de 2024

Referencia: BOE-A-2007-1893

[ . . . ]
TÍTULO VI

Bienes de las entidades locales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Aprovechamiento y tutela

[ . . . ]
Artículo 146.  Defensa de los bienes.

1. Los entes locales tienen la obligación de ejercer todo tipo de acciones y de recursos 
en defensa de sus derechos y de su patrimonio. El ejercicio de las acciones administrativas 
en defensa de sus bienes y derechos es competencia del pleno de la corporación, salvo las 
de carácter urgente que pueden ser ejercidas por el presidente o la presidenta.

2. Cualquier vecino o vecina que se encuentre en el pleno uso de sus derechos civiles y 
políticos puede requerir su ejercicio al ente interesado. Este requerimiento debe ser 
comunicado a quienes pueden resultar afectados por las actuaciones correspondientes y 
suspende el plazo para ejercer estas acciones durante un período de treinta días hábiles. Si 
en el citado plazo de treinta días hábiles el ente local no acuerda ejercer las acciones 
solicitadas los vecinos y las vecinas pueden ejercerlas en nombre e interés de la 
corporación. En el caso de que prospere la acción, la persona actora tiene derecho a ser 
reembolsada por el ente local de las costas procesales, y a la indemnización de los daños y 
perjuicios que se le hayan producido.

3. Los entes locales pueden recuperar ellos mismos, en cualquier momento, la posesión 
de sus bienes de dominio público.

4. Igualmente, pueden recuperar los bienes patrimoniales dentro del plazo de un año a 
contar del día siguiente de la fecha en que se ha producido la ocupación. Pasado este 
período, sólo pueden hacerlo acudiendo ante la jurisdicción ordinaria.
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5. Los entes locales no pueden allanarse a las demandas judiciales que afecten al 
dominio y demás derechos reales integrantes de su patrimonio, ni aceptar transacciones ni 
someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre sus bienes o derechos, si no es 
mediante acuerdo del pleno adoptado por mayoría absoluta del número legal de miembros 
de la corporación.

6. En los supuestos a que se refieren los apartados 3 y 4 no pueden admitirse interdictos 
contra las actuaciones de los entes locales.

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Garantías que se constituirán por las obras e instalaciones 
llevadas a cabo por las empresas distribuidoras de energía eléctrica.

1. Cuando las empresas titulares de las redes de distribución de energía eléctrica de las 
Illes Balears tengan que llevar a cabo obras e instalaciones para las cuales se exija una 
licencia, autorización o comunicación previa, estas empresas pueden sustituir la garantía 
que tengan que constituir para cada licencia municipal, autorización municipal o 
comunicación previa por una única garantía de ámbito insular, que dará cobertura a todas las 
obras e instalaciones que tengan que llevar a cabo a cada una de las islas.

2. Esta garantía se constituirá ante la tesorería del consejo insular que corresponda, por 
un importe que se cuantificará como el valor equivalente al 1 % del volumen total de la 
inversión anual con derecho a retribución de la empresa prevista en el plan de inversión 
anual para la isla correspondiente, con el informe favorable de la Administración de la 
comunidad autónoma de las Illes Balears, de acuerdo con el artículo 40.1.h) de la Ley 
24/2013, de 26 de diciembre, del sector eléctrico, y el resto de disposiciones concordantes.

3. La garantía mencionada responde del valor económico de la reposición al estado 
originario de los bienes de titularidad pública que se puedan ver afectados por la ejecución 
de todas las obras e instalaciones de distribución de energía eléctrica en baja y media 
tensión o, si no existe esta reposición, de los daños y perjuicios correspondientes.

En consecuencia, una vez hecho el preceptivo requerimiento a la empresa distribuidora y 
que este no haya sido debidamente atendido, la entidad pública titular del bien que no haya 
sido correctamente repuesto al estado originario puede solicitar ante la tesorería del consejo 
insular que corresponda, mediante una resolución debidamente motivada y dictada de 
acuerdo con el procedimiento aplicable, la ejecución parcial o, si procede, total de la garantía 
constituida conformemente con esta disposición legal por el valor económico a que se refiere 
el párrafo anterior.

4. En el último trimestre de cada año se actualizará, si procede, la garantía para el año 
siguiente con el importe de la inversión del año correspondiente que previamente haya 
recibido el informe favorable de la Administración de la comunidad autónoma de las Illes 
Balears.

5. En caso de ejecuciones parciales de la garantía, la persona depositante la actualizará 
en el plazo máximo de un mes contador desde cada ejecución parcial.

[ . . . ]
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§ 44

Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 8, de 15 de enero de 2015
«BOE» núm. 130, de 1 de junio de 2015

Última modificación: 30 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2015-6017

[ . . . ]
TÍTULO I

Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears

CAPÍTULO I
Derechos

[ . . . ]
Artículo 16.  Régimen de los derechos económicos de la hacienda pública de la comunidad 
autónoma.

1. No podrán ser enajenados, gravados ni arrendados los derechos de la hacienda de la 
comunidad autónoma, excepto en los casos regulados por las leyes. Tampoco podrán 
concederse exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago de los tributos y de 
los otros ingresos de derecho público, excepto en los casos y del modo que determinen las 
leyes.

No obstante, la comunidad autónoma de las Illes Balears podrá ceder los derechos de 
contenido económico a favor de otras entidades integrantes del sector público instrumental 
autonómico, a título oneroso o a título gratuito, cuando se produzca cualquier causa justa, 
así como los derechos que deriven de convenios u otros instrumentos jurídicos de 
colaboración de carácter plurianual formalizados con otras administraciones territoriales o 
entidades dependientes de estas.

Del mismo modo, las entidades integrantes del sector público instrumental autonómico 
podrán ceder sus derechos de cobro a la Administración de la comunidad autónoma, los 
cuales pasarían a integrarse en la hacienda de la comunidad autónoma.

2. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente en los derechos de la comunidad 
autónoma ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten en relación con dichos 
derechos, si no es mediante un acuerdo del Consejo de Gobierno, previo dictamen, si 
procede, del Consejo Consultivo de las Illes Balears, de acuerdo con lo dispuesto en el 
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artículo 18.10 de la Ley 5/2010, de 16 de junio, reguladora del Consejo Consultivo de las 
Illes Balears.

[ . . . ]
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§ 45

Ley 11/2005, de 19 de octubre, de Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 141, de 25 de octubre de 2005

«BOE» núm. 270, de 11 de noviembre de 2005
Última modificación: 30 de diciembre de 2024

Referencia: BOE-A-2005-18493

[ . . . ]
TÍTULO II

Protección y defensa del patrimonio

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De las limitaciones a la disponibilidad de los bienes y derechos

[ . . . ]
Artículo 48.  Transacción y arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La Rioja, ni someter a arbitraje las contiendas que 
se susciten sobre los mismos, sino mediante acuerdo del Gobierno de La Rioja, a propuesta 
del Consejero competente en materia de Hacienda, previo dictamen del Consejo Consultivo 
de La Rioja de conformidad con su normativa reguladora.

[ . . . ]
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§ 46

Ley 11/2013, de 21 de octubre, de Hacienda Pública de La Rioja. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 134, de 25 de octubre de 2013

«BOE» núm. 268, de 8 de noviembre de 2013
Última modificación: 30 de diciembre de 2024

Referencia: BOE-A-2013-11692

[ . . . ]
TÍTULO I

Del régimen jurídico de la Hacienda Pública Autonómica

CAPÍTULO I
Los derechos de la Hacienda Pública Autonómica

[ . . . ]
Artículo 9.  Límites a que están sujetos los derechos de la Hacienda Pública Autonómica.

1. No se podrán enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública Autonómica fuera de los casos regulados por las leyes.

2. Tampoco se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago 
de los derechos a la Hacienda Pública Autonómica, sino en los casos y formas que 
determinen las leyes, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 20 de esta ley.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3 del artículo 12 de esta ley, no se podrá 
transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda Pública, ni someter 
a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los mismos, sino mediante acuerdo de 
Consejo de Gobierno, a propuesta de la consejería competente en materia de hacienda, 
previo dictamen del Consejo Consultivo.

No será preciso el dictamen del Consejo Consultivo cuando se trate de acuerdos 
formalizados en el seno de un procedimiento de mediación judicial en el ámbito contencioso-
administrativo.

[ . . . ]
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§ 47

Ley 1/1991, de 21 de febrero, de Patrimonio del Principado de 
Asturias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 55, de 7 de marzo de 1991

«BOE» núm. 79, de 2 de abril de 1991
Última modificación: 31 de diciembre de 2024

Referencia: BOE-A-1991-7960

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen de los bienes patrimoniales

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Rendimientos patrimoniales y producto de las enajenaciones

[ . . . ]
Artículo 38.  

No se podrá tampoco transigir ni someter a arbitraje las contiendas que surjan respecto 
de dichos bienes o derechos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de Gobierno a 
propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y Planificación.

[ . . . ]
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§ 48

Ley 3/1992, de 30 de julio, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 189, de 14 de agosto de 1992

«BOE» núm. 22, de 26 de enero de 1993
Última modificación: 31 de diciembre de 2014

Referencia: BOE-A-1993-1775

[ . . . ]
TÍTULO III

Bienes patrimoniales de la Comunidad Autónoma

CAPÍTULO I
Adquisición

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Enajenación y otras formas de disposición de los bienes

[ . . . ]
Artículo 70.  

Las transacciones respecto a bienes y derechos patrimoniales de la Comunidad 
Autónoma, así como el sometimiento al arbitraje de las controversias o litigios sobre los 
mismos, requerirán autorización del Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de 
Economía, Hacienda y Fomento, previo informe preceptivo de los servicios jurídicos de la 
Comunidad Autónoma de Murcia, salvo que, por razón de la cuantía, se precise ley de la 
Asamblea Regional, de acuerdo con lo establecido en el artículo 60.

[ . . . ]
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